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Después de finiquitado e l juicio dentro de l a presente causa 

adelantada en contra de Will iam ftemán Pérez Espinel , 

exgobemador del Departamento del Casanare, por las conductas 

punibles de contrato «sin cumplimiento de requisitos legajos y 

peculado por apropiación en favor de terceros, se apresta esto 

Sala Espec ia l a dictar l a sentencia dé rigor. 

Lo anterior, en consideración a l a Competencia que se adquirid» a 

partir de l a vigencia e implementación del acto legislativo 0 1 de 

2018. 



Primera Instancia: 41817. 

Willrap Hernán ^retfspinei 

FILIACIÓN D E L PROCESADO 

Will iam Hernán FérqzEspinel, hijo de. Aristipo (fallecido) y E I m n a * 

natura l de Bogotá, nacido el 12 de agosto de 1957, estudió 

periodismo en l a Universidad Jorge Tadeo Lozano, unión l ibrecon 

Gladis Agudelo, ganadero y comerciante de profesión e 

identificado con l a cédula 9.520.708» expedida en SogamóSo-

Boyacá. 

RECÍÜENTO FÁCTICO 

Eñ Auditoria Gubernamental coñ enfoque ifitegrál, realizada por 

l a Contraloría General de l a República, sp registró el hallazgo 

fiscal" 2004-F-20-04-60 1 del día 7 de diciembre de> año 2004, a l 

ente territorial Gobernación del Casanare, pór las irregularidades 

y spbrpcostos en que tieiñcumo en l a celebración de los contratos 

4 8 1 dé octubre 9, 533 de octubre 2 1 y 582 de noviembre 5 del 

año 2002 ? suscr i tos entre el señor Gobernador de entonces, 

Wil l iam Hernán Pérez Espine l , y l a contratista Karo l Emilcé Cano 

Garzón; producto de los cuales se evidenció u n detrimento 

patrimonial e n disfavor de dichp .departamento* por yalór de 

ciento siete mi l ones doscientos mi l quinientos cuarenta ($ 

1U7.200.540) pesos. 

ACTUACIÓN PROCESAL RELEVANTE 

1 fls. 87 a 92 Cuaderno anexo original H" 6. 
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William Hernán Pérez<£sp¡^el 

Con- fundamento en lo anterior* l a Fiscalía General de l a Nación 

dispuso, en principio, l a apertura efe ihyestigaeión prev ia3 el 28 

dé diciembre del año 2006, motivo por el c u a l se escuchó eñ 

versión l ibte a l mandatario que párá l a época del hallazgo fungía 

como gobernador del departamento- del Casanaré, esto es, 

Wil l iam Hernán Pérez Espine l , l a cua l tuvo lugar el día 27 de 

diciembre del año 2Q073 , 

Luego de practicados otros medios de prueba* P l ente acusador 

ordenó l a apertura -de mstjuécíón e l 11 de enero de 20Q84, 

momento en el cua l se dispuso escuchar en iñdagáforía a l hoy 

acusado, para que respondiera por l as irregularidades y 

sobrecostos, en l a suscripción de los tres contratos referenCiadoá 

en e l informe de l a Contraloría General de l a República. 

L a diligencia de descargos, en efecto,» se cumplió el día 7 de 

febrero del año 2008 5 ; generándose, a partir de ese entonces, 

sucesivas ampliaciones en febrero 22 de 2008 6 , agosto 2 5 de 

2009 7 , septiembre 16 de 2009» y marzo .2 de 2010 9 . 

Con posterioridad, Sé definió l a situación jurídica de Pérez 

Espine l , concretamente el 28 de septiembre del año 2013, 

momento en el cua l se le impuso medida de aseguramiento de 

detención preventiva s in excarcelación, como presunto autor, dé 

l a s conductas punibles de contrato s in cumplimiento de 

3 Fls. 3-S Cuaderno original N" 1 
3 Fls. 134-138 Cuaderno original N* 1 
* Fls. 140-145 Cuaderno original N° 1 
s Fls. 183-Í98 Cuaderno original H° 1 

* sFls . 204-201 Cuaderno original N* 1 
7 fls. 273-280 Cuaderno original N* 2 
* Fls. 287-296 Cuaderno original N* 2 
9 Fls. 30-35.Cuaderno original Ñ" 3 



Primera Instancia:-*] 

.William Hernán Péíez ÓspineP 

culadm requisitos legales, en concurso homogéneo y sucesivo y peculad 

por apropiación en favor de terceros, en concurso heterogénea 

Proferido el cierre de l a investigación el 4 de enero de 2 0 1 3 1 1 , y 

s u no reposición ante solicitud de l a defensa del investigado12* se 

calificó el mérito sumarial» mediante decisión interlocutoria de 

abri l 30 del año 20131 3 , por medio de l a cual se acusó a Will iam 

Hernán Pérez Esp ine l , exgobernaddr dé} departamento del 

Casanare, como probable autor de las conductas punibles de 

contrato s in cumplimiento de requsitos legales y peculado por 

apropiación en favor de terceros, agravado por l a cuantía, en 

Concurso heterogéneo, determinación cóatra l a cua l l a defensa 

interpuso recurso de reposición, el cua l fue resuelto de manera 

adversa mediante resolucionde junio 20 del mismo año14. 

Los contratos tramitados y celebrados s in observar y verificar 

previamente el cumplimiento de los requisitos legales esenciales,, 

por los opales se concretó l a acusación fueron los Siguientes: i) el 

distinguido, con el N° 481 de octubre 9 de 2002, cuyo objeto era 

el suministro de víveres para los restaurantes escolares (frijoles 

y espaguetís) del Departamento del Casanare, por $ 29.946.240, 

el valor real de l a compra fue de $ 19.086.200, genetándoSemna 

diferencia de $ 10.860.040; ii) en el contrato 533 de octubre 21 

de 2002, para l a adquisición de material didáctico, suscrito por 

$ 146.763.000, el Valor rea l de l a compra fue de $ 125.662.500, 

con u n a diferencia de "$ 21.100.50,0, y ifij en el contrato 582 dé 

noviembre 5 de 2002 , cüyp objeto era el suministro de cuatro mi l 

1 0 Fls. 192-238-Cuaderno origlftal N* 3 
1 1 Ff» 259 Cuaderno original 3 
1 7 Flsf274-282 Cuaderno original 3 
1 3 Fis. 53-103-Cuadtírno original 4 
** Fls. 1^6-151 Cuaderno original 4 
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Wiiliam Hernán Pérez tS6tS& 

(4000) textos escolares* suscrito por $ 13,1.240.000, el precio de 

M compra fué por $ 56.000^1)00, presentándose pnadiferencia.4© 

$75/240.000 { f ls.6-í l c.a.o.5). 

E s a contratación así detallada, suscr i ta entre el señor 

Gobernador de entonces, Will iam Hernán Pérez Espine l y l a 

contratista seleccionada, Karoi Enñlce Cano Garzón, generó u n 

detrimento patrimonial en disfavor del Departamento de 

Casanare por valor de. ciento siete millones doscientos m i l 

quinientos cuarenta ($.107.200.540) pesos, por el sobrecoéto en» 

que se incurrió., 

Frente a ello, Ja ganancia ilícita neta obtenida y cancelada a l a 

contratista seleccionada, fue de nueve millones cuatrocientos, 

treinta y u n mi l quinientos noventa y cuatro ($ 9.431.594) pesos* 

en relación con él primer contrato; de catorce millones ciento 

veintitrés rnñ doscientos cincuenta y siete ($ 14.123.257). pesos, 

para el segundo convenio y, de sesenta y nueve Imillórtes ctéft* ($ 

69.000.100) pesos, para el tercer contrato, para .un gran total de 

beneficio económico realmente pagado a Karol Emüce Cano 

Garzpn, de noventa y dos millones quinientos cincuenta y cuatro 

mil novecientos c incuenta y uno ($ 92.554.951) pesos (fl. 205 

c.a.o.6). 

Esos comportamientos así detallados, conforme con l a acusación, 

encuadran en los artículos 410 , del Código Penal, que alude, a l 

contrato tramitado y celebrado s in observar y verificar eí 

cumplimiento de los requisitos, legales esenciales, en concurso 

homogéneo y áuoesivo, según lo dispuesto en el ajticíilo 31 ídem; 

5 
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WiHtam Hernán Pérez^spmti 

de l a m isma manera, dentro del artículo 397 inciso J E 0 "ibídem, que: 

se refiere a l peculado "por apropiación, en* concurso lietef ogéíiep. 

Se lee eñ l a pieza acusatoria, qué en efecto l a m i sma alude a l a s 

dos primeras modalidades previstas" en e l artículo 410 del Código 

Sustantivo Penal, referidas a l a tramitación y celebración de los 

contratos s in observar y verificar el cumplimiento de Í Q S 

requisitos legales esenciales, ta l como puede verse a 

continuación: "La conducta del doctor William Hernán Pérez' 

Espinel, pudo ser antijurídica porque siñ justificación atendible 

suscribid.^ los contratos 481, .533 y 582 de 2002, asabieñdas dé 

qt£e había seleccionado una personó, que, no reunía los requisitQé 

establecidos en los términos de referencia, comportamiento a 

través del cual vulneró de manera consciente y voluntaria el bien 

jurídico tutelado de lá administración pública, por afectación del 

principio de legalidad.de la contratación administrativa, que,está 

regida también por los prirícipios deeconcmíay responsabilidad, 

y el deber de selección objetiva del contratista, todos estos 

consagrados en.la ley 80 dé Í993^16. 

Pero previamente, en l a m isma pieza acusatoria se había 

indicado: "Todo lo anterior reseña una grave cadena dé 

irregularidades por parte de quien seleccionó a la señora Kórál 

Emilce Cano Garzón para ejecutarlos contratos 4 81, £33 y 582 dé 

2002, no siendo otra persona, que el propio gobemadpr William 

Hernán Pére& Espinel, quien no tuvo en cuenta que además dé té 

falta absoluta de cqpactdaú y experiencia técnica, ébonómiGUy de 

infraestructura de la proponente aludida, tampoco contaba con. el' 

inventaría de los elementos objeto de Iqs suministros (espagueti^, 

; Negrilla'ajena al textor 
'' Rs. 95-96 Cuaderno priginaTfíscalía N! 4> 
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WilliamHernán Pérez ítoél) 

fríjol, balones,y libros didácticosj y por ende, tenia que obtenerlos 

a través dé la compra q terceros,, oútx lo cualsujabqr correspondía 

anna intermediación, proceder que-ño fue incluido.en las minutas. 

4e los contratos en las, que .se ofreció* el suministro9' (fls. 93-£4 

CVO.4 Fiscalía). E s dediF, l a selección de l a contratista obedeció a 

l a tramitación, mientras que, en l a suscripción de los convenios, 

parece indicar que lo hizo s in verificar previamente que en s u 

trámite se incumplieron, los requisitos legales esenciales. 

Dfe e sa m§nefa, en l a resolución» acusatoria quedó claro que el 

procesamiento e h contra de Pérez Espine l , s e concretó por las 

conductas.spuniblés dé contrato s in cumplimiento de requisitos 

legales, en concurso homogéneo y sucesivo,, a s u vez en concurso 

heterogéneo con peculado por apropiación en favor de terceros. 

Lo anterior se desprende, en primeí lugar* de lp consignado en el 

acápite 6.2. de l a mencionada decisión, relativo a las 

cctusideraciopes que se tuvieron en cuenta para sustentar fe. 

existencia del delito" de contrato s in cumplimiento de requisitos 

legales, momento en el cual se dijo puntualmente: "Parlo anterior, 

la Fiscalía encuentra, mérito, suficiente para acusar al doctor William Hernán 

Pérez Espinel, ejcgobemador del departamento de Casanare, como prepupip 

mtt&r del delito dé contrato sih cumplimiento dé requsitos legaléSf consagrado 

en el artígalo 41Q del Código Perial, en concurso homogéneo y sucesivo, 

artículo 31 ibídem/ como consecuencia déla tramitación y celebración de los, 

contratos No&. 481, 533-y 582 de 2002, één absoluto desconocimiento dé los 

principios de economía y responsabilidad que orientan la contratación estatal, 

previstos'ét% los artículos 25, humeral Io y 26, numéfal 5° de 4a Ley 80 de 

1993, que condujo <ü deber dé selección objetiva previsto en el artículo 29 

ibídem, actualmente en la Ley 1150 de '2007, articule 5* (fl. 96 C,Q. 4 

Fiscalía). 
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William Hernán Pérei 

Y ? en e i apartado 6.3, de l a misma pieza acusatoria* relativo, a las 
consideraciones fíente a l delito de peculado por apropiación, se 
dijo: "La forma Como en el capítulo anterior se describió la tramitación y 

celebración de los referidas cóntratos con desconocimiento de los principios 

de economía, responsabilidad y él debéf de selección objetiva que rigen la» 

contratación estatal, conforme- a las previsiones del artículo 31 del Código 

Penal; o 'Concurso de conductas punibles", constituye sustento razonable 

para formular acusación coñtrct. el doctor VSfiltiam Hernán Pérez Espinel, cómo 

presunto t autor del delito de contrato sin cumplimiento de requisitos legales 

previsto en el artículo 410 del Código Penal, en concurso heterogéneo con 

péáxlado por apropiación en favor de terceros, en calidad de presunto autor, 

agravado por la cuantía como lo prevé eí inciso 29del artículo 397 del C. Penal, 

en relación carnet materializado a través del contrato 582 de 2002, por cuanto, 

ta apropiado f$ 75.240.0p0) "exeede los 20 salarios mínimos legajes-' 

mensuales vigentes para dicho año" (fl. 101 C.O.4 Fiscalía). 

L a referencia que se hace" en el capítulo 6.3 a l artículo 31 del 

Código Penal, simplemente reitera, e l concurso homogéneo y 

sucesivo de los delitos de contrato s in cumplimiento de requisitos 

legales, previstos en e l artículo 410 ídem, pero Guando se aborda 

el delito de peculado por apropiación no se, invoca ese mismo 

eóhcurso homogéneo y sucesivo, sino él concurso heterogéneo de 

u n único delito de peculado agravadupor razón de l a cuantía 

(artículo 397 inciso 2 o ibtdetñ). 

NO obstante, en los apartados 6 .3 .1 , 6.3.2 y 6.3.3 de l a 

acusación17», s e habla de l a apropiación por cada uño de los 

contratos, lo cua l sugiere u n a referencia a ttes- delitos de 

peculado, no a uno como se hace posteriormente. 

Fls.-97 y 98 Cuaderno original 4 de la Fiscalía.. 

8 
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Wflliarn Hernán Pére» Eépioel 

Frente a esa aparente ambigüedad de l a acusación, 

específicamente en l a imputación jurídica del pfeculádo, ía Sa l a 

advierte que es -de todas maneras- razonable l a conclusión» de 

delito unitario de peculado, en atención a l a unidad de propósito, 

el contexto espació temporal y modal, visto el favoreeimiento 

direccionado a l a m isma contratista y exactamente con las 

mismas irregularidades en cada uno de los- contratos, lo cua l se 

compadece con l a forma como aparece "tipificada l a conducta en 

el artículo 397 del Código Penal, es decir, con l a graduálidad de 

ía pena dependiente de l a cuantía de lo apropiada. 

Y se. advierte que no es absurda la. imputación única del delito de 

peculado por apropiación, porque,, a diferencia de l a v ida que es 

u n bien jurídico personalísimo, l a administración pública -

coneíetarüente el patrimonio público- finalmente puede 

unificarse por u n resultado que se deja ligar cuantitativamente, 

lo cua l sería impensable para varios resultados de muerte -así 

sea u n a sola l a acción-, por ejemplo, pues en ta l caso es 

ineludible !q solución deíeóneuíso material de delitos. 

De modo que l a cuestión de l a unidad ó pluralidad»de delitos-está 

estrechamente v inculada con las descripciones teonductuales, l a 

interpretación de los tipos penales de l a parte especial del 

respectivo código y l a relación entre los tipos pópales. E n este» 

caso, él artículo 397 del Código Penal está estructurado por tres 

incisos, el primero de los cuales se refiere a l tipo básico 0 

fúndamental de peculado por apropiación, mientras que el 

segundó y el tercero atañen a tipos circunstanciados por l a 

cuantía de lo apropiado, agradado y atenuado, en s u orden; de 

modo que l a interpretación de l a norma telera l a unificación 

cOmportamental por l a apropiación total. 
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William Hernán Pérez Espinel. 

Midonaknente , además dé l a discusión de orden sustancial y a 
h 

referida (unidad o pluralidad de imputaciones), tampoco puede, 

ácfelayarse que l a acusación .se hizo por u n único delito de-

peculado por apropiación agravado: póf lá cuantía, de modó qúe, 
; ningún Cambio sustancia l pttede introducirse en esta sentencia, 

.sin llegar a -transgredir el principio de congruencia, y las» 

dMvac ionesde él.qúC!iCDnsjltúyen"laSgarantías de contradicción 

y defensa. 

E n eSas condiciones, la. actuación- fue remitida arite l a S a l a d i 

Casación Pena l de l a Corte Suprema de Jus t i c i a , competente 

pa ra ese entonces para-conócei* de lá fase, del juzgamiento) de 

conformidad con lo previsto ea. el artículo 75 de l a Ley 6'0G. -de 

2000; disponiéndose, - en primer lugar, por parte de, esa. 

Corporación -el'traslado dé í& días" a que s e contrae el artículo * 

400 ibídem, fermino dentro del cual , el señor, defensor" del---

procesado solicitó u f i a núlidad y l a práctiéá dé unos medios de." 

prueba*8 . '" "? u ; 

,5 

E n esc orden de ideas, el 28 de «enero de"2Ql4, se da inicio á l a 

audiencia preparatoria, oportunidad en l a cua l l a Corte resuelve 

negativamente l a solicitud de nulidad impetrada, Ordena l a 

práctica de varios medios de prueba, pero igualmente negó por 

Improcedente l a realizáción de unas pruebas invocadas por ía 

defenSá dcbúeusadqi ifuieri impugnó "diétik cfeferiípnación19. 

5 3 Fls. 15-41 Cuaderno original 1 Corte 
19«F1s. 102-134 Cuaderno original 1 Qorte 

10" 
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Wlílíam Hernán Pér^l^|nel! 

E l 26 de febrero del año 2014* se continúa l a a u s e n c i a 

preparatoria, momento én él cual" l a Corte decide reponer l a 

decisión del 28 de enero pasado, en relación con l a ampliación 

del testimonio de Héctor Orlando «Hragauta Rodríguez, quien 

entonces fue citado para l a audiencia pública20. 

Y antes5 de dicha fase procesal, l a Corte dispuso no abrir incidente 

de objeción a l dictamen qué sobre valoración de perjuicios 

reclamara el acusado, pues no se determinó cuál era él yerro 

puntua l que podría dar lugar a l mismo y porque, -en todo cáso, 

esa Valoración y contradicción quedarían diferidas para el 

momento de u n a eventual sentencia de cqndema21. 

Finalmente, en sesiones llevadas a cabo los días 12 y 13 de, 

noviembre de 2014, mayo 11 y octubre 13 del 2015 , se celebró l a 

audiencia" pública»de juzgamiento, e n cuyo desarrollo los sujetos 

procesales tuvieron l a oportunidad de realizar s u s exposiciones 

y esa l a razón por l a cua l , con l a emisión y desarí"óllo del acto 

legislativo 01 de 201*8, se activó l a competencia de esta Sa la 

especial para finiquitar el presente asunto, por :1o que a elló sé 

procede. 

DESARROLLO D E LA AUDIENCIA D E JUE&AMIENTO 

1. Interrogatorio, del acusado. 

Fls. 444-155 Cuaderrio original 1 Corte-
267-275 Cüa5?rnb»orjgina|Í Corte 
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Wüliarfi Hernán Pérez Espinel 

E l señor Pérez Espine l , a l responder el cuestionario a l que fue 

inducido, hace u n relato detallado de las modalidades 

contractuales "sobre las cuales h a recaído el cuestiouamiento en 

s u contra, para indicar que por l a cuantía de las mismas no se 

precisaba dé hcitación pública» en cuánto ésta solamente cobija 

actuaciones de esa naturaleza, cuyo monto fuera de trescientos 

nueve millones u n peso eri adelante ($ 309.000.001), como 

claramente lq establece l a Ley 80 de 1993, en s u articulo 30. 

Que, precisamente, los contratos identificados con los números 

533 y 582 se encuentran dentro del fango de $ 30.901.000 a $ 

154.500.000, esto es, superior a l 10% e inferior a l 5 0 % de l a 

menor cuantía; mientras "que el contrato 4 8 1 , se encuentra 

dentro del margen de $ 15.450.001 y $ 30.900.000, vale decir, el 

10% dé l a menor cuantía. 

Lo anterior, pa ra resaltar que se tratába de procedimientos de 

selección diferentes, que no implicaban e l <mmplimiento de las 

plepas formalidades, en l a pmdida en que pára lósprimeraaierité 

mencionados, solamente se requería, de por lo mehoS dos (2) 

ofertas y l a invitación pública por u n término njjp infefiof a dq§ (2) 

días, conforme lo disponía el inciso 5 o del artículo 3 o deí DeclétiJ 

855 de 1094. 

Mientras que en relación con el 48 Embicado dentro del rango no 

superior al 1 0 % de l a menor cuantía, esto es, entre $ 15,450.001 

a 30.900.000, se precisaba de solicitud de oferta verbal o escrita, 

de conformidad con e l inciso 4 o del artículo 3 o del Decreto 855 de 

1994. 

12 
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Pero qüe, además de lo anterior, los procedimientos at^ptaáos 

en l a Gobernación del Casanare durante el año 20.02, estuvieron 

ceñidos a los mandatos constitucionales y. legales que 

posibilitaban «fe delégaeién-de funciones p a r a l a fase contractual,» 

de conformidad con los artículos 209 y 211 -incisos 2 o y 3 o de l a 

Constitución Política, 12, 2 3 , 24, 25 , 26 y 29 dé l a Ley 80 de 

1093, 7 o del Decreto 679 de 1994, 37 del Decreto 2150 de 1995, 

10° de l a Ley 4 8 9 de 1998 y l a resolución 2045 de 2 0 0 1 ; por lo 

que, de conformidad con lo previsto en el artículo 211 de lá ñórma. 

superior, "La delegación exime de responsabilidad al delegante?. 

Ppro se suma a lo anterior el Jiécho de que eran cientos de, 

contratos a los que debían realizarle estudios de conveniencia, 

establecer los términos de referencia, análisis y evaluación de los5 

estudios técnicos, económicos-y jurídicos de las propuestas, por 

lo que era humanamente imposible pretender que él pudiera 

tener control sobre l a actividad contractual, pues que debía 

cumplir igualmente con múltiples obligaciones derivadas de sú 

cargo. 

Que Con esa delegación, precisamente lo que se pretendió fue 

cumplir cabalmente con los principios de eCopomía y celeridad 

en beneficio de l a comunidad, porque además se adelantaba por 

personal idóneo. 

Er f esa medida, el acusado reafirma qüe el direceionamiento lo 

realizaba l a Secretaría General, pero que cada Secretaría-, de 

acuerdo con s u especialidad, se ocupaba del respectivo tema-

-13 
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Wiüíam Hernán Pérez Bothei 

Que igualmente, para el caso en particular, los estudios de: 

mercado estaban, delegados en l a «Secretaría de Educación, el 

ejercicio de l a vigilancia de los contratos leo? cabeza de l a oficina 

jurídica, páentpetá qpe l a interventóría y liquidación e r a 

responsabilidad de cada Secretaría, porque así estaba definida en 

l a delegación. 

Por ello, reaf irma el hecho.de l a inexistencia dé l a unidad parálela 

de contratación en l a Gobernación J e t Casanare, para l a época 

ep l a c u a l fungió cpmo tal , contrario á lo manifestado por el jefe 

de la- oficina jurídica de entonces, Jorge Cortés Colmenares, 

conformo lo ratificó Héctor Orlando PiragaUta Rodríguez, 

S ^ e W de Educción léese a m e n t o . 

Reitera, én consecuencia, qjie en su calidad de gobernador 

solamente suscribió los contratos, motivo por e l cua l no participó 

en l a eleceióñ y selección de l a Contratista "Cano Garzón, a quien 

n i s iquiera conoce, l a cuál file escogida por l a j u n t a de compras 

y licitaciones creada por medio de l a Resolución 2 0 4 5 de 2 0 0 1 . 

2. Intervención de la Fiscalía General de la Nación. 

E n v i r tud del principio tde permanencia de prueba, l a delegada 

del ente acUsaJop, de entrada, pide l a expedición de sentencia 

condenatoria en contra del acusado' Péréz Esp ine l , como autor 

penalmente .responsable de" las conductas punibles de cpripAto 

s in cumplimiento de requisitos legales, en concurso homogéneo 

y peculado por apropiación en favor dé. terceros, én concurso 

heterogéneo, según lo previsto en los artículos 410 y 397 inciso 
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con los 2 o del Código Penal ̂ respectivamente; "todo en artponfe con los-

bóchos y conceptos sdp violación d'fe normas y -bienes jurídicos 

expuestos e n • ía resolución acusatoria,-

Advierte que, frente ál pr imer cmnportamieritó delictivo* se-

cúmplo con los estándares de l a tporía del delito, así corno, los 

requisito^ dpi tipo penal e n sus - aspectos objetivó, y subjetivo; 

ddeitíás de que l a exigencia, tífc cuanto „a l a cualificación de l 

sujeto activo, se encuentra establecida l a calidád de servidor 

publico del procesadlo,"como góbetnaddr djél departamento del 

«Casánare para el» año 2002. 

Qué Como gobernador suscribió los contratos 4 8 1 para el 

sumin is t ro de víveres, póf valor de &29-946 .240 ; 533 para l a 

adquisición de material» didáctico, pór Valor de $ 146.763.000 y 

582 para l a dotación de -instituciones educativas, por u n precio 

de $ í31,240.000; los que .desde el punto de v ista formal 

aparentaban estar debidamente-suscritos, pero que fue evidente 

l a violación a los principios de transparencia, selección objetiva y 

economía, parte esencial de los mismos, por lo que resultan 

vulnerados los mandatos previstos en los artículos 209, 339 y 

3 4 1 de l a Pa r t a Política, 25 , 26 y 30 do l a Ley 80 de 1993 y el 

Decreto 0 1 de 1984, en s u "artículo 2 o , 

Y,» p a r a fundamentar eSa prehensión condenatoria* l a 

representante del ente .acusador se refiere a l a declaración que 

riiiáíera Jorge Cortés Colmenares, jefe de l a oficina jurídicade lá 

gobernación del Casanare para» l a época, quien fue claro en 

aseverar que él contratista: era escogido por e l ordgfiadOri des

gasto, es decir, por el acusado, en u n a especie de Unidad 
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"parálelaf que-fUncioñaba.enesadependencia^después délo cual 

sé realizaba l a e©riespóudiénfé"ii|iiitífa. 

De l a misma m ane ra , se refirió -al testimonio de dair Antonio 

Agujélo Chaparro,, profesional Universitario adscrito a l a 

Secretaria dé Educación de l a Gobernación del Casanare para el 

año .2002, quíen fue.enfátiOo e n señalar que esa dependencia sé 

regía por los parámetros de" instancias superiores provenientes 

del despacho del señor gobernador* mientras que l a labor que 

ellos desempeñaban f f u solo-de forma*, pues los contratistas e f i f i 

seleccionados e n l a oficina juriditíudel tote departamental, para 

disponer de los* dkiérqs dpi erario» pubtícp. 

Debe*teperse e n cuenta, aduce i p t a l m t o t e i a Hscalía, l a primera 

declaración que rindió- Héctor Orlando Biyagauta "Rotiriguez,. 

quién, en aquella oportunidad, hizo saber qué- en» el pídeeso dé 

contratación todotleeoraespondia;'ál-.^rupo quepa fa esos efectos 

existía ep l a Gobernación, no obstante su . cambio de versión eñ 

l a v i s t a pública,, » dópde trató de retractarse, para just i f icar a l . 

gobernador, endilgándose eSa esebgeñeia; de donde Se desprende 
¡í 

el ánimo de favorecer a s u amigo; lo . que puede parecer 

entéytdible, peto no .aceptable. 
•s ™ 

Agrega l a representante fiscal que éstos testimonios no aparecen" 

aislados, por Cuánto también opra • prueba documental que, 

señala, l a responsabilidad del acusado. Sobre el particular, 

etapieza por indicar que- en relación coñ; los términos' de 

referencia elaborados para estos contratos, lá señora Karol 

Emilce , contratista escogida,- ai. siquiera teñía experiencia, 
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muchó menos capacidad económica pára contratar (horá 2f20: fé 

deTregstro de l a sesión de noviembre 13/14). 

Qüe en el registro mercanti l de, l a Qaiúara de Comercio de Yopal 

-Casanme-, se evidencia que tan solo 2 1 días antes de iniciarse 

los contratos cuestionados, aparece inscr i ta Kqrol Emilce Cano 

Garzón como comerciante, lo que demuestra cómo no cumplía 

con Ips términos de referencia, pues no se acreditó s u capacidad 

económica, referida a sus activos y pasivos, con los ctialés 

pudiera garantizar l a entrega dé los anticipos. 

Según el criterio de lp Fiscalía, l a situación anterior demuestra 

qüe a u n a contratista con apenas 20 años de edad, que fqe 

escogida con desconocimiento de los principios de selección 

objetiva, le entregaron más de trescientos miñones de pesos ($ 

300.000.000). 

Agrega, cómo muy sencillo hubiese résultadp para lá 

Gobernación de ese entonces, verificar s i en efecto l a contratista 

en mención había realizado los suministros qpe supuestamente 

le certificaron "Didácticos G y G " y "Comunicación Total", pa ra 

establecer s i de verdad aquella contaba con la. experiencia previa 

requerida. 

Lie parece a l a Fiscalía sumamente sospechosa además, lá 

declaración rendida por Cano Garzón, pues nisiquiera recordaba 

que a sus 20 años había contratado por u n a suma superior a los-

trescientos millones de pesos y tampoco el tipo de suministros 

que le había entregado a l a Gobernación. Por este motivo, se 

17* 
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pyegúnta Si «será que sojatóente este .teína se quedó en el papel y 

n u n c a pasó por las manos déla contratista ese dinero, quedando: 

en-mpuíoS: de terceros?- . •% 

A par t i r de los hallazgos de la, Contralpríp» observa l a fiscal, se 

evidenciaron unos mayores valores en l a contratación^ 

puntualmente en el cpirtratq 4 8 l suscrito por $ 29.946.240,, 

finalmente se materializó en,»$ 19.086-.2QO, evidenciándose t u r 

sobrecosto de $ 10.860,040; en el contrato 533 suscrito por $ 

146.763T.0OO,, qpe tuvo nti costo final de $ 125.662.500, 

generándose Un -spbreCésto "de $ 21400#50.0 y, finalmente, el 

contrato 582, a l qüe», se le asignó u n presupuesto de $ 

13Í..240.000.y.el valpr de l aqpmpm asendip a $ 56,000.000-, se 

género, un. mayor valor* de $. 75.240.000. Agrega a téiigfózk 

seguido, qúe todas estas irregularidades tuvieron que haber sido 

conocidas por e l Gobpipatior del mftraento, en consideración a 

que se estaba contiatando.-con l a misma persona, lo que conllevó 

a l a falta de trapsparenciá en el prórceso de selección objetiva de , 

l a contratista/ 

Hace especial énfasis ep el héchp de que a partir de las* 

constancias aportadas p o r l a contratista para acreditar l a 

supuesta experiencia, las feismás. no podían ser ciertas, eñ 

atención á que aquella Se había irticíádó én l a actividad comercial 

tan sólo irnos días antes, tal contó se desprende de ía certificación 

expedida por l a Cámara-de Comercio de YopaL 

De acuerdo c o a l a apreciación fiscal, se obro en contraría délos 

fines de lá función administrativa, previstos en el-articulo 209.de 

l a Constitución Política, pués que .sin justificación alguna se 

18 
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suscribieron los contratos, a sabiendas de que s^hara f e 

seleccionado a u n a persona .que no cumplía con- los requisitas 

previstos en los términos de referencia, .vulnerándose de esa 

dañera de forma consciente y voluntaria el bien jurídico de l a 

administración, pública. 

Considera/ igualmente, que l a actuación del exgoberriador Pérez 

Esp ine l fue dolosa, pues conocía l a naturaleza delietuál de los 

comportamientos y s in reparos los llevó a eabq, como quiera qüe 

ideó el mecanismo pa ra burlar las» consecuencias jurídicas de s u 

actuación, a l delegar formalmente los actos contractuales para l a 

-selección de l a contratista en u n funcionario del orden directivo 

pero subordinado de s u despacho. 

Advierte que el acusado actúo en calidad de aptor frente a l delito 

previsto en e l artículo 410 del Código Penal, no obstante 

pretender ampararse en l a figura de l a delegación,, conforme con 

l a Resolución 0612 de 2 0 0 1 , artículos 12 de l a Ley 00 de 1993 y 

3 7 d e l Décreto-Ley 2150 de 1995, olvidando que l a figurado l a 

delegación no es absoluta, pues no puede quebrantar l a ley y qüe, 

de conformidad con l a -C-372 de 2002,» el delegante no queda 

desligado de las actuaciones del delegatario; porque además, éí 

e ra el ordenador del gasto, actuación que no podía delegar y, por 

consiguiente, le correspondía vigilar a quién le entregarían esos* 

dineros. 

Agrega, a renglón seguido, que dos principios de confianza y 

buena fe tampoco eximen de responsabilidad a l acusado, pues se 

exige de s u actuación l a máxima diligencia y cuidado, haciéndose 

responsable d e l riesgo, y cita como soporte de s u afirmación el 

19 
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referente jur isprudencia l de l a Sala de Casación Pedal d e L . Corte 

Súprema de Jus t i c i a , distinguido con el radicado 25495 de ma$o 

j6 del año-2009, 

Solicita, en consecuencia, sentencia, condenatoria por este 

comportamiento delictivo, en l a medida eñ que se desconocieron 

los principios de economía, responsabilidad Y selección, objetiva, 

previstos en los artículos 200, 339 y 341 de l a Constitución 

Política y 25, 26 y 3 0 de l a Ley 80 de 1993. 

Erente a l a conducta punible de peculado, advierte en primer 

lugar l a representante del ente acusador, que igualmente se 

encuentra establecida l a condición de servidor público del 

acusado, además de los sobrecosías advertidos, con l a exclusiva 

finalidad de incrementar el patrimonio de terceras personas.. 

Reitera el indebido fqvqreeimientó del exgobémador hac ia l a 

selección de l a contratista Cano Garzón, p a r a l a asignación de los 

tres contratos objeto de cüestiOnamiénto, lo que permitió que de 

manera subsiguiente se generaran sobrécostos que 

incrementaron indebidamente el valor de los contratos, dineros 

del erario departamental .que terminaron en el patrimonio de la. 

contratista. Es te detrimento patrimonial advertido inicialmeñte 

por l a Contraloríay corroborado posteriormente por el C T I en s u 

labor investigativa, fue estimado en u n principio en l a suma de 

ciento siete millones trescientos m i l «quinientos cuarenta ($ 

107.300.540) pesos. 
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E n ese orden de ideas, considera que el actuar de l exgoberrtador 

Wjlliam Hernán Pérez Espinel fue doloso, -en l a medida en que 

coexisten los corñponéntes cognitivo y vofitivo, pües teñía 

conciencia de sus actos, en consideración a s u experiencia 

labpráfY formación profesional, lo que permite inferir que conocía 

el proceso de contratación publica, étírutando s u 

comportamiento a l favorecimiento de Karol Emflce Cano Garzón. 

Por todo lo anterior, considera qué se encuentran reunidos todos 

los «requisitos para que se condene a l procesado William Hernán 

Pérez Espinel , por los delitos de contrato s in cumplimiento de 

requisitos legales, previsto en el artículo 410 del Código Penal, e n 

concurso homogéneo, y en concurso heterogéneo con el de 

peculado,* consagrado en él artículo 397 del mismo - estatuto 

punitivo, agravado en consideración a l a cuantía. 

3. Intervención del Ministerio Público. 

Empieza» por indicar e l representante del Ministerio Público, que 

en el presente eaSo debe emitirse sentencia de condena en contra 

del procesado, porque en s u criterio obran las dos certezas que 

exige l a ley 600 2000, en concordancia con l a Constifúción 

Política y el Estado de derecho que nos rige. 

Recrimina con vehemencia l a actitud del éxgóbentadqr^ quíenjtan 

pronto llega a sú cargo le da fa espalda a s u comunidad, nó 

obstante que lá política educativa y laá ayudas gratuitas a los 

estudiantes de las instituciones educativas oficíales figuraban 

entre los planes de s u administración. 
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Por ello le parece inverosímil creer que durante tres años h a y a 

delegado el tema contractual, para convertirse en u n simple 

firmante, a Sabiendas de que el delegatario puede subdelegar y 

así sucesivamente, para que a l a hora de rendir cuentas no 

aparézca.ningún responsable. Además, én l a declaración ante la * 

«Corte, h a evidenciado que sabe bastante de contratación 

administrativa, es u n sociólogo y u n político que conoce las» 

necesidades cotidianas. 

Que el ejercicio de u n a mediana diligencia lo pudo llevar a que, 

por ejemplo, camino a Su despacho, averiguara por el valor de 

los frijoles- y espaguetis, porque sobre eso versaba el primer 

contrato y, a l llegar a s u oficina y ver que l a propuesta 

recomendada estaba desfasada, advertir que había- u n 

sobfecósto evidente. 

Y que en relación con los subsiguientes contratos, el segundo 

tenia por- objeto el suministro de balones y elementos deportivos, 

mientras que el tercero se refería a uñ libro de texto, de modo qué 

no eran elementos abstrusos; razón por l a cual , en s u sentir, no 

puede ser verosímil tamaña negligencia. 

Por otro lado, cuando se refiere a l testimonia del señor Héctor 

Eduardo Piragauta Rodijguez, a quien sitúa en actitud de 

malabarista en esa fecha 2 2 , por cuanto en s u primera declaración 

- jun io de 2009 - indica que nó tuvo conocimiento de l a 

contratación déla señora Karol Emilce Cano Garzón,ya que ellos 

. i _ S _ , 

" S e refiere fl testimonio que en la mañana «Jet 13 c|e noviembre del año 2014 ripd ¡era ante-la Corte 
Suprefña de Justicia. * 
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no tenían lá .potestad de invitar anad i e , pues que ese proceso 

estaba en cabeza de lá Secretaría Generad y de l a Unidad de 

Contratación de l a Gobernación, dado que s u único interés era. 

cumplir fes compromisos frente a la calidad dé l a educación, para 

responderle a las instituciones educativas; pero que a l ser 

indágado cómo era l a selección üe los propenentes, señala qúe 

ello nb le correspondía, pues el tema estaba centrado en los* 

integrantes del Grupo- de Contratación de l a Gobernación, 

quienes eran los que revisaban las propuestas,.agregando qüe en 

últimas el gobernador era quien decidía; que no solamente tenía, 

u n grupo dé abogados, sino otro de profesionales diversos ene j 

despacho, y que a ellos -como secretaria de educación- les 

llegaba todo Esto y el secretario sabía l a metodología y el trámite 

que se le daba a las propuestas. 

E n cuanto a l a declaración del abogado Ja i r o Antonio Ágpdelo 

Chaparro, adscrito a l a Secretaría de Educación «.de l a 

Gobernación del Casanare para l a fecha de los hechos como 

profesional universitario, y aunque tenía u n rol más relacionado 

con temas docentes, reconoce que visó los contratos 4 8 1 , 533 y 

582, luego de .cónstatar que se ajustaban ar ias , normas 

aplicables, aunque indica que ello obedecía a órdenes expedidas 

directamente por el despacho; tanto del Gobernador, como de las 

dependencias centrales de l a gobernación; es decir, que el trabajo 

que ellos realizaban, era meramente mecánico, esto es, revisar 

que las minutas se elaboraran en debida forma, peró qüe ninguna 

ingerencia tenían en l a elección del contratista finalmente 

escogido. Resalta lo manifestado por el testigo, en el sentido do 

que los' contratistas eran seleccionados en las oficinas centrales 

de l a gobernación, lo que era voxpopul i en eso ente territorial. 
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Trae a colación, igualmente, el testimonio de Jorge>~Cortés 

Colmenares, 4e- juti io 10 dé 2000, qú|en frente a l a pregunta de 

qué Oficina, según Su conocimiento, sé encargaba del proceso de. 

selección del contratista, de l a verificación de precios de las 

propuestas elegidas, de los estudios de mercado y de los ahális 

de las. ofertas dentro de los contratos en mención, afirma que» en 

últimas quien seleccionaba a l contratista era él gobernador, que 

esa era ía realidad, conjuntamente con s u equipo o l a unidad de 

contratación de facto que funcionaba en el último piso en el 

despacho del gobernador. 

Y, según el pensamiento del Ministerio Público, esto S I 03 

verosímil y también tiene lógica, pues de e s a mañera se podría 

explicar lo que ocurrió én l a sesión de esa mañana de 13 de 

nóviembre del año 2014, cuando eí señor Piragapta Rodríguez 

rindió s u declaración ante l a Corte, |3ues a l correlacionarlo con 

s u primera intervención, se genera u n a especie de di lema 

humano, pues s i se mantiene en s u primera declaración, en 

palabras del representante de l a sociedad, condenarían a s u 

amigo, pero s i l a cambia, lo condenarían a él; por, lo qúe, según* 

lo refiere l a Procuraduría, el declarante acude .a u n término 

medio que él cree audaz, como decir que seleccionó l a propuesta 

porque objetivamente le pareció muy buena, pero intenta que 

pase inadvertida, s in mencionar el nombre de l a contratista, 

porque sabía muy bien que era absolutaménte inidónea para 

obtener tal contrato. E n razón* de estas maniobras, repone el 

interviniente oficial, en el evento de u n a sentencia condenatoria, 

será l a Fiscalía General de l a Ñáción l a que determine s i inic ia 

investigación penal por falso testimonio en s u contra. 
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Por otro lado, en relación con l a actitud asumida por el 

procesado,- cUandp afirma que para l a Vigilancia del desarrollo 

contractual» estaban los interventores, s i bien no se le interrogó 

sobré quién controlaba a ios interventores, porque por supuesto 

no podían ser ruedas sueltas: en l a administración 

departamental, considera que el exgobernador no puede eximirse 

de los deberes de vfgfianeiay control, que no pueden confimdirsé 

con las recomendaciones morales que nos dice pregonaba todos 

los lunes en sus consejos de gobierno. 

Sobre el particular, cita puntualmente» el siguiente aparte de l a 

0-693 de 2008: "La- delegación implica la permanencia de un 

vinculo entre el delegante y el delegatario, que se manifiesta en las 

atribuciones de orientación, vigilancia p control que el primero 

mantiene sobre el segundo. Él delegante siempre responde por el 

dolo o culpa grave en el ejercicio de éste tipo de atribuciones?. 

Y agrega que no fueron pocos, ni-pequeños los sobrecostos en 

los tres contratos, n i pueden explicarse porque haya habido que 

pagar muchtís impuestos o el AIU, que és l a sigla del pago de u h 

15 %« que se reconoce al contratista por los gastos de 

administración, imprevistos y utilidad. 

Que a l sumar los tres excedentes -y se habla de cifras de hace 12 

años23-, da u n total de $ 107(300,000" y a l aplicar e l -descuento 

por costos contractuales, administrativQs y el ÁIÜ del 15%, o sea 

de 16,095.000, se concluiría en todo caso u n sobregosto mínimo 

2 3 Su intervención se produjo el 1§ de noviembre del año 2014. 

2S 



Primera Instaritla:4i817. 

William Hernán Pé*r?z:'|skinei 

y u n a apropiación delictiva por parte de l a contratista de%ásde 

noventa millones de ($ 90.000.000) pesos. 

No apropiarse délos bienes públicos, n i permitir queotro lo haga, 

es u n a ley elemental de l a administración pública y de l a jus t i c ia , 

es l a frase de*cierre.del representante del Ministerio Público, para, 

reiterar s u pedimento de condena en contra del procesado, en 

consideración a las pruebas obrantes eh sü contra. 

4. Intervención 4© ía parte civil. 

E l representante de l a parte civil, muy coherente con s u posición, 

de manera puntual planteó que s i se llegare a establecer l a 

responsabilidad penal» del acusado, así como los perjuicios qúe 

se hubiesen podido generar con estas conductas punibles, que 

los mismos sean pagados, dé manera actualizada, ép favor de l a 

Gobernación del Departamento del Casanare, para que regresen 

al patrimonio y sean aplicados y destinados esos recursos, 

conforme a los principios de transparencia, economía y 

moralidad. 

5. Intervención de fe vocera del acusado. 

L a profesional del derecho que actúa cómo, vocera del acusado, 

comienza por explicar de manera detallada l a estructura orgánica 

de l a administración departamental que en s u momento lideró el 

señor William. Hernán Pérez Espine l , para seguidamente aludir a 

las Competencias de cada dependencia y a las funciones 
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específicas década füácÍQnario, y -de o.qa, manera, c o n c ^ e ' ^ u e . 

los procesos contfaqtiwalés estuvieron en cabeza de otras-

personás, en v ir tud de l a figura déla delegación, derivado ello del 

artículo 12 de l a 'Ley 80 dé 1000 y demás noraiáS\ 

complementarias. P 

Aduce*que para e l momento de los hechos.-no podría hablarse dé" 

debefés de rigüánqia y control en Cabeza del hoy acusado, pues 
i: i l 

que solamente con. lá expedición de l a Ley 1150 de 2007-, que 

empezó " a regir en énerq del 2008; se podía endilgar tál 

responsabilidad, * porque tampoco resultaba aplicable, para ese 

entonces, lo indicado én l a sentencia C-693 de 2008, en materia 

de responsabilidad por parte del delegante; n i l a C-372 de 2002, 

por referirse a u n tema dé responsabilidad contractual en materia 

dé fepéticipri y no a l a actividad ¡contráctnal, por el fenómeno dé 

l a delegación. 

Que* e l exgobemadór pétez Espine l delegó solamente ía etapa 

precontractual, motivado por l a celeridad en el proceso de 

selección, porque además lé resultaba humanamente 'imposible 

.adelantar todos los trámites inherentes, a ese proceso de 

selección, en Virtud, de las múltiples ocupaciones que como 

gobernador ten ia que afrontar, pues que, de no haber delegado, 

todas l a s necesidades, de l a comunidad" jamás se hubiesen 

cumplida oportunamente. 

Se refiere desptiés a las modalidades contractuales, conforme con 

Ib previsto en el artículo 24 de l a Ley 80 de 1993, qué .implicaron 

la. elaboración de los "tres contratos objeto de cuestionámiento,. 

para indicar que por tratarse de contratos de menor cuantía, no 

27 



Primera instancia: 41817. 

William Hernán Péreí£|£ihel 

requerían de licitación pública, pero que, inclusive, en ar^ácM 

transparencia', en los distinguidos cbn los números 533 y 582 se 

acudió a l mecanismo de l a publicidad, aunque l a ley no lo exigía, 

dando oportunidad de esa manera a ía participación ciudadana; 

todo lo cua l en s u sentir demuestra que el Gobernador no terna 

ningún interés en que Karol Emilce Cano Garzón suscribiera 

dichos contratos, pues que suficiente hubiese sido con las 

invitacippes a los proponentes. 

E n ese orden de ideaa? se refiereseguidamente- a l contrato 

distinguido con el número 484, para indicar- que el mismo se 

enmarcaba en l a cuarta modalidad, esto es, inferior a l 10% de l a 

mehqr Cuantía, que estaba- por debajo de los treinta millones 

novecientos mil ($ 30.900.000) pesos y el contrato era por valor 

de veintinueve millones novecientos Cuarenta y seis, ip i l 

doscientos cuarenta ($ 29.946.240) pesos, el cual se podía 

celebrar realizando u n a sola invitación y, pesé a que tampoco 

requería de aviso público, el mismo se hizo con el fin de que en 

l a oferta se seleccionara a l mejor oferente, entre todos los que 

estuviesen interesados en participar en dicho proceso. 

Así la§ cosas, considera que los tres contratos cumplieron con l a 

nor-matividad vigente para el momento, garantizaron los 

principios de publicidad, de selección objetiva, de 

responsabilidad y de transparencia, adeptos de que, reitera, 

fueron contratos que no se adelantaron en el despacho del señor 

Gobernador, por cuanto l a delegación implicaba que cada 

Secretaría se encargaba en s u integridad de ese trámite, de 

acuerdo con l a especialidad, mientras que el qeñor Pérez Espine l 

se l imitaba a suscribirlos.» 
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Hace especial énfasis eñ los costos indirectos involucrados en 

cada contrato, que eñ s u sentir fueron desconocidos por los 

funcionarios de l a Fiscalía qúe se encargaron de elaborar los 

informes donde se establecieron los soferecostos, pues que en 

eílos no se tuvieron en Cuenta; i) los costos que implica elaborar 

l a propuesta,» ii) los costos que implican para u n proponente 

comprar los términos de referencia, iii) Los costos que implica 

suscribir u n contrato { E l estatuto de rentas* departamentales 

establece l a firma del contrato y u n impuesto de deporte), ív) los 

costos que por descuento hace el Estado, como l a retención en l a 

fuente, l a retenciófi de industr ia y comercio del-Departamento, el 

I¥A> todos los impuestos nacionales, los costos de publicar eí 

contrato en l a Gaceta Departamental, vjcostos de aeaireq, que 

implican el cargue y el descargue y vi) el costo dejttil idad que se 

le debe dar a l contratista. 

Plantea, igualmente, que el presupuesto oficial fue definido 

previamente para cada modalidad contractual, luego de lo cua l 

se realizaron los estudios previos de conveniencia y oportunidad, 

para determinar que lo que se iba a comprar se enmarcaba en el 

plan de desarrollo; posteriormente, se solicitaba el CDP, para 

seguidamente elaborar los términos de referencia de cada uno de 

los contratos, que se constituía en l a ru ta © guia para saber qué 

es lo que se iba a contratar, así comó l o máximo que se tendría 

que pagar de acuerdo con l a propuesta; se realizaron igualmente 

los factores de evaluación, para que los proponentes pudiesen 

participar en el proceso, pero solamente los que obtuviesen 4 5 

puntos como mínimo; se les realizó igualmente el análisis 

jurídico, técnico y-financiero; se suscribía el acto administrativo 

para dar inicio a l proceso de selección; fuego se fijaba el aviso 
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público en las carteleras de l a entidad (sm que l a ley te» 

estableciera); se recibían las propuestas que eran presentadas éa 

l a Secretaría General; después seguía l a evaluación de l a s 

propuestas en relación con los términos de referencia; pa ra 

finalmente seleccionar l a que reuniera las mejores condiciones; 

luego se pasaba a lá oficina jurídica para l a elaboración de l a 

inmuta; finalmente el Gobernador firajaba l a minuta; pero 

resaltando nuevamente qué; el proceso de selección no se llevó a 

cabo en el despacho del Gobernador, sino en otras dependencias; 

como todo el proceso contractual. 

Por otro lado, pero concatenado con lo anterior, se refiere a l a 

fase de vigilancia y control que correspondió, según ella, a l 

infefventor asignado, Mego se hace fa liquidación por el valor 

ejecutado y l a Secretaría de Hacienda le paga a l contratista, para 

significar qúe en ninguna de esas, fases precontraetqal 3Í 

poscentractual mtervino él señor gobernador del momento. 

Y pa ta establecer lo que considera de especial importancia en 

punto a l a transparencia que sé lé quiso dar a estos tres procesos 

contractuales, en el trámite de s u perfeccionamiento, se apoyaeñ 

él .testimonio de J u a n Manuel Urregq, otro de los proponentes; 

quien hizo saber que se enteró mediante publicación en l a 

cartelera de l a Gobernación. 5 

Cuestiona por otro lado, l a declaración, de Jorge Gqrtés 

Colmenares, a l considerar que no Me coherente pon lo que le 

correspondió realizar como jefe dé l a oficina jurídica, que era 

hacer el acompañamiento a todo el proceso de selección, pues 

nunca se le apartó del mismo. 
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Que no es cierto, coqio lo afirma el testimoniante, que kubiése 

existido u n a unidad de facto o parálela en el despacho del 

Gobernador,» que se encargaba de seleccionar los contratistas. 

De l a misma manera, considera qué aquél faltó a l a verdad 

cuando indica que no tenia acceso a l a oficina del Gobernador; 

como quiera que según sus palabras, existía u n a puerta de 

seguridad, l a que solamente- podían franquear l as personas 

autorizadas, pues que dé conformidad cqn l a Circular 55 de 

diciembre 17 del año 2002,:éstaba prohibido bloquear laspuertas 

de: acceso a fes diferentes dependencias. 

A l retomar el tema sobre los eventuales sobreeostos en' que se 

incurrió, advierte que el valor ideal no es el de l a factura <ic 

compra, sino el de l a cotización que en s u momento realizó ej 

profesional' de la Secretaría de Educación y que, cuando se firma 

el contrato, se tienen e n cuenta los costos del mercado, mas no 

los precios que el contratiste: logra a l final, por los descuentos 

que obtiene de ios proveedores. 

Para e l efecto, "realiza u n ejercicio qüe, desde s u muy particular 

punto de vista, fe llevan a considerar que las utilidades que 

finalmente obtuvo l a contratista Karol Emilce Cano Garzón» 

resultan razonables, e n consideración a los Costos indirectos que 

implican l a contratación con el Estado, porque, por ejemplo, s i Sé 

tiene como referencia e l contrato de los textos escolares, donde 

se evidencia e l mayor sobrecosió, aduce que se estableció cómo 

el precio de los libros fue el valor total de la oferta por Ciento 
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treinta y u n miñones doscientos cuarenta mi) ($ 131.240.000) 
.¡i* 

-pesos, sttóados tes, costos indirecto^. 

ñ. Intervención del acusado. 

No» obstante haberte, dado poder a una» vocera pa ra que-

mterviniera en s u representación,, también se le concedió l a 

palabra a i acusado, quien puntualmente concluyó que» había 

quedado claro qtie estuvo aüsénte en todo el proceso eontcactual, » 

que en el evento de haber existido sobreeostos, no es 

respénsabilídad de Will iam Pérez Espinel,- por l a delegación de 
"i 

ftincipnep y por el cúmulo de trabajó que tepía comtí gobernador; . 

que-la delegación no fue u n a fachada como laoalificó l a Fiscalía, 

sino que por el contrario tiene fondaftiento constitucional en los 

artículos -209 y 2 1 1 de l a Gar ta Política; que» e l doctor-Górtés* 

Colmenares miente y por ende lo califica como u n testigo 

sospechosp, quien extrañamente estaba actuando como defensor 

de l a contratista Cano Gamón, en e l proceso qué le adelantábala 

"Fiscalía; por - e l contrario, considera qüe e f testimonio del señor 

Pltlagaüta Rodríguez debe ser digno de cfédito, no §é advierte 

mendaz y quedó claro que fue éL quien seleccionó l a propuesta 

conjuntamente con Edgar Rincón Vela, el. Secretario General. 

7". Intervención del defensor. 

r 

Finalmente, el profesional del derecho que representa los 

intereses del acusado empieza por referirse a cada u n a de las 

modalidades contractuales objetó de cuestionamiento, para 

indicar qué pa ra el contrato 481/02 no eran necesarias varias 
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ofertas, por lo que se podía invitar directamente y de manera 

verbal a cualquier personé natura l o jurídica, en consideración a 

s u cuantía. 

Que 1Q mismo aconteció en relación coft los contratos 533 y 582, 

para cuya modalidad, de acuerdo con l a cuantía, requerían par

lo menos dos ofertas, lo cual se cumplió; además de que se hizo-

invitación pública a través de aviso en cartelera fijado en la& 

instalaciones de l a Gobernación. Esto, en s u sentir, demuestra 

que en ningún momento se pretendió favorecer a Karol Emilce 

Caho. Que fue tan transparente ese tfámité, que no se limitó l a 

participación de oferentes dentro de ese proceso de selección para 

los referidos contratos. 

Frente a l aspecto subjetivo del delito de contrato s in 

cumplimiento de requisitos legales, advirtió que no está probado 

el dolo y tampoco que s u prohijado haya sido quien determinó a 

que supuestamente se violaran los principios de l a contratación, 

para que se escogiera a l a contratista finalmente seleccionada. 

Cuestiona por otro lado, l a insistencia de l a Fiscalía- en l a 

afirmación relativa a que el Gobernador creó u n a unidad parálela 

de contratación, para manipular lá selección de los contratistas* 

con fundamento en el testimonio de Jorge Cortés Colmenares, el 

cual fue desmentido enjuicio por Héctor Orlando Hragauta, pues, 

dicha unidad páratela nunca existió, eh consideración a que los 

contratos cuestionados fueron adelantados por l a Secretaría de 

Educación y l a Secretaría General, previa delegación del 

Gobernador, a través de l a j u n t a de compras y licitaciones. 
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Por .ello, considera que l a Fiscalía tergiversa lo mtotfestaio por 

K r a g a u t a Rodríguez en s u primera intervención, pues, de 

acuerdo con s u criterio, aquél n u n c a se refirió a u n a unidad 

paralela, cuando hizoimepeión a l a unidad de contratación de Ía 

Gobernación, pues resultaba ser l a misma j u n t a de compras y 

licitaciones, reglamentada con l a Resolución 2045 de Octubre '29 

de 2 0 0 1 . 

Pero, además, el mencionado testteipnio se encuentra respaldado: 

con documentos qüe fueron aportados a l proceso, donde se 

concreto l a delegación, pues* aparecen las firmas de los 

funcionarios que intervinieron y que en ningún momento fueron 

contratistas, sino personas vinculadas a l a administracióti 

departamental, calificadas e idóneas para desarrollar los 

procesos contractuales. 

E n ese orden de ideas, reitera, en consecuencia, l a falta, de 

responsabilidad pbf parte del delegante, pues que l a misma se 

encuentra soportada constitucional y legalmente^ mientras qpé» 

además quedó claro que s u patrocinado simplemente se limitó-a* 

suscribir los contratos. 

A renglón seguido, haCe u n a pita jur isprudencial de l a Sa la de 

Casación Penal de l a Corte Suprema de Jus t i c i a , dentro del 

radicado 2606JL de júnio 18 de 2008, .cuando en u n caso similar, 

el exgobernador del departamento del Putumayo fue absuelto, 

quien igualmente había delegado toda l a actividad contractual en 

funcionarios de otras dependencias y ningún medio de prueba 

deja entrever que el acusado hubiese Controlado l a etapa previa. 
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E n relación con los elementos "subjetivos frente al delito de 

peculado, indica que n i n g u n o ;de los informes del CT I realizó 

evaluación de los contratos, incluyendo los costos directos é 

indirectos^ y dentro de #stps, el MU, donde se establecen lás 

implicaciones para u n particular, contratar con el Estado, toda 

vez* qué -aquellos »se redujeron a u n a pimple operación aritmética 

y , de acuerdo con s u percepción, a l no existir sobreeostos, no se 

configura el peculado. 

Agrega que, en el evento "de que se ..hubteSeti generado 

-sobreeostos; los mismos no estuvieron bajo el rango de dominio 

de s u defendido, pups no Jqe el« quien elaboró los términos de 

referencia. 

Considera que tampoco hay prueba, -que demuestre que l a 

conteatiste* seleccionada-se apropió5 de» noventa, y u n millones- de,„ 

pesoa {$ 91.000.000), porque l a utilidad de los contratos fue 

ajusfada a la .realidad de í<m precios* »dél mercado, cuándo- ,p.ñ 

ciudadano contrata con el Estado.-

Sé pregunta el. señor defensor, de dónde" "saca l a Fiscalía é| dolo, 

pues",el mismo nunca seña pbóbádq?qa;considefcacióna quenó 

existe prueba taágifele que demuestre que PéreZ'EspíneloOñocaa 

y sabía que estaba cometiendo los delitos que se le atribuyen; 

mucho .menos pea*.actos subjetivos* pues tampoeohay evidencias 

de qüe el.gobérñatior hubiese, manipulado a quienes intervinieron 

eñ ia-etapa preContractual y , -fínalmettte,^ el testigo estrella "de lá. 

Fiscalía, Jorge.Cortés Colmenares, según-su particular punto-de' 
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v ista , fue desvirtuado enjuicio por l a s manifestaciones realizad; 

por Héctor Orlando Piragauta Rodríguez. 

W2/ 
izadas 

Refiere el profesional» igualmente, que tampoco se tía demostrado 

por ningún medio, que el acusado dentro de s u fuero interno, 

supiera que debía favorecer a Károl Emi lce Cano Garzón y que 

condujo s u voluntad en ese sentido, además de saber que obrar 

de esa específica manera era delito (fl, 117 C,0.2)* 

Por ello se permite, reafirmar que en el presente caso rio hoy n i 

certeza del hecho, "ni certeza sobre l a responsabilidad del 

acusado, y que s i eventualménte se generó u n sobrécosto, como 

tampoco se supo a cuánto ascendió l a util idad de l a contratista, 

esa duda debe favorecer a s u defendido (fl. 117 C.O.2).: 

E n relación con las pruebas incorporadas, el defensor realiza las 

siguientes consideraciones; 

E n primer lugar, califica el testimonio de Jorge Cortés 

Colmenares como mentiroso, lo qüe infiere á partir del testimonio' 

de Héctor Orlando Piragauta. Y que. l a razón de s u mendacidad 

puede obedecer a l Hecho de haber participado en los tres 

contratos y , frente a l temor de ser investigado, faltó a l a verdad 

(fl. 119 C.O.2). 

E n relación con el testimonio de Ja i ro Antonio Agudelo, por medio 

del cua l l a Fiscalía pretende corroborar- lo dicho por Cortés 
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Colmenares, diee que fue tergiversado por el ente aciSádor, 

porque cuando aquél aludió a las instancias superiores, no se 

refería a l a supuesta unidad paralela. 

Y coñ respecto a l testigo Piragauta Rodríguez, reitera que s u 

declaración h a sido distorsionada, pues nuñea dijo él que" 

finalmente quien escogía a los contratistas era el señor 

Gobernador, y que de acuerdo con lo narradq en juicio, no es 

cierto Como -lo af irma L a Fiscalía" qüe hubo retractación, sino u n a 

aclaración en relación con s u primer testimonio. 

Frente a que todo se hubiese aclarado coñ u n a simple llamada, 

a l decir de l a Fiscalía, para corroborar ql tema de los precios, 

responde l a defensa para indicar que esa no era. labor del 

Gobernador» pues obraba bajo l a figura de l a delegación, que es 

u n asunto dé competencia de quienes actuaban como 

delegatarios. 

E n relación con el hecho de que l a contratista no tenía inventario, 

indiea que l a capacidad económica de Jos oferentes fue 

determinada por quienes realizaron los términos de referencia y 

después evaluada por e l grupo de selección, lo cual está 

debidamente documentado, pero, por supuesto, pone al margen 

de todo este actuar a s u defendido. 

Como l a Fiscalía indica que todas las irregularidades pasaron por 

l a s manos del Gobernador, contrapone el hecho de que eso es 

cierto, pero previamente pasaron por el visto bueno y revisión de 
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quieries mtervinieron en etapas precontraqtuales y del Jefe de Ta». 

Oficina Jurídica. 

Que lo único que se logra probar es que Will iam Hernán Pérez 

Esp ine l ñrmó los tres contratos objeto de cuestionamiento, pues 

todas las etapas de l a coritratáéión fueron realizadas por otras 

personas. 

Y frente a l señalamiento qúe háce l a Fiscalía, en cuanto al* 

comportamiento doloso de s u patrocinado, advierte que: "...el 

Gobernador estuvo ajenjo al conocimiento (sie) que lós contratos 

tenían sobreeostos, ni se le puede atribuir que seleccionó 

irregularmente a la cofítrqtista ya que no fue quien lo, hizo." (fi. 123 

C.O.2). Además de que la responsabilidad para e l delegante 

solamente se puede atribuir a partir de l a expedición de la C-693 

de 2008, que revisó l a constitucionalidad del artículo 21 'iñeiso -2° 

de l a Ley 1150 de 2007, que se refiere de manera general a l a n© 

exención de responsabilidad. 

Que como l a Fiscalía indica que e l exgobernador "debió haber 

desplegado l a máxima diligencia,- el señof defeñsof advierte que 

ante el "gran número de contratos realizados en esa época, era 

húmanamente imposible qüe aquél se dedicara a verificar 

detalles, pues ello hubiese paralizado l a actividad contractual en 

esa administración. 

E n relación con J a intervención del Ministerio Público, el señof 

defensor plantea lo siguiente; 
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Como el señor Procurador empieza pór indicar que en este caso 

se da l a certeza necesaria para condenar (fls. 126-126' c.o.2), el 

señor defensor reparaque en este caso en manera alguna, existe 

prueba tangible, y perceptible por los sentidos que lleven a 

demostrar que Pérez Espine l utilizó l a delegación como 

inrtrumento distractor o como tma . f achada" , como lo indica l a 

fiscalía, pa ra manipular los procesos de contratación de s u 

gobernación. Para ello se Apoya nuevamente eti el testimonio de 

Piragauta Rodríguez, quien de manera categórica descartó l a 

existencia de l a supuesta unidad paralela. 

Qpe no se probó, n i e l séñor Procurador hizo mención (fls. 136-

137 c.c.2). a l a prueba del supuesto interés que se h a debido 

demostrar, para establecer e l dolo frente a l a voluntad 

encaminada a que se le adjudicaran loscontratosu Karén Emflce, 

pues n i siquiera se estableció él conocimiento entre ellos. Que s i 

ello no se h a demostrado, mucho menos h a ocurrido con. l a 

culpabilidad frente a l a conducta, pues no se estructura el 

concepto de hecho punible. 

E n cuanto a las Criticas que el señor Procurador hace a l testigo 

Piragauta Rodríguez, el señor defensor advierte que no existen 

razones para desvirtuar e l testimonio de aquél, pues no se trato 

de u n a retractación de su, intervención inic ia l , sino que, de 

acuerdo con los criterios de l a sana crítica, el testigo djjo l a 

verdad en ambas intervenciones, en l a medida en que 

simplemente aclaró y ratificó que nunca habló de unidad 

paralela, por laque no se le puede calificar de mentiroso, pues se 
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mantuvo firme a l sostener que fue uno de los que seleccionóte l a 

contratista, eñ razón ,de sus-funcionés. para aquél entonces y dé 

acuerdo con l a resolución que delegó ésa fase de contratación-en 

l a j u n t a de compras y licitaciones. 

Y , contrario a las virtudes que destaca el señor Procurador frente 

a i testimonie de Jorge Cortés Colmenares, de inmediato el señor 

defensor lo pone en tela de juicio, a l recordar que el testigo es e l 

actual defensor de l a contratista Karo l Emilce, en el proceso penal 

que se le sigue a la-mencionada ante u n Juzgado de Yopal, pues 

queda en cuestión Como mínimo s u ética de abogado, quien 

primero denuncia unos supuestos hechos de corrupción, en los 

que interviene aquella persona como protagonista de los mismos, 

pero que luego se convierte en s u defensor de confianza por meros 

intereses de índole económico. 

Para finalizar s u intervención, reitera entonces l a inocencia de s u 

patrocinado, motivo por el cual reclama l a absolución, por fio 

encontrarlo culpable de los delitos por los cuales fue legalmente 

acusado, pues no existe certeza, más allá de. duda razonable, de 

que los haya cometido. 

CONSIDERACIONES PARA R E S O L V E R 

1. Competencia, 
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T a l como se indicó,-al inicib de-éste proveído; esta. Sa l a ¿IpéáaK 

es competente pa ra emitir el pronunciamiento de rigor, dé 

conformidad con. te dispuesto en el Apto Legislativo 01 pe 2 0 1 % 

qn v i r tud .además de qüe él prQcesadQjfbe legalmente acusadppor 

l a Fiscalía General de 4a Nación, como probable aütor 

responsables de las conductas de contrato s i n cumplimiento de 

requisitos legaleSy peculado por 'apropiación en favor de terceros, 

en concurso, cuando desempeñaba e l cargo de Gobernador del 
«¡;-

Bépartañiento del Casannre 2 4 . 

Debe recordarse entonces que, dé conformidad con lo previsto 

én él artíeülo 232 de l a Ley 6 0 0 4e 2000, sólo- resulta posible 

dictar sentencia condenatoria, cuando* obre en el proceso pnuéba-

que conduzca no solamente a l a certeza sobre lá realización de l a 

conducta punible definida legalmente como ñfcita, sino 

igualmente sobre l a responsabilidad de l acusado, para lo cuál 
deberán apreciarse de manera conjunta los diferentes medios de 

prueba debidamente incorporados a l a lu z de l a sana critícáf ta l 

como lo dispone el precepto 238 ídem. 

E s a tarea entonces es. l a qué asumirá esta S a l a Especial, para 

determinar s i éti. e l presépte cfsó se cumplen o no dichos 

presupuestos; t ras realizar ei estudio.enel mismo orden asumido 

por l a Fiscalía General, de l a "Nación, cuando decide acusár 

formalmentmal'ej^obernador Pérez Espine l ; como» quiera que de 

esa manera "resulta máS lógico y cohérente el análisis del caSo, 

pues* s i se logra evidenciar que en efecto se pramitarón y 

celebraron los tres contratos cuestionados, sin. observar- y 

—— : ——•—i 
M Fls. 30 a 32 cuaderno anexo original 2. 



Primera Insta ncig: 41817-. 
Wiftíam Hernán Pérez Espinel 

verificar- previamente «el cúmplimíenta de los requisitos légales 

esenciales y, a-.partír pe esa. sitüaqióri; determinar el eventual 

sobrecosía en que* se - Mtíurtió en los mismos, podría 

estractqrarpe el otro atentado» ep -cáptra igualmente dé la, _ 

administración pública, tipifieadó como peculado por 

apropiación;, ep.. l a modalidad de provecho pa ra u n tercero. 

2. De l ¿(Mitxatp-'úiA «uingtUpileAto de requisito!. legales. 

&n ese orden dé idéas, l a primera conducta,punible endilgada-al., 

acusado Wil l iam Hernán Pérez Espinel , fue l a de Contrato s in 

cumplimiento de requisitos legales,,prevista "en el*artículo 410 dé

l a Codificación Sustantiva Penal, que se estructura dé l a 

sip*iénte manéra: 

i) Que se ostente l a cálidad servidor público y éste sea él» 

titulpr de la...compéten*cia funcional, 

ñ), Que p l servidor actúe dé manera alternátíva, así: 

- Tramite el ctíntiratn s in bbsérvancía de, los requisitos legales 

esenciales, o 

- Celebre o liquide u n contrato s m -verificar el, cumplimiento 

délos requisitos legales esenciales. 

Así pues,.los contratos 481 de octubre 9 dé 2002, 533 de octubre 

21 de 2002 y 582 de noviembre 5 dé 2002, celebrados-eptre iCarol 

Emüce Calió -Garzón y el "departamento- del Cí&ánare, fueron 

tramitados y suscritos por Will iam Hernán- Pérez Espinel , en 

4? 



Rrimera Instgncia; 41817. 

Wiíliam Hernán Pére^^nef 

calidad de Gobernador del momento y representante de^dicfc^ 
** 

ente territorial,--tal* cqmo se acreditó en e l proceso25 , 

"Lo 'anterior, por cuanto l a Ley 80 de 1993, artículo 11 , numeral-. 

3, l i teral b), facultaba a lós gobernadores para celebrar contfatof 

*en representación deljsnté territorial. 

Como puede verse entonces, no basta, para electos de» establecen" 

l a típicidad del comportamiento en mención^ quedarse solamente, 

con l a descripción que.se haCe en el precepto penal/pues reSulía 

evidente qúe nos encontramos frente a -un tipo penal» en blanca», 

que implica necesariamente acudir a otra . norma del 

ordenamiento jurídico' para poder- complementarlo, en el>caSó 

concreto, como se» indicó, a l a Ley 80 de 1993, que se refiere 

precisamente a l tema de l a contratación estatal. 

Y Mego" de esa integración normativa; podemos afirmar entonces: s 

que cuando de verificar l a transgresión o no a dicho precepto se 

trata,,- es. necesario1" .referirse a los principios que orientan l a 

contratación estatal, cuales son, moralidad, efícacia, economía, 

imparcialidad y publicidad consagrados en el artículo 209 dje fe-

Carta Política, como Jos de transparencia, selección objetiva,' 

economía y responsabilidad,» previstos en ios artículos- 23, 2 4 y-

.26 dé l a Ley 80 4©; 1993, que se entienden incorporados a l -tipo 
' -í 

penal, porque este se-reüere a los requisitos legales esenciales. 
,i » 

Sobre el particular, de tiempo* atrás se h a dicho: "La Sala de 

Casación Penal en reiterada jurisprudencia ha venido sosteniendo que los 

2 5 Fls. 30 a 32 cuaderno anexo-original 2, 
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principios cpnstituciorícdes y- legales que conforman el estandarte, jurídicodlé 

lü cúnMdtgdón administrativa se iritegránmcdpridlmeníe a los tipos-penatep 

que" amparan 'ta administración pública, como parte trascendental del bien, 

jurídiéo-protegMb, partí garantizar el cumplimiento de los fines del Estado 

socml, democrático, tj ée-détechó? ( C 8 J , Rdo. 25149 oct. 5/06, MjP. 

Jav ier Zapata -Grúz). 

Juntamente, cuando l a Sa la dé-5 Casación «Renal de l a Corte 

Suprema de J u s t i c i a abordó él estudia del articulo 146 del 

Decreto 100 de 1980 (Código Pépal dé- entonces]', referido al : 

contrato s in cumplimiento de requisitos legales, e n sentencia del 

19 dé diciembre de"2000, dentro del radicado 17088, indicó: 

^BLanáMsis qué Hace lg,ScÜa <M "Aspectócbjetwo deldetito" entraña, 

entonces, comparar ía,pQndyeta imputada fon el tip&perml, a,partir de, 

la Coñstitutíón PdHtíca y detepertinerité de ta,Ley 80 de 1993, es decir;, 

coñ fundamento en ,una concepción material, axiológica 'jurídica, 

conjunta y conglobada, de tipo penal, de acuerdo con la cual. eMé 

comporto una definición qúe pe extrae de los vaíóres sustanciales que 

, prevéJá Carta, Dicho de otra formo, m bstui^b irüpiida.iüHcatfo dmtfo 

del ordenamiento jurídica enteco, que se mita emsusfintefrelaciones. 

•La conclusión, entonces, es obvia: dentro de la definición del articulo 

146 del Gódigó Penal, ¡están matéríalménte incorporados también ccmó 

componentes suyos ,y por enéima de ios demás, los principios 

constitucionales y, legales de la conirataciópi en el entendida que -la% 

exigencias; eéettémles de las* tráfnMeS, las celebraciones y tas 

liquidaciones" de- los contratos dé la administración devienen y sé 

impregnan eri todo momento de-esós axiomas.**' 

Y por supuesto, tenemos claro que en ese entonces se refería l a 

a l ta Corporación a l a notma anterior que regulaba, tal, 
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comportamiento delictivo, pero dicho prommciairllénto fue 

reproducido en lo pertinente y avalado además por l a Corte 

Constitucional, en l a sentencia C-917 de agosto 29 de 2001 , por 

medio de l a cua l se declaró l a exequibilidad de los artículos 146 

del Decreto 100 de 1980 y 410 de l a Ley 599 de 2000, que 

tipifican el delito de contrato, s i n cumplimiento de requisitos» 

legales, los que habían sido demandados por considerarse 

normas penales en blanco. Así» se pronunció el Tr ibunal 

Constitucional: 

"Pora lo que interesa en esta demandó, referida a la responsabilidad 

penal del servidor público, respecto de los delitos contra: ta 

administración pública, hay que recordar que su base constitucional se 

encuentra en los principios establecidos en el artículo 209 de ta Carta, 

así: "La funcjón administrativa está al servicio de tos intereses 

genérales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, 

moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 

Desde luego, para efectos de l a imputación penal, los 

mencionados principios de igualdad, moralidad, eficacia,, 

economía, celeridad, imparcialidad y publicidad -per se 

ambiguos^ casi siempre se reflejan én reglas jurídicas de rángo 

legal y reglamentario, por ello el juicio de tipicidad. se concreta 

por l a contravención de esas normas, por ejemplo, los términos 

de referencia cuales exigencias para cada caso. 

A l respecto, téngase eñ cuenta entonces, que el procesada se 

desempeñaba qotno gobernador del Departamento del Casanare 

y, en,su calidad de representante.legal del referido ente territorial, 
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no solamente suscribió26 de manera directo, s i n comprobar él 

acatamiento de las exigencias legales, esenciales», los contratos 

4 8 1 , 533 y 582. del año 2002, para l a adquisición de insumos y 

elementos para satisfacer las necesidades de las» instituciones 

educativas, tal cua l estaba previsto en el correspondiente plan de 

désarrollo, sino que igualmente participó en l a selección de l a 

contratista; por lo que de esta rnanera se» cumple con ese primen 

presupuesto de l a conducta punible objeto de análisis, vale decir, 

que ostentaba l a calidad de servidor público y era por 

consiguiente e l t i tular de l a competencia funcional, ta l como lo 

reclama l a descripción del delito de celebración* de contrato s i n 

cumplimiento de requisitos-légales»» 

Pero, además, se debe tener claridad sobre los restantes 

elementos estructurales del tipo, y para ello, resul ta de suma 

importancia conocer cuáles fueron los términos de referencia que 

se establecieron por la» administración departamental de Pérez: 

Espinel , para efectos de que quienes tuvieran interés en contratar 

con dicho ente territorial, estuvieran prestos a cumplirlos; pérp 

igualmente, s i luego de presentadas l as propuestos, aquellos en 

efecto satisfacían tales referentes. 

Y no obstante tratarse de tres contratos de suministro de objetos 

diferentes, los tértnkiós de referencia para cada uno de ellos 

fueron completamente idénticos, pues que solamente se 

diferenciaron en l a denominación del objeto contractual. Fue así 

como en el numera l cuarto, referido a los recursos requeridos, sé 

indicó expresamente: "Elproponente debe contar con los recursos fisicos¡ 

J* Así lo admitió desde su versión libre (fls. 134 a 138 cuaderno original l)*y ratificado luego en la Indagatoria 
rendiefa el día 7 de febrero de, 2008 (fls. 183 a 198;cuaderno original I j , 
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húmanos y financieros necesarios para el camplimiehto del contratarde 

suministro .sí se lg adjudicara.- Además debe contar con la capacidad, de . 

contratación disponible debidamente soportada?27. 

Surge entonces áe inmediato u n a pregunta: cuáles eran esos 

recursos que exigía l a administración departamental y en qué 

consistía esa capacidad de contratación?.. El lo por cuanto quedó 

evidenciado además, con prueba documental irrefutable que" 

constituye el certificado de l a cámara de comercio2? expedido por 

l a oficina de Yopal-Casanare, que Karol Emilce Cano Garzón 

apenas s i contaba con activos por valor de quinientos .ipil ( $ 

500.000,oo) pesos; mientras que los recursos I s i cos y humónos 

brillaron por s u ausencia, en l a medida en que curiosamente, en 

relación con los contratos 533 y 582, en u n a hoja en blanco s in 

membrete (fl. 85 c.a.o.l) presentó u n organigrama general, 

conformado por gerente, administrador, secretaria, auxil iar de 

archivo y mensajero; mientras que pata el contrato 4 8 1 , referido 

al suministro de víveres exhibió otro organigrama completamente 

diferente, también en u n a hoja en blanco, s in membrete, lo que 

no permite saber a qué concepto pertenece, con l a siguiente 

estructura: representante legal (Karol Cano), asistente (Alejandro 

Granados), secretaria (Rubiela Garzón) y mensajero (Carlos 

Pérez) (fl. 183 c.a.o.l); s i n que se. pueda perder de vista quedos 

tres convenios se realizaron en el término de u n mes. 

Por otra parte, en el numeral 5 o de los términos de referencia que 

se vienen de mencionar, sobre el proceso de selección de fas 

ofertas, se dijo: "Para el estudio, evaluación, calificación y adjudicación de 

2 7 V«r fls. 171-176 c.o.l, en relación cori contrató 481; fls. 392-398 c.a.o. IA, en relación con Contrato 533 y 
fls. 73-79 c.51,0.1, en'teladón «on 'el contrato 582. 
2 8 Ver fls, §8 "cüadernb a'ríexo original 1, fl. 187 ídem y409 c.a.o. IA , 
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"<9pg7> 
cocía propuesta, lá Óoberhapión á# pftpanare -adelantará ,e¡ correspondiente 

análisis jurídico, técnico y fiiandepo*, EA l a evaluación jurídica, la 

calificación podría sef de inadmisióny cuando: "...la información 

suministrada nb sea 'vera?" o no cumpla lós requisitos mínimos exigidos pbr la. 

Gobernación de Casánatéw , 

S in embargo, en él presente eáso, sé estableció que l a 

información suministrada por l a señora «Cano Garzón no fute*"" 

veraz, porque recuérdese que fes certificaciones' expedidas 

supuestamente por "Didácticos G y G** (fl: 87 c,a-$.l)> 

"Concotólima* jfl; 184- c.a,o,lJ y "Comunicación TbtaP (fls. 406 

c.a.o.l A), con lasqúe "se, pretendía acreditadla experiencia en e l 

"tema- de suministros., resultaron ser contrarias a Ja- realidad, 

además, de acuerdo con su" eonténidó- tampoco se- cumplía cpxf 

los requisitos mínimos ¡requeridos, como- ef a l a experiencia.y fe. 

capacidad financiera, lk>s que fueron exigidos por l a prqpfe, 

administración .deptortament^' dé Gasansáre, al momento dé 

configurar, los términos de referencia para" cada uno de los 

contratos en cuestión29. 

Sobre el» punto, es importante-reseñar de u n a vez que, en efecto, 

el "tema fue aclarado dé mane ra testimonial por- las. siguientes 

personas: María Glcidis Guzman Mejía (fls. 290-294 c.o. 1), quien 

indicó que tuvo u n a miniempresadenomimda "Didácticos Q y G* 

en el año 2000, pero que nuncá celebró Contratos con el 

Departamentó..del Gaéánpre, qué la última factura qué emitió-lúe 

en octubre 10 del año 2000 y que. en -momento alguno expidió 

u n a constancia a nombré dc-Karof'Emilce Gano Garzón, ppés- n i , 

5 9 Ver fls. 171-176 c.o.l, en .rel^tón- con contraté 481; fls. 391-398 c.a.o, IA , erj. relación yon céntralo 533V" 
fls.*73-79 c.a.o.l, en relación con e! contrato 582. 
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siquiera l a conoce, además de que no firmaba como gerente sino 

como representante legal. Aclara lá testigo, finalmente; que 

nunca vendió textos escolares, solamente; §ncic¡ópadias. 

De l a misma manera, E r j k a María Sierra Echeven i (fls. 11-12 

c.oJ2), hizo saber que en efecto expidió imacertificaeión a nombre 

de l a mencionada Cano Garzón, por solicitud de u n amigo de 

nombre Alex Burgos, quien le manifestó que aque l la la necesitaba 

para acreditar u n requisito ante u n a entidad crediticia. Dijo 

igualmente desconocer a l a mencionada y qué e l documento lo 

expidió-con el nombre de l a razón social del pequeño negocio que 

tuvo eñ Ibaguó, denominado ^Comunicación Total", básicamente 

dedicado a l alquiler de películas. 

Pero es que además, conforme l o advirtió l a representante de lá 

Fiscalía, resulta bastante extraño y sospechoso a l a vez lo 

manifestado por Karo l Emilce Cano. Garzón30, cuando a l ser 

escuchada en declaración juramentada sobre estos hechos^ 

inquietantes fueron sus respuestas a l indicar que no recordaba 

los contratos, que simplemente preséntó las propuestas pntfe lá-,; 

Secretaría de Educación, pero que desconocía el proceso interno 

y las razones que se tuvieron para haber sido seleccionada. 

Y cuandq se je indagó ppr s u experiencia para ese entonces en e l 

tema contractual, indicó que: "...era bastante corta no tenía 

mucha experiencia...". Y aunque reconoce que para-esa misma" 

época había realizado otjros suministros, no alcanza a precisar a 

qué entidades o dependencias-. Tampoco puede recordar l a 

f Fls. 8T-89Í.0.3, 
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declarante cuáles, fueron los objetos contractuales para con l a 

gobernación del Casanare, n i sabé dónde losadquirió. 

L a testigo,5 adicionalmente, tampoco pudo precisar cuál" fue el 

margen de ganancia en esos tres* contratos y , finalmente, cuando 

se le pregunte de qué manera obtuvo las cotizaciones para 

elaborar s u propuesta, respondió: "Básicamente llamando pomo 

repito no estoy segura con- el tipo dé elementos, pero siempre 

llamaba a los almacenes locales o q. los esiablepimiertios que 

tuvieran ese tipo dé productos". 

Por .otra parte, el tema de l a experiencia31 se constituye eh basilar 

dentro de l a presente actuación, de facilísima comprobación pof 

demás con u n a mediana diligencia, pues s i como se h a 

manifestado^ el» certificado de cámara de comercio indicaba que 

l a mencionada contratista Cano Garzón apenas se habiá inscrito 

en el registro mercanti l a partir de septiembre 11 de 2002 (fk 408 

c.a.0. IA) , lógico resultaba inferir que ninguna experiencia eri ese 

ramo podía tener, por cuanto recuérdese qúe el primer contrato? 

esto es, el 4 8 1 referido a l suministro de víveres para ios* 

restaurantes escolares, fue suscrito el día 9 de octubre del año 

2002 (fls. 158-160 c.puo.l), cuando apenas llevaba 2 8 días ,eñ el 

registro. Pero más aún, s u propuesta fue recibida en l a Secretaría 

General de l a Gobernación el día 20 de septiembre de ese inismo 

año. (fl. 181 c.a.o.l ) , es decir, tan solo nueve días después de l a 

anotación en Cámara de comercio: 

3 1 En « i numeral 5* de los términos de referencia, elaborados pórja propia entidad departamental, en el 
análisis técnico se alude al factor experiencia específica; al respecto ver fls. 171-176 c a l " , en relación <-pn 
contrato ,481; fls. ,392-398 ca.o. IA, en relación con contrata 533 y fls. 73-79 c.a.o.l, en relación con el 
contrato 582. 
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E n cuanto a l anáfisis técnico, los términos de referencia ¿luden... 

a l a evaluación de los factores de precio, experiencia especifica y 

organización. Y en el presénte caso; como se acaba de indicar* 

casi inexistente era l a experiencia por parte ,de l a contratista 

escogida pa ra los fres contratos y , por supuesto, ninguna» 

organización reportaba, debido a que fueron situaciones que no 

se tuvieron en cuenta por parte de las . autoridades 

departamentales del momento, no obstante lo evidente de las 

mismas. 

Y en relación con el análisis financiero; se decíaque el proponente 

debía garantizar l a solvencia económica32 para ejecutar el 

contrato.. Recuérdese a l respecto que l a contratista seleccionada 

contaba con u n presupuesto de quinientos mi l pesos ($ 500.00Q), 

razón por l a cua l , de acuerdo con los montos comprometidos e n 

los contratos, aquella suma resulta írrita como solvénefe 

económica, máxime s i se trataba de contratar con el Estado. 

Además, l a contratista ño contaba con ninguna distribuidora, 

estabjecitmento de comercio o algo que se le pareciera y le diera 

esa solvencia para ejercer l a actividad de suministro, en el Objeto 

tan amplio previsto en el certificado de cámara de comercio, 

Se decía igualmente que: "Pqra que una propuesta sea considerada 

dentro del orden de elegibilidad, deberá obtener un mínimo de cuarenta y 

qinco (45 ) puntos". Y en l a distribución de esos puntajes se indicó 

qué e l factor precio tendrá u n a asigaación de cincuenta (50) 

n la/tusóla administración"departamental de Casanare, se encargó."de darle esa connotación de requisito 
esenciál, ai consagrarlo como una exigencia en los témninósde referencia para los tres contratos; al respectó 
ver fls. 171-176 c.o.l, en relación con contrato 481 ; fls. 392-398 c.á.ó. IA, en relación con contrato 533,y fls. 
73-79 ca.o. l , en relación con el contrato 582. 



Primera Instancia: 41817. 

Witliamr JHernán P#e£fcspinel 

puntos como máximo; l a experiencia específica treinta (30) 

puntos y e l factor organización, veinte (20) puntos, (fls* 892-398 

cuaderno anexo original lAfe cafificaciones a las que por 

supuesto no podía aspirar Karol Emilce desdé u n a perspeóMyg-

objetiva y transparenté, en consideración a l a y a detallada 

realidad de s u situación. 

"* - « 

Pero es que el desentendkriiéntq,, el "desgreño 'f el desinterés 

absoluto por conocer l a realidad de las propuestas presentadas» 

fue tan evidente en este proceso contractual, que repárese 

solamente e n unas cotizaciones realizadas epm'o investigación 

por el C T I de l a Fiscalía en el año 2009, esto es, siete (7) años 

después de los hechos qué fueron materia» de l a presente 

actuación, referidas a l objeto del contrato distinguido con el 

533,. esto es, suministro de material didáctico, que básicamente 

eran elementos deportivos, caso én el cüal "Miami Deportes" (fls* 

2 caro.5) concreta l a misma eh $ 83.625.000; mientras que 

"Comercial Oskar* (fl. "3 c.a.o.5), l a determina en $ 102.660.000;' 

esto es, por sumas muy inferiores a l a adquisición que para el 

año 2002 réalizó Karo l Emilce Cano Garzón, por valor de $ 

125.662.500. 

Por supuesto, para poder entender l a dimensión de l a 

probleinática y determinar s i en efecto en esta oportunidad, en 

relación con los contratos examinados, se transgredieron los 

presupuestos que deben respetarse para l a contratación pública, 

imperioso resulta hacer el análisis frente a los otros proponetxtes 

que igualmente pretendieron ser favorecidos con las ofertas 

realizadas, por cuanto de esa manera, s in duda alguna resultará 

más fácil cualquier conclusión que se pueda derivar de ello.. 
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E l mismo se fiará en él orden de los convenios realizados, 

eiíipezando por e l 481 fié .octqbre 9 de 2002, referido -ál 

sumiñistro de víveres ffíijbles y éspaguetís) páralos restaüranteá 

escolares, en el que además de l a contratista finalmente 

seleccionada, feihbién participó J u a n Manuel Urrego Enriquez, 

quién acredito que se encontraba inscrito en e l registro único 

tributario, desde el l 6 de junio de 1999 ;(fL 198 c.a.o. 1); además 

de que en l a declaración juramentada rendida ante l a fiscalía 

sex ta especializada de Vopal-Cásanare, el día 19 de abril del año, 

2011 ffls«. 14Q a 143 c.o.3fi puntualmente radicó q m e contaba coñ 

l a mfraestraétiira pa ra contratar cpn fe Gobernación, pues que 

desde él año 2000 había realizado contratos con otrds 

instituciones, lo que le daba solvencia económica para dicho 

propósito; adeiñás de que: "Tenía una oficina, computudorés, 

mensajeros, estaba inscrito en el registro mercantil para poder contratar,cgn 

el Estado, 'tenía un vehículo automotor, elementos dé oficina, como los costos 

en Yopal eran tan altos tenía un mensajero en Bogotá con el cual hacia 

estudios de cotizaciones para determinar si era Viable presentar las 

correspondientes propuestos o no donde sg debían tener en cuenta los gastos 

de transporte que eran elevados también y los demás g fistos administrativos, 

además tenía experiencia en él ramo ya que había contratado en diversas 

oportunidades con el Estado". 

Se desprende de lo anterior, con meridiana claridad, que de uña 

simple mirada a estas dos propuestas, l a del señor J u a n Manuel 

resultaba ser l a más ajustada a los términos de referencia 

mencionados, s i es que realmente se querían respetar los 

mismos, como debió haber sido. Pero como se obró en contrario, 

se desconoció indudablemente el principio de selección objetiva. 

Y l a afirmación, atraque categórica, resul ta ser completamente 
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cierta, s i se repara además en las calificaciones asignadas a tino 

y otro, para evidenciar el desprepósito cometido. 

E n efecto, dentro-de los criterios de selección, eñ el componente 

evaluación económica, ámbós proponentes fueron calificadas con 

•treinta (30) puntos; en el factor experiencia específica, a Karol 

Emi lce Cano .Garzón le asignaron treinta (30) puntos, mientras 

que a J u a n Manuel Urregp Enriquez, l a calificación fue de cero 

(0) puntos y , en el último componente, relacionado con l a 

organización, a l a Cano Garzón lé sumaron diez {10) puntos más, 

mientras que «a UrregpEnrique^, él puntajhfufe de Cero; quedando 

por consiguiente Karo l Emilce con setenta (70) puntos y el señor 

J u a n Manuel con treinta (30) puntos; motivo por el cual , en l a 

casi l la de observaciones del formato de evaluación de l a joven 

Cano Garzón, de puñó y letra se consignó: "Propuesta sugerida? 

(fls. 120 y 121 cuaderno anéxo original 3). 

Y aquí, es donde el cuestionamiento frente a ese proceso de 

selección se hace evidente y no admite discusión alguna, porque 

no tiene forma de ser controvertido, recuérdese simplemente que 

mientras Cano Garzón qpenas aparecía inscr i ta en el registro 

mercantp desde septiembre 11 del año 2002 , e l señor Urregó 

Enriquez lo estaba desde junio del ano 1999, ta l como se indicó 

e n apartados anteriores, además de toda l a infraestructtira a que 

hizo referencia en s u declaración juramentada. Lo que se 

traduce, en honor a l a transparencia, en que el señor J u a n 

Manuel Urrégo, s in duda alguna, debió .háber sido l a persona 

escogida, en consideración a sus credenciales, por supuesto muy 

superiores a las presentadas por Carro. Garzón. 
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Porque aqoí es importante resaltar, además, que s i en s u 

momento se quiso demostrar l a supuesta transparencia para este 

proceso contractual, pues, según ío dice l a . defensa, pará el 

contrato 4 8 1 , no fxan necesarias varias ofertas y se'podía invitar 

a cualquier persona natural o, jurídica, se equivoca el señor 

defensor en s u planteamiento, dádo que *no, podía ser cualquier 

persona, sino aquella que reuniera fes requisitos para poder 

comprometerse en u n a obligación con e l ente departamental, 

respetando por supuesto los términos de referencia previamente 

elaborados, y que extrañamente fueron desconocidos de manera 

flagrante por sus propios creadores. 

Miremos ahora lo ocurrido dentro del contrato identificado con el 

número 533, referido a l suministro de material, pedagógico para 

las instituciones educativas del departamento del Casanare, en 

el que, a l tiempo con Cano Garzón, participó igualmente como 

oferente el contador público LuiS Guillermo Hernández Pinzón, 

•quien, acreditó estar inscrito en cámara ide comercio desde el día 

4 de mayo de 1998 (fl. 420 cuaderno anexo original IA) y edri 

activos por valor de seiscientos mi l ($ 600.000,oo) pesos; además 

de que, en s u declaración juramentada rendida el día 27 de abri l 

del año 2 0 1 1 , ante l a fiscalía sexta especializada de Yopal-

Casanare 3 3 , hizo saber qUe además del ejercicio de s u profesión, 

paralelamente desarrollaba actividades comerciales: "Si he 

celebrado algunos contratos con el departamento, con los municipios y 

algunas entidades del Estado. Pues con la alcaldía de Taurqntena contraté 

servicios profesionales, un,suministro de personal con el departamento". Y 

cuando se le preguntó puntualmente s i para el añp 2002 contaba 

con l a capacidad suficiente para contratar, esto fue lo que dijo: 
f-
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"Yo contaba con la infraestructura necesaria para contratar" 

Gobernación |j otras entidades porqué estaba registrado en la cámara de 

comercio, tengo mi NIT, mí oficina, personal asistente y tenia la capacidad 

económica también hasta donde el límite Ip permitía". 

Por supuesto, "frente a este evidente panorama, no se tienen que 

hacer mayotes esfuerzos, para concluir de mañera categórica, 

que de acuerdo con los términos de referencia, este proponente 

superaba con creces las calidades de Karol Emilce Cano Garzón; 

no obstante, de manera extraña, nuevamente- aquella fue 

escogida, luego de u n a evaluación (fls. 401-402 cuaderno anexo 

origuMl IA ) , donde -ésta última fúe calificada con u n total de, 

setenta y cuatro (74) puntos, mientras- que a l señor Hernández 

Pinzón, l e asignaron cuafenta (40); resaltándose como hechq 

groseramente notorio, que riñe con l a objetividad y l a 

transparencia, que en, el factor experiencia específica, a .Karol 

Emilce le asignaron veinticuatro (24) puntos, mientras que a l 

señor Lu i s GújUermq se le ealificó con cero (0); cuando, se reitera, 

l a prüébá enseñaba otra cosa totalmente diferente. Resaltándose 

igualmente que eh el formato de evaluación córrespondiente a 

Karol Emilce", en l a casi l la de observaciones, de puño y letra 

aparece: "Propuesta recomendada". Lo que, sugiere que tampoco esa 

famosa j u n t a de compras y licitaciones, a l a que se refirieron con 

tanta vehemencia l a defensa material y letrada, fue l a que 

finalmente escogió a l a contratista, sino que esa decisión estaba 

en u n nivel superior. 

Finalmente, en lo que dice relación con el último contrato., esto 

es, el distinguido con e l N° 582, relacionado con l a adquisición 

de cuatro mi l textos escolares, en el que además de Karol Emilce 
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Cano Garzón, también mtervíno como oferente Fanny Yizzeth 

Niño Vega, persona que tampoco reunía las calidades para, ser 

admitida como tal , en consideración a que apenas aparecía 

inscr i ta en cámara de comercie? a partir del 23 de septiembre del 

año 2002 3 4 , esto es, con posterioridad a l a de Cano Garzón; 

además de que para el año 2002 se desempeñaba como estilista 

y ama de casa, según sus propias mánifestaciónes realizadas en 

l a declaración33 que rindió ante l a fiscalía tercera especializada 

de Yopal-Casanare, el 19 de abri l del año 2 0 1 1 , doríde además 

indicó que para esa época nunca celebró ningún tipo de contrató 

con l a Gobernación o las alcaldías dé Casan&ré; por cuanto: 

"...esa fue la única propuesta que hice con la gobernación de Casanare 

cuando estaba él doctor WILLIAM PEtíEZ.. 

Lo extraño de esta selección, es que a pesar de que l a oferente 

Niño Vega, se encontraba en u n a situación muy similar a l a de 

Karol Emilce, pues que aparecían registradas en cámara de 

comercio a partir del mes de septiembre del 2002, con activos 

iguales- y s in ningún tipo de experiencia en el tema de 

contratación estatal, resultó descartada, s i n conocerse las 

razones de ello; con $1 agravante y a indicado en apartados 

anteriores, qúe Cano Garzón aportó documentación falsa para 

demostrar u n a supuesta experiencia, qüe por supuesto no tenía. 

Debiéñdose recordar, además, aunque Sobre ello volveremos más 

adelante, qué este fue e l céntrate más escandaloso, desde e l 

punto de v ista de l a diferencia" entre lo pagado a l a contratista y 

el valor real de los libros entregados al ente depártamental. 

Fl. 47 cuaderno.dpjexo original 1 
Fls. 144- a 147 cuaderno original 3 
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Después de lo anterior, a partir de esas particularidades que sé 

h a n podido detectar en l a documentación que se yíénp de 

analizar, avalado ello además por íós testimonios de qUienéS 

igualmente participaron en las. ofertas públicas, podemos 

concluir s in temor'a eqúívoeós». que el procedimiento de selección 

no fue cristalino, que algo turbio súbyace en todo el 

desenvolvimiento de los señalados acuerdos y que por supuesto, . 

no solamente en l a tramitación para l a escogencia de j a 

contratista, sino igualmente a l momento do l a suscripción dé 

cada uno de los contratos, el ordenador dfel gasto no tuvo en 

cuenta los requisitos legales ésenciales, como era s u deber 

hacerle, conforme lo h a indicado l a Sa la de Casación Peñol de 

esta Corporación, cuando se refiere a las diferentes formas de 

comisión del delito de contrato Sin cumplimiento de requisitos 

legales, en los siguientes términos: "Todo indicague el legísladbrmbo 

en cuenta esa realidad al definir la conducta prohibida, y que quiso cobijar q 

través de ella tanto a los servidores públicos de rango medio, en la 

organización que por füzón de sus .furyáúry&$ interviene en la tramitadbn dél 

contrato, como a aquéllos que' con ocasión de su carga Son titulares de ta 

fundón cgntractuál, últimos a quienes se reserva la facultad de celebrar y 

liquidar el "contrató, para lo cual se defnanda una estricta labor efe" 

supervisión, inexcusable, én cuanto garantes de la legalidad de la actuación, 

precisamente por que son los únicos que pueden comprometer con su voluntad 

final los dineros del erario'736. 

Lo anterior, por cuanto como se h a evidenciado a lo largo de l a 

presente decisión, unas personas eran quienes tramitaban los 

contratos, conforme a l a delegación dispuesta por el ordenador 

del gasto, lo cierto del-caso es que este nunca se desentendió por 

completo de esa faSe, dado que fue marcada s u injerencia páralá 

escogencia de l a contratista, comportamiento quemaatuvQ hasta 

MCSJ/Rad. 21547, Feb. 9/05, MP. MariwaPpiido.. 
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el momento de l a suscripción de los convenios, porque tampoco 

en ese momento verificó e l acatamiento de esos requisitos legales 

esenciales; lo que sugiere s u intervención en ambas fases, s in 

que ello riña coñ l a atribución por los dos primeros eventos 

referidos en e l artícpl'o 41Q del Código Penal, n i con la-

diferenciación que sobre dicho tópico- h a realizado l a Sa la 4e 

Casación Pehal de esta Corporación, en los siguientes téimiños: 

"De este modo la ley diferencia la conducta realizada por los servidores! 

públicos competentes para tramitar el contrato, de la que cumple él 

representante legal o el ordenador del gasto en las fases de celebración y 

liquidación, pues en la primera modalidad alude expresamente a tramitar el 

acuerdo de voluptades bin Observancia de sus requisitos legales esenciales, 

mientras que en los dos restantes el contenido de la prohibición se hace 

consistir en no verificar el cumplimiento de los presupuestos legales 

esenciales en cada fase, distinciónfundada en la forma descóncentradá como 

actualmente se cumple la fundón pública en las entidades estatales, has 

etapas previa,y de ejecución encomendadas al personal de nivel ejecutivo-y 

las de. celebración y liquidadón al ordenador del gasto, labor que este ejecuta 

comprobando elcumplimientq de las formalidades legales en la etapa previa,-

por ser éljúncionario autorizado por la Carta Política y la ley para disponer, 

en este caso, de los recursos detente territorial"37. 

E s que, resulta tan evidente el direccionamiento de los tres 

coíitratós cuestionados, para adjudicarlos á l a misma 

contratista, por cuanto s i se repara en los términos de referencia, 

elaborados por funcionarios dé la administración departamental 

del Casanare de ese entonces, .fácil es colegir que no por simple 

torpeza como pudiera llegar a pensarse, sino por u n a especie de 

aureola de legalidad coñ que se quisieron ámparar los mismos, 

fueron entregados « Karol Emiíce Cano Garzón, quien, en 

términos de cumplimiento de requisitos, siempre estaba* en 

CSJ, Rad. 29089, Makl6?d$, MP. Julio enrique Socha Salamanca. 
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nmimo. ..situación tefériqr frente a los demás»oferentes,.o como mmiiyio..to 

iguáldad de condiciones en relación con el ultimo convenio. Como 

se ..ha indicado, más allá de l a s diferencias en las cotizaciones de 

unos y otros, ese hecho no resijlto trascendental, por cuanto 

extrañamente la.liquidación se realizó por el total del monto de l a 

apropiación oficial que se tenía destinada para cada contrajo en 

particular, s in que hubiesen ipiportáclo "los -valores reales jás lo# 

productos, no obstante "los desfases evidenciados, aunque para, 

l a defensa del éxgobemaáor acusado, ello se ofrecíárazonablé< 

Significa lo anterior, n i más ni menos, que e l principio de. 

transparencia no .podía ser -arrasado; phes l a normativa, que.ae 

viene de relacionar -Ley, 80 de 1993*-, establece» »el deber .de 

selección objetiva, en 1Q que nos interesa, en I Q S siguientes.-

términos: ART l 29. Del deber de selección objetiva. La selección ée 

contratistas será- objetiva. E s objetiva-ta- selección en la cual te 

escogencia se hace al ofrecbwpeñtó. más-favorable- m Mentidpt&y a 

los fines fue ella busca^ sin tener # i consiá&radóñ. factores, de 

qfecto o de inferes yt "en general, cucdquiér clase de motipárnófi 

Subjetiva. Gfmciiménto más favorable es- aquel que, temendp -eri 

cuenta los factores de eSqogenda, tales como cumplimiento/ 

experiencia, Organización, -equipos, plazos, precios y la 

ponderación precisa^ detallada y concreta de los mismos, 

mntemdacn los pliegos dé cOndigion.es o términos de referencia & 

en e¡ análisis previo a la Suscripción del contrato, si se trata de 

contratación directa, resulta ser el más ventajoso para la entidad, 

sin que lá favbrdbilidad la .constituyan factores diferentes a los 

contenidos en dichos dócuméñtos, sólo alguno de ellos, el más bajo 

precio o el plaza-ofrecido. El menor plazo que se Ofrezca inferior al 

solicitado en los pliegos, "no será, objeto de evaluación. El 

adMinisiradbP efeetuarij4q§ comparaciorms del caso rrtedjapte .el 
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cotejo de los diferentes ofrecimientos recibidos, la consulta de 

precios o condiciones del mercado y les" estudios y deducciones de 

4ü entidad o dé los organismos consultores o asesores designados 

paraettb...». 

Recuérdese además que, de acuerdo a l monto de los tres 

convenios cuestionados, loa mismos podían ser realizados 

mediante l a modalidad de contratación directa, esto es,, no se, 

precisaba de licitación pública, sobre lo c u a l no existe discusión, 

dado que así expresamente lo reconoce tanto el procesado,.cómo 

l a bancada de l a defensa, cuando pretendieron dar por 

evidenciado qué precisamente esa situación era l a que permitía 

demostrar l a transparencia en ese proceso contractual* Pero ío 

que ocurrió fue que, pese a esa especie de laxitud dispuesta por 

l a misma ley, se desconocieron los principios de lá contratación 

pública, previstos en el artículo 2 5 de l a Ley 80 de 1993. 

E n efecto, de acuerdo con lo que establecía el artículo 3 o del 

Decreto 855 Í de 1994, derogado posteriormente por el 29 del 

Decreto 2170 de 2002, pero totalmente vigente peía, el momento 

en que tuvieron lugar los contratos objeto de cuestionamiemto, 

para efectos de cumplir Con el postulado de selección objetiva del 

contratista, el que por súpuesfo tampoco puede ser desconocido, 

en el trámite simplificado de contratación directa, se deben 

agotar-igualmente las mínimas exigencias impuestas, para luego 

proceder a esa escogencia. 
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0 e ta l manera, establece la* no rma 3 8 en c i ta que, tratándose de 

contratos de menor cuantía;.cüyo valor sea igual p superior a cipn 

salarios mínimpsiegales mensuales y superen el 5 0 % de l a oienoir 

cuantía de l a entidad, en los .términos del articuló ,24 de l a Ley 

80 de 1993", además de l a obtención de por lo menos dos ofertas-

escritas, deberá fijarse u n aviso en lugar Visible-de l a entidad; por 

u n término no inferior a dos (2) días. Lo que efectivamente 

aconteció en relación con los contratos; distinguidos con los 

números 533 y 582, referidos en sprofden a l suministro fie 

material pedagógico (elementos, deportivos) y téxtos esdolares. 

Y , en relación con el contrato 4 8 1 , que se encontraba dentro del 

rango no superior a l 1Q% de lá menor cuantía, relativo a l 

suministró-de yíveres (fríjoles y espaguetís), se requería tenpr en 

cuenta los precios del mercado, s i n . necesidad" de obtener 

previamente varias ofertas39 . Presupuesto que desde el punto de 

v is ta formal también se cumplió, en cuanto a l a publicidad para 

los- oferentes, no. obstante l a no exigencia de la, norma en ese 

sentido, máá np en relación con e l primer preSUjfuestp, fedó qpé 

s i se hubiesen verificado los precios del mercado40 , en relación 

con cada uno de los suminis tro ! contratados, l as evidencias 

demuestran que en efectó estaban piuy por debajo de 10 

finalmente cancelado a l a contratista seleccionada, conforme con 

las facturas que finalmente se presentaron y, por ejemplo, frente; 

a unas Cotizaciones realizadas ppr el C T I siete años después, en 

relación con el objeto del contrato distinguido cop el N° 5 3 3 4 1 . 

inciso 5* del artfcuto 3* del Decreto «55/94. 
Inciso 4* del art&ulo 3* del Decreto 855 de 1994. 
Como lo exiglael inciso 2* del parágrafp del articulo 3* del Decreto 855 de 1994. 
Fls. 2 Cuaderno Anexo Original 5. 
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E n relación con las otras irregularidades, las mismas se 

advirtieron cuando se hizo alusión a, cada uno de los contratos, 

momento en el cual se realizaron l a s comparaciones fj*entesaóada 

u n a de l as ofertas y s u s respectivos ofertantes, fiara evidenciar 

de qué manera se produjo l a escogencia irregular de Karol Emilce 

Cano Garzóíi, Porque «más allá de lálaxitud expresa de l a ley para 

l a contratación directa, el mismo estatuto de contratación4?; eñ 

s u artículo 23 establece; "Las actuaciones $e quienes intervengan en la 

coniratcqdón estatal se. desarrollarán -con arreglo a los principios de 

transparencia, economía y responsabilidad y de* conformidad con. los 

populados que rigen la funtíún administrativa". % puntualmente, frente 

a l a contratación directa, en el artículo 2 o del Decreto $55 de 

1994, se decía: "Bn lá cóntrátáción directa el jefe o representante de ta 

entidad estatal, o el funcionario en que hubiere, delegado, deberá tener en 

cuenta que la selección del "contratista deberá garantizar el cumplimiento dé 

los.pHncipios de economía, transparencia y en espedía! del deber de selecHÓn-

objetiva, establecidos en la Ley 80. de 1093. 

Se. debe reiterar aquí, contrario a lo" planteado por el acusada y 

s u defensa, que l a evidente publicidad con l a que se quiso 

amparar esa actuación precontractuál, no fue más qüe u n 

trámite fingido, para rodear de apártente legalidad l a celebración 

'de los tres contratos objeto de cuestionamiento, conclusión que 

por supuesto se encuentra respaldada no solamente con -la y a 

realizada constatación de cada uno de los convenios, akio, 

iguálment©, con las declaraciones rendidas por los otros 

ofertantes. 

Precisamente, además'- de l a falta de experienbia, ausencíá de 

capacidad económica y carencia absoluta de infraestructura. 

para desarrollar los objetos contractuales,.aludidos, l a selección 

4 1 Ley 80 de Í993. 
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de Cano Garzón para nada respetó los criterios de objetividad5 

que deben caracterizar' l a contratacioil é$t&tál y, por supuesto, 

ello evidenció asimismo l a falta de transparencia "que jguáfcnepte 

se exige, como-principio esencial de acatamiento. Aspectos estos 

qué ño tuvo- en cuenta el acusado, tanto en l a fásé de 

tramitación, como de celebración, como era s u deber hacerlo, en 

s u condición de ordenador del gasto. 

Justamente, en ese sentido, el articuló 29 de lá Ley 80 de 1-995, 

prescribe: " E s objetiva la selección en la cual la escogeryciq se hace a l 

ofrecimiento más favorable á la entibad y a tos fines que ffia busca, sfeífewer 

en bonsideracMn factores de afecto o de interés"y,-en general, cualquier clase 

de- motivación subjetiva. (...) Ofrecimiento más favorable es. aquel qué, 

teniendo en cuenta los factores de esóogmiáa,, tales pomo cumplimiento, 

experieiicia, organización, equipos, plazo, precio y la ponderación precisa, 

detallada y concreta de los mismos, contenida en tos pliegos de condiciones, 

o términos de referencia o en el análisis previo a la suscripción del contrato, 

si se trata de contratación directa, resulta, ser el más "ventajoso para la 

entidad, sin que la fgvorabüidad la" constituyan* factores diferentes a los' 

contenidos en dichos documentos...(...) El administrador efectuará* las 

comparaciones del caso mediante él cotejo de los diferentes ofrecimientos 

recibidos, la consulta c$e.,pretíos o condiciones d,el mercado. 

Que era precisamente el comportamiento que se esperaba del 

ordenador del gasto efi este caso, esto e s r del entonces 

representante"legal del Departamento del Casanare, como en su 

momento lo indicó l a jur isprudencia dé l a Sa la de Casación Pena) 

de ésta Corporación, eñ l a decisión que se yiene de comentar 

(21547/05): "De modo que, se infiere, la conducta qUe .se espera lleve a 

cabo el titular de la función contractual deVÉstado se concreta a seleccionar 

al contratista- y celebrar el contrato sólo si constata que los órganos 

desconcentrados ag&tqrón todas las ¡etapas, qu'e garanticen que el 

procedimiento al qué se acudió pará obtener tas ofertas base de dicha 
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iticfdél selección ha-sido legalmente.previsto; conforme ala naturaleza o ctí 

contrato que está por celebrarse-licitación o contratación directa-, y que, .. 

adicionalmente, se llevaron a cabo todas las etapús qué hacen posible que ja-

selección del contratista pueda guiarse por criterios objetivos previamente 

definidos; que con el contrato a celébrame se. tienda ala satisfacción del 

interés general representado eti' el cubrimiento de las necesidades 

prioritarias de la entidad contratante y, siempre que se hay a, garantizado la 

libre concurrencia de los interesados a ofertar dentro del proceso, 

precontraciital respectivo". -

Frente; a este caudal probatoria dte carácter - .documental y 

testimonial, -necesario resul ta , preguntar se, s i el hoy procesado 

Pérez Espinel, tenía conocimiento jle que se fraguaba u n a 

contratación administrativa ál margen de- l a -ley; o s i por el 

contiario» como lo han* venido pregonando a lo largo de l a 

actuación, l a figura de j a delegación cubre cualquier asomo de 

responsabilidad que pudierá'generarseen s u contra, en atención 

a que solamente suscribió las minutas y, por consiguiente, 

ninguna participación -e* incidencia tuvo en el desarrollo 

contractual y posqontxactüál. : 

Y para desvelar s i ello es así , debe considerarse fin primer Jugar 

que,- en efecto, l l ama lá atención y h a r t a resulta mijcdetantoque. 

Iqs t res (3) contratos referenciados hayan sidomfefebtadós éri u n 

margen de tiempo tan- reducido, eátó es ? entre el 9 de octubre y 

el 5 de noviembre, del año 2002, ádjudicadós .además a la. imsma 

contratista y* con las manifiestas jrtpgMaridad.es yaladvertidas; 

.Sin que e n esta oportunidad, se pueda aludir a u n posible 

fraecionamJtenÉo cOntractuaÍ/para"evadir l a licitación pública, por 

65 

http://jrtpgMaridad.es


Primera Instancia: 43J8Í7. 

WtílIam.Hemárr^i^^r^ 

l a cercanía de los valores, sumados los tres contratos/habida 

consideración que resultaría sumamente difícil delimitar lo 

atinente a l objeto* por l as diferentes clases de suministro^ que 

finalmente; se concretaron, además «deque Sería traer u n tema,no 

advertido por l a Fiscalía a l momento de lá acusación y sobre el 

que tampoco se propició el debate en él desarrollo del juicio. 

Por ello, resulta importante, además, referimos a l a pruéba 

testimonial qUe aborda el tema, para dilucidar defktitiváméñte 

ese punto. Así pues, en primer lugar, se tiene el testimonio de 

Jorge Cortés Colmenares; jefe de l a oficina jurídica dé J a 

Gobernación del Casanare, «para el momento eñ qqe se celebraron 

los tres contratos cuestionados, quien luego de hacer u n recuento 

del trámite contractual que Se adelantaba en esa dependencia,, 

advierte que: "... se escogía al contratista porgarte del ordenador del gasto, 

el gobernador, guien en últimas era el que decidid a quien le adjudicaban los 

contratos...". Hab la igualmente e l testigo de l a existencia de uña 

unidad parale la que tenía el gobernador, por diferencias con la 

oficina jurídica; confirmando- de es ta lo indicado eti sü 

momento por él Secretario de Educación de ía época, en cuanto 

a l a existencia de Un gíUfi© de contratación en ese ente territorial, 

"...porqué efectivamente todos los resortes del manejo de adjudicación de 

contratos, en yjtiniqs el gobernador era. quien decidía...". Final iza S U 

declaración indicando que 

revisión, y a yénía con e l contrat ista seleccionado, (fls. 250-255" 

c.o.2). 

E n similares términos se pronunció Ja i ro Antonia Agudelo 

Chaparro (fls; 93-96 c.o.3)^ quien fungía como profesional 

universitario para M fecha de l a -celebración de los Contratos 
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cuestionados; adscrito a l a Secretaría de Educación, tiasradicaf 

que aunque sus labores eran básicamente de naturaleza doeente,. 

en ocasiones le correspondía revisar procesos contractuales y per 

ello admite qiie aparece s u visado en los contratos 582«y 533. Y 

cuando se le interrogó por e l posible grado de injerencia del 

Gobernador en las adjudicaciones, concretamente indica: "...lo 

que sí sabíamos era que casi por no decir que todo (sic) los contratistas efan 

seleccionados en las oficinas centrales de la gobernación, no sabría deár en 

cuales, éso era y es voxpoputis jsití) en la gobernación". 

Y queda claró además, a partir de las manifestaciánés de este 

testigo, contrario a lo que han argumentado el acusado y s u 

defensa, en e l sentido efe qtie l a incriminación que realiza Cortés 

Colmenares aparece insular,, s in ningüri Otro soporté, por Cuánto 

el testigo a l que se hace referencia fue categórico erl afirmar ÓÚrt 

*.. .todo vénía baja Iq vigilancia dé la oficina déla góberqación y de la oficina 

jurídica de la gobernación donde daban las pautas, e inclusive losimoáelos 

de los cqntratos,,por eso es que digo que nuestro trabajo* consistía meramente 

en revisar las cuestiones de forma, (...) eximo dije anteriormente lafitnción de 

los abogados "que compartían conmigo la denominado (sic) oficina jurídica dé

la Secretaría de Educación nos regíamos bajo los parámetros de forma 

indicados por las Estancias (sic) superiores, como lo era el propio déSpacW 

del gobernador y la oficina jurídica dé ta gobernación, siendo por esta razón 

que no en pocas ocasiones" las minutas de loq contratos revisados por nosotros 

eran devueltas de los despachos antes fmndonadospara hacétle Ios-ajustes 

que ellos indicaron". 

A partir del testimonio de Agudelo Chaparro, se concluye que en 

efecto existía en el despacho del Gobernador otro gruf>© de 

personas qüe, desde el punto, de v ista como actualmente se 
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Cumple l a función "pública en las entidades estatales4 3 , estoe! , l a 

descóñeeíitración- de funciones, dfreccionában la» selección, del 

contratista finalmente escogido páracada contrato, mientras que 

l a labor de estas otras persona! adscritas a j a $ecfétariá General 

y a l a «Secretaría de Educación, éra meramente fórmal. 

Por sü parte, el señor Héctor-Orlando piragauta Rodríguez, quien 

para l a época de los hechos materia de juzgamiento se 

desempeñaba como Secretario dé Educación dej Departamento 

del Casanare, en s u primera intervención, rendida ante l a fiscalía 

sexta especializada de Yopal-Casanare, el día 4 de junio del 2009 

(fls. 232 a 236 c.o.2), fúe enfático Cn áeñalar qúe j a Selección del 

contratista no le correspondía a l a dependencia por él 

direqcionada, sino que l a misma estaba centrada en el grapb de 

contratación de l a Gobernación, quienes eran (Os encargados del 

proceso contractual; pará más adelante agregar: "Quien se 

encargqba de corroborar los precios de la propuesta elegida por nuestra 

dependencia, frente a los precios del mercado, era ta secretaria general de te 

gobernación. Allí se seleccionaba la propuesta más no el contratista, quien lo 

hada era la Gobernación. . .". Y por Supuesto, el t itular, quien cumplía 

las fúrtciones como ta l y ordenador del. gasto por demás, no e r a 

otro que el hoy acusado William Hernán Pérez Espiné!, 

fúncionarió que en efecto suscribió los tres contratos hoy 

cuestionados. 

A partir de lo dicho entonces en esta primera ocasión por el señor 

Piragauta Rodríguez, no puede verse cofiío mentiroso el dicho de 

Cortés Colmenares, como se h a querido mostrar desde l a 

bancada de l a defensa tanto material como técnica. «Porque, sj 

4 S CSJ, Rad. 29089, Mar, 16/09, MP. JuliaEnrique Sochá Salamanca. 
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además se auscüítá con detalle fe segunda intervención del 

declarante eñ mención, vertida ante l a Sala" deGasacípn Penal de 

l a Corte Suprema, e l día. 13 de noviembre del año 2014, ocasión 

en l a cua l se advierten varias imprecisiones, las mismas ño 

alcanzan- a desdibujar s u testimonio, sí sé empieza por reconocer 

que s u dependencia sí adelantábala! étapás preeontraetuales a 

lá Secretaría .General, p a r a determinar finalmente que las 

personas seleccionadas, tuviéran l a experiencia suficiente p a r a 

poder adelantar dichos trámites5 (registro 12:37 "continuación 

audiencia de juzgamiento); lo que se traducé en asunto de: vital 

importancia, porque, s i sé recuerda,-precisamente eso n o fué lo 

que ocurrió en l a escogencia de Karol Emilce» Cano Garzop, para 

los tres contratos aquí cuestionados.» 

Reitera, por otro lado, q u e j a Secretaría General érala encargada 

de l a contratáóión, coñtfariapdo lo indicado por e l jefe d e dicha 

dependencia, Edgar Rincón Vela, en septiembre 20 de 201 Ó, 

cuapdo informó que a él solamente le correspondía emit ir uña 

resolución para, dar inicio a l trámite contractual, porqué, 

después, cada Secretaría»se encargaba del respectivo proceso; (íls. 

90-92, cro.3). 

E n l a continuación de s u segundo relato, ciertamente el testigo 

Piragauta incurre en más imprecisiones, pues al ser preguntado 

sobre quién seleccionaba las propuestas y los, contratistas, 

respondió que siguiendo instrucciones del Gobernador, se 

m i raban las- propuestas y no las personas, lo que permitiría 

.inferir que era u n asunto reservado exclusivamente a l titular tie 

l a administración, como claramente lo advirtieron en s u 

momento Jorge Cortés Colmenares y Ja i ro Antonio Agudelo 
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Chaparro. Perd, eñtodo caso, quedó.claro que no fee conmrometió 

con l a segundaparte de l a pregunta. 

Y, por supuesto, frente a los interrogantes dé l a defensa, fue 

enfático én señalar que para los tres (3) contratos Operó fe figura 

de l a delegación y que, además, no existió ninguna unidad 

paralela; que en s u declaración anterior se-refirió a u n a unidad 

que éstqba en l a Secretaría General; l a encargada de todo M 

procedo de contratación, pero a l respecto recuérdese loque indicó 

sobre el punto el Secretario General. 

Dijo,, además,- no conocer a ía contratista Karo l Emilce Cano 

Garzón, s in embargo, pareciera olvidar que l a escogieron fiara 

tres contratos diferentes, en u n tiempo muy corto.. Porque 

precisamente Sobre eSe ptiritó, el Ministerio Público le llamó l a 

atención Cn el sentido de que obviamente las propuestas deberían 

estar firmadas por quienes las presentaban, ante lo cua l tuvo que 

aceptar ese hecho. Recuérdese a l respecto que qñ los formularios 

de evaluación de las propuestas, en l a casi l la de observaciones se 

consignaba cuál era l a sugerida, lo que necesariamente lleva a 

concluir que tenía, que saber quién suscribía l a misma. 

Además, tampoco resulta coherente s u testimonio con lo ocurrido 

en lá realidad, por cuanto a l reiterarle la deférisa quién seleccionó 

a, Karol Emilce, Continúa dando rodéps para responder, 

advirtiendo que s in ser tan tajante, diría que no seleccionaron a 

l a . señora, sino l a propuesta por" ella presentada; fiero, por 

supuesto, l a propuesta no era de u n anónimo, sino dq u n a 

persona determinada, l a misma, que-, como se h a establecido, no 
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reuñíalos requisitos mínimos para las adjudicacionescoo lasque 

resultó favorecida, 5 

Reitera, en «consecuencia, que l a única participación "del 

Gobernador «en esos contratos fue l a firma de los mismos, por ser 

eL ordenador del gaste?, pero, que, en todo Casó, aquél no 

seleccionaba ados contratistas. Agrégá* además, qüe como en s u 

parecer siempre cumplieron epn los pTáncifiios básicos de l a 

contratación y de l abUeha fe, no cree que Se hubiesen generado 

sobreeostos en los mismos. 

Y como el Ministerio Público le insistió en el tema de quién 

seleccionaba el contratista, finalmente, respondió: "Nosotros 

seleccionábamos el contratista" (registro 1:25:24),, 

Ante esa situación, tanto l a fiscal, como el representante de l a 

sociedad, lo increparon de inmediato, por cuanto, en declaración 

anterior rendida el 4 dé junio del año 2009 y a l comienzo ,de l a 

vertida ante l a Corte, siempre se refirió a l a participación en l a 

etapa preeontractual, pero que nuncá había escogido a ningún 

contratista, porque-todo ese proceso de selección de las mejores 

propuestas lo hacía l a Secretaria General y que en esta 

oportunidad había cambiado de opinión, responde que hó sabe 

s i Sea contradictorio, que eso era lo que hacían y , por 

consiguiente, no cree que l a declaración actual sea diferente a la 

rendida en oportonidad anterior. 
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Fjfente a este p rap rams y ante "testimonios de signo opuesto n o 

cabe e l faeiEsmo,! esto es, de u n a vez enarbolar l a düd% y 

pretender u n proUUncmniietito favorable a l ptocesada] epmo lo 

invocan tanto l a defensa máteriál como técniéá de Pérez Espine l , 

pues s in mayores argumento? simplemente advierten que con e l 

testimonio de Rragat i ta Rodríguez h a quedado evidenciada l a 

mendacidad de Jorge Cortés, Colmenares, frente a l a inexistencia 

de-la supuesta unidad paralela de contratación. Lo que procede 

en estos casos, e$ adentrarse mediante el ju ic io en los 

complicados -no por eUp eludióles- razonamientos infereneiales 

y , sólo s i después de este, esfuerzo dialéctico pervive l a duda; 

procede entonces- reconocerla a favpr del acusado (m dubio pro 

reo). 

Por cuanto, ante declaraciones de distinto jaez, en relación coñ 

testigos que j u r a n decir l a verdad, lo* correcto para el funcicíiarip» 

jud ic ia l es. buscar apoyos feales para saber cuál es el testimonio 

que tiene mayor soporte inductivo y de esa .manera asumir la 

como- revelador de l a hipótesis más probable, s in que resulte 

razonable s u rechazo o desconocimiento de plano; en 

consideración a que: "Las pruebas deberán ser apreciadas en 

conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica", conforme 

k> advierte e l precepto 238 de ía. Codificación Procesal Pehál (Ley 

600 de 2000).. 

Porque, además» cuando l a hipótesis qué t rasunta u n a prueba se 

apoya en parámetros empíneos, como son en esté ckso los río 

controvertidos términos de referencia, donde sé establecieron l o l 

requisitos y calidades que debían tener los proponentes, así cómo 

el certificado de cámara de comercio tantas veces mencionado,, 

que daba cuenta de l a experiencia pomo comerciante de los* 
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mismo! , s in eluda pUede pregonarse que esa hipótesis uene l a 

justificación externa de lá cual carecen las explicaciones 

sUministradás" qn s u momento por el exgobernador hoy 

procesado. 

Sobre el punto, debe tónérse en cuenta, además, que l a 

justificación que a ío largo de l a actuación h a esgrimido el 

acusado/atinente a que toda l a fase precontractualy contractual 

l a delegó en "funcionarios de menor nivel , de acuerdo con l a * 

secretaría que estuviera vinculada con el respectivo» tenía, no 

t ime ninguna trascendencia, en primer lugar, por cuanto* no 

puede perderse de v is ta que cottio cabeza visible de la . 

administración departamental para ese .entonces, período 2001 a 

2003, e ra el ordenador del gasto y como tal,,le eran exigióles.unas* 

obligaciones y responsabilidades puntuales, encaminadas a l 

correcto funcionamiento del servicio y de l a administración 

pública; de l a prisma manera, lá delegación per se no exime dé 

responsabilidad, puesqu ien delega, tiene el deber y l a obligación 

de vigilar a l delegado, en procura de l a salvaguarda de biénes 

jurídicos tol preciados cómo lo son IQS relacionados con l a 

ádmmistraóión pública. 

Frente a dicho tópico, precisamente uno de los temas traídos a 

colación por l a representante de l a fiscalía en, los alegatos de 

conclusión» fue el de l a máxima diligencia que deben tener 

quienes se ven -abocados a l ejercicio de estos cargos, para l a 

concreción dé los temas .contractuales, debiendo, ser sumamente 

cuidadosos a l momento de l a suscripción de los contratos. 
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Pero «más ¿114 dq esa consideración de l a .fiscalía, ía Sa la tiepñ 

pa ra iñdiéaf que el argtímento de lá delegación por sí SQIO no¡ 

puedes servir dq excusa, para evadir l a responsabilidad qúe lé 

cQnesponde ásüfñir a quien así procede, pues precisamente 

cuando se delega es porque se está entregando u n a función 

sumamente trascendental, que solamente pueden cumplir" 

personas -de extrema confianza, en, quienes recae J a 

responsabilidad de hacer las cosas, como si las; estuviera 

realizando el delegante. Pero, además, contrario a lo manifestado 

por l a defensa del acusado, no es que «aquél hubiese tenido que 

i r directamente a preguntar cuánto costaba por ejemplo u n i d l o 

de fríjol, frente a insinuación del Ministerio Público en ese 

sentido» pero como mínimo* debió realizar u n control antes dé 

firmar j o s contratos cuestionados, formulando simplemente upás 

preguntas básicas, como por ejemplo: entre los oferentes, quién 

era el de mayor experiencia? o quién tenía ma jur capacidad 

económica? Ño era mucho-lo que se teexigía, n i siquiera máxima 

diligencia, simplemente, se reitera, u n control básico» qué dé 

haberlo hecho, muy seguramente n a estaría en el compromiso 

penal que, tiene en los actúales moméhtos, pero que por supuesto 

po realizó, como quiera que como se h a indicado, l a prueba 

allegada es indicativa de s u participación en j a fasq cpnhactüáb 

básicamente etí lo que tiene que ver con l a selección de lá 

ccntratist,á. 

E s que¿ s i de vqrdad se pudiera considerar a l margen de 

cualquier responsabilidad a i procesado, ello resultaría posible 

únicamente s i se hubiese evidenciado en Su actuar, como lo e s 

apenas exigiblf a todo servidor publico con igual responsatólidad 

contractual como l a ostentada por Pérez Esp ine l para el año~ 

2002, cualquier tipo de comportamiento encaminado a controlar 
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esas falencias y , eh consecuencia, se hubiera abjftoido de 

celebrar los contratos, pues se trataba de irregularidades 

aprehensibles de entrada por los sentidos, s in tener que llevar a 

cabOielaborados procesos intelectuales. 

Néeio por demás séria desconocer el tema de l a delegación, pues 

sabido es, y l a experiencia lo enseña, que u n funcionario público 

de l a s calidades de u n gobernador, por supuesto, no puede 

dedicarse a las minucias propias de los trámites precontraotuales 

y que esás labore! las realizan funcionarios de nivel inferior. Ese 

es u n tema que no será objeto de discusión, y a que constitucional 

y legalmente se encuentra permitido44 . E l cuestionamiento está 

encaminado a los cuidados que obviamente no tuvo, durante l a 

tramitación, ep relación con l a escogencia de l a contratista y 

antes de suscribir los mismos, pués se reitera, fácil le hubiese 

resultado esa labor como se h a indicado. 

For lo demás, tienen razón tanto el acusado como s u defensa 

técnica, en el sentido de que para efectos de determinar esa 

responsabilidad, no se. puede tener en cuenta lo indicado por l a 

Corte Constitucional en l a C-693 del año 2Q08, porque para el 

año 2002-, cuando se celebraron los contratos, se hablaba de que 

la. delegación eximia de compromiso a l delegante y solamente 

incumbía a j o s delegátarios; así comó tampoco, lo dispuesto en 

l a G.-G72 de 2Q02, pues resulta éíaró que lo allí decidido obedece 

a up tema de responsabilidad fiscal. 

S in embargo, én decisiones de la época, l a Sa la de Casación Penal 

de fe Corte Suprema de Jus t i c i a y a había considerado el teína 

» 

4 4 Arts. 20? Inc. 1* y 211 ¡nc, 2* C Na!; 12 y 25-10 de I? Ley 80 de-1993. 
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alusivo a las labores de vigilancia y control que le son inherentes 
a los ñmcionaríós públicos eti el desempeño de sus cargos, 
advirtiendo eh pñ caso similar que: "Ahora bien, de cara a los-

necesarios controles que el procesado debió ejercer para constatar que en los 

trámites precontractuüles atrás ilustrados, la dependencia encargada de su 

adelantamiento obraba con rectitud y probidad, resulta inaudito que no se 

percatara de las escasds ofertas presentadas, máxime criando los bienes 

demandados por la administración eran artículos comunes, respecto de los 

cuales, existe amplia gama de proveedores45". 

Agrega, a renglón seguido» que no se .trata de que ía función del 

procesado sea l a de repetir actuaciones encomendadas a otros 

funcionarios: "... como tampoco recepáonarpor Sus propios medios las 

ofertas o constatar directamente su seriedad. Pero sí era de esperarse de él, 

que como garante del buen manejo de los recursos de la entidad, indagara, 

pptéjemplo, acema de tas razones que llevaban a la escáse concurrencia de 

oferentes, para lo cual habría bastado con informarse sobre cómo se hacían 

las convocatorias,* can el ánimo (jé impartir directrices y correctivos llamados 

a gatanMzctf'ía publicidad real de las mismas y evitar con ello el monopolio 

de oferentes efectivamente verificado46'? 

Se ¿ritiere de lo ánterior, qüe rio puede pretenderse que los 

representantes* legales de las. entidades estatales, en materia 

contractual, ordenadores «del gasto por demás, pretendan 

desligarte de las obligaciones inherentes a s u función, para 

convertirse en simples tramitadores Q avaladores de las 

atítividadea desplegadas por él personal subalterno, n i que por 

consiguiente, se les conciba en esa función, solamente para 

firmar los contratos de u n a manera casi mecánica, pues deben 

verificar el. cumplimiento» de los requisitos legales esenciales, 

máxime s i h a intervenido de alguna manera e n l a fase. 

4 S C 2 , Rdo. 18029. Nov. 5/08 
4 6 ídem 
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contractual, por lo qué se les exige l a realización de esos 

mínimo! c'oritrbles/ A s i lo indicó l a Corte "Suprema de Jus t i c i a , 

en sentencia de única instancia, radicado 21547 de febrero 9 de 

2005. 

Pero más recientemente, l a misma Corporación puntualizó: "En ta 

admjrtistriydóri pública, él cumplimiento de las junciones contractuales es. 

compleja, requiere la intervención de. varios funcionarios para la coordinación'y 

iMréedón de una persona que dirige la entidad, pero la misión de éste no se agota 

tón el examen formal de ja actuación, m con la firma- mecánica de los contratas, 

sirio con su deber ineludible de observar, estudien*, examinar y controlar la 

tkfificaáón de los requisitos .legales esenciales que demanda la observancia de 

"hs principios deplárieución y responsabilidad. 

A él lé correspondía verificar la corrección dé las tareas matizadas por tos demás 

Junciortarios que él mismo les asignó, que en todo caso conocía, que entendía 

obraban en el plaño de colaboradores porque la decisión final defamar era la de 

él, instante en *et que debía constatar que los requisitos esenciales estuvieran 

satisfechos., Bse proceder hizo giténo adoptara los correctivos' oportunamente, 

dadás. susfacúltadesde direqáón, coórefinadón y control, asumiendo como propio 

el resultado típico qúe por s u amisión voluntaria y corisáénte se géneró*47. 

Debe advertirse además que, contrario a lo planteado por l a 

defensa del acusado, los principios de confianza y buen¿ Fe no 

eximen de responsabilidad, conforme lo h a indicado l a S a l a de 

Casación Penal d e i a Corte Suprema de J u s t i c i a en los siguientes 

términos: "...cuándo la "función de celebrar .contratos normativamente 

radica en un espeáficp'servidor público y no ha sido expresamente delegada 

en otro, sirio que, como en este caso, sólaha delegado en funcionario de menor 

•rapgo el deber de adelantar los trámites previos a la celebración del contrato, 

se exige por el ordenamiento que despliegue la máxima diligencia y cuidado 

cü 'momento deMddptar'la decisión final que le corresponde, pues en ese 

instante reusiáne ta administración del riesgo y por ende se hace responsable 

4 ? CSJ, Retó, 42930, Jun. 22/16, MP. Eugenio Fernández Carüer. 
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de realizar una conducta prohibida, ya que la normatividad exige que .sus 

actuaciones -estén presididas por el cumplimiento de los principias y valores 

jcónsfitucipTiales, los finés de la contratación, ^protección dé los derechos de 

la entidad que representé, las reglas spbre administración de bienes ajenos 

y los?postulados,de la ética y íd justicia"48 

J M por ello, que para establecerlas diversas maneras mediante 

«las eüales se puede tipificar l a conducta punible de contrato Sin 

cumplimiento de requisitos legales, s in que quien así procede se 

pu^da.,amparar en la . delegación, pues se le exige u n a estricta 

labor mexcusabie.de supervisión, l a Sa la pe Casación Penal de l a 

Corte.Suprema de J u s t i c i a há indicado que: 

"esa distináfirí se ofrece consecuente con la forma en que en la 
práctica las entidades del Estado llevan a cabo la junción contractual. 
En efecto, es sápido que lá celebración de un contrato y. su posterior 
ejecución, conllevó Iq realización de un sinnúmero de actos que se 
realizan, normalmente, a través de diversos órganos de la 
cvjminisimdóry. en ung relación concatenada de antecedente a 
consecuente, ta queperfUauno de los procesos administrativos más 
Complejos. 

Todo indica qué el legislador tu vo en Cuenta esa realidad al definir la 
conducta prohibido, y que quiso cobijar a través de ella tanto a los 
Servidores públicos fio rango medio en ta organización que por razón 
de sus funciones interviene eñ la tramitación del contrato, como a 
aquéllos que con ocasión de su cargo son titulares de, la junción 
contractual últimos a quienes se reserva la facultad de celebrar y 
liquidar el contrato, para lo cual sé demanda una estricta labor de 
supervisión,, inexcusable, en cuanto gafantes de la legalidad de la 
aétudción, precisamente por 'que son los únicos que pueden 
Comprometer con su voluntad final los dineros del erario*49. 

For lo anterior, és por lo que en esto oportunidad se puede 

afirmar s in temor a equívocos, -conforme lo acreditó l a fiscalía en 

l a ácusación y posteriormente en desarrollo del jificio, de acuerdo 

con el acervo probatorio debidamente incorporado, que fue el 

• é&l. S.C.P, auto de 2 0 J e agosto de 2002", radleadp«No. 18029. 
! 9 CSJ. SCP, sentencia de 9 j é f|b*eró de 2005; radicado No.21547. 
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acusado, quien deliberadamente celebrólos contratos 4 8 1 , 533 y 

582. de 2002, por vía directa, s in atender criterios razonables, 

desconociendo l a selección objetiva y soslayando fes notmas que 

rigen l a .contratación pública, esto es, s in qúe previamente - en 

fase contractual- m hubiesen observado- los requisitos legales 

esenciales y s in verificar posteriormente s u cumplimiento -en 

fase de celebración-.. S U indebido comportamiento no resulta 

admisible, aunque para el efecto invoque l a figura de l a 

delegación, porque como se h a advertido, ello* np l o relevaba de 

haber extremado l a vigilancia y estricto control que le 

Correspórtdia ejercer. Además, recuérdese, l a acusación fué a 

tituló de autor, l o que supone que realizó l a conducta punible por 

Sí mismo 5 0 . 

E s que, v en el presente Caso, resulta evidente que se 

desconocieran los principios de transparencia, selección objetiva, 

economía y responsabilidad previstos en l a Ley $0 de 1993 y que, 

Cómo se indicó con antelación, se entienden incorporados a l tipo 

penal» porque este se refiere a los requisitos legales esenciales. 

Situación que, por supuesto, no podía pasar" inadvertida para 

PéreZ Espine l , en l a medida en que no« fue uno, sino tres los 

éphtratos que le fueron adjudicados a l a misma contratista, 

evento para feLcual tuyo marcada injerencia como se h a indicado 

y que, de igual manera, él debió verificar antesde s u suscripción, 

con mediana diligepqia y cuidado, És decir, en tres ocasiones 

similares y simultáneas se desconocieron esos principios, para 

favorecer a ,una misma persona. 

''lArtfculo ? 9 C Penal 
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«NóteSe domo, de aeubrdo con esa normatívidad, para el cabal 

cumplimientó del principio de transparencia, l a contratación 

debe desarrollarse, mediante el mecanismo de l a licitación pública 

o e l concursó", salvo que, entre otros factores, se trate de u n 

asunto de menor cuantía, caso en el cual se puede contratar 

directamente (artículo 24-1,a - ídem), l o cua l está determinado 

por eliporitó del presupuesto anual del respectivo ente territorial; 

situación qüe e n esta oportunidad no h a sido objeto de critica, 

pues, que lps contratos de suministro desarrollados y objeto de 

Gueátionanííento, no superárbn ese monto. 

Del mismo modo,, para desarrollar tanto el principio de 

transparencia, como el deber de selección objetiva, fue expedido 

el Decreto 855 dé 1994 (abril 28), que reglamentó lo relacionado 

• con, l a .contratación directa.» 

Y precisamente ese proceso de transparencia obligaba a que las 

decisiones sobre ía propuesta seleccionada fueran dadas a 

conocer a los\demás oferentes, con el, fin de que estos pudiesen 

reahZaf las observaciones correspondientes, como puntualmente 

lo establecía el ntmlérál 2* del artículo 24 de l a Ley 80 de 1993, 

en los Siguientes términos: "Bn los procesas contractuales los 

Mtérés(Mói> tendrán oportunidad de conocer y controvertir los informes, 

conceptos y decisiones que se rindan o adopten, para lo cual se establecerán 

etapas que permitan el conocimiento de dichas actuaciones y otorguen la 

posibilidad de expresar observaciones'. 

Pero* por supuesto, no. les interesaba realizar esas gestiones, 

pues anté eí evidenciamiento de las múltiples irregularidades 
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advertidas, que llevaron a l a escpgéncia indebida de^Ta 

contratista Karol Emilce Gano Garzón, se llevaron de ealle tal 

principio, desconociéndolo en ¿ü integridad,; dado qué l a 

escogencia estaba predeterminada; lo que se Concluye, por 

supuesto, a partir del materlál probatorio debidamente 

incorporado. Lo cua l pérmite afirmar u n a vez mós, Contrario a lo 

qué de manera vehemente planteó ía yocera de l procesado en Ja 

audiencia de juzgamiento, referido a la» supuesta absoluta 

transparencia de los frés procesos contractuales, que 
•* 

simplemente se les- quiso* ampUrar con u n ropaje de Claridad que 

nunca se cumplió, pues las reales intenciones eran bien 

diferentes. 

Ü ! que, además, s i «se quiete ahondar en, argumentos pa ta 

establecer que;eh este caso.pi s iquiera hubo contratación directa 

comó fe mandaba ía norata .anteriormente Mencionada, no 
fe " 

'Obstante 'qué-ése fue un- tema que constantemente se esgrimió 

desde l a bancada, de l a defensa, para aludir á l a supuesta 

.transparencia "con l a ' que sé obró» debe afirmarse que s i se 

hubiese actuado de esa manera, por l a cuantía de los contrates, 

bien pudieron contratar con uü distribuidor de insUmos" 

alimenticios, otro de elemento! deportivos y, finalmente, con uno 

de textos escolares, pero no acudir á t ina tercería o 

intermediación inexperta» que fué lo qüé finalmente se hizo en 

esta oportunidad, cuando* Karo l Emilce fUe .seleccionada, para 

esos tres convenios c o n objetos* totalmente diferentes, sabiendo 
is-

cte antemano que ella no tenía las Condiciones dé comerciante 
park el cubrimiento de tales riíbros. 

De l a m isma manera, s i de transparencia, se hubiese tratado, 

debieron haber dado a conocer «quiénes fueron los otros 
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proponentes que igualmente-sé íhtetésáfoúeuestps suminú 

para haber conocido esas condiciones, porque como-lo indicó l a 

señora Fanny Yizzeth Ñiño Vega (fls. 144-147 e.o.3), cuando se 

le preguntó s i además: <te fe, oferta- presfentada por ella, en 

relación con él contrató 582, hubo otras, frente a l misMo objeto 

contractual, respondió: 'ÍÉréepresentdrofí Martasprepuestas uño 

tenía que hacer cola todos fes días para ser atendido en la 

gobernación, después del -estudio de varias propuestas me 

llamaron y me dijeron quemo 'había'seáido favorecida?. Así, simple 

•y llanamente, sin- darle'posibilidad de realizar "observaciones fid 

proceso y para los efectos de fe presente actuación, 

desconociéndose esas otras var ias propuestas. 

Después de referirnos entonces a los diversos medios de prueba 

de contenido directo, tanto testimonial, como documental, que 

han permitido estructurarda» conducta punible de contrato s in 

cumplimiento - de requisitos legalefsr qué en este- caso -como 

equivocadamente lo han., mamfestado fe, defensa material y 

técnica- no sólo estaba "soportado en lá- declaración de Jorge 

Cortés Colmenares; también debe resaltarse u n aspecto que no 

puede dejarse pasar por* "a!to¿ refeapnado con Una situación 

desplegada por e l hoy acusado eh otro eyeníp Similar, por-el $Ual 

incluso y a fue conden^dó por l a Bala dé Casación Penal de lá 

Corte Suprema de Justicia/dentro del radicado 38438 de agosto 

14 de 2014, por los delitos 4 e concusión e interés indebido en l a 

celebración de contratos; razón por" l a cua l resulta plenamente 

pertinente en esta oportunidad. 

Nos referimos, por supuesto, át conocimiento previo que tenía el 

acusado para direccionar y "seleccionar a s u antojo a los 
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contratistas, lo que se desprende a partir de las manifestaciones 

que el hoy exgobernador le realizó a u n ingeniero contratista, 

para favorecerlo con u n contrato por" valor de cuatrocientos 

millones ($ 400.Ó00.0Ó0,oo) de pesos, p a r a l a electrificación de 

dos veredas déf municipio de San Lu i s Palenque del 

departamento de Casanare, a caínbip de qué realizara unos 

aportes económicos pára l a campana de u n corieejal del referido 

municipio, para lo cua l aquél giró u n o ! cheques por valor de 

veinte millones ($ 20.000.000,oo) de pesos y efectivamente, el 

contrato, en mención le fue adjudicado como se había acordado, 

el 2 de diciembre del año 2002. 

Y por supuesto, para este contrato también existía l a delegación 

que tanto han pregonado acusado y defensa, pero l a verdad, l a 

misma» como efectivamente lo anunció la-fiscalía, se convertía en 

u n a especie de "fachada", porque finalmente l a escogida fue l a 

misma persona, pese a las irregularidades advertidas. 

Recuérdese» además, qué los hechos a los- que Se alude, se 

remontad ql més de septiembre del año 2002, esto es, con 

antelación á los contratos qué en esta oportunidad son objeto de 

cüeStiónamiénto penal. De donde se desprende que, en efecto, e l 

hoy acusado sí tenía ese conocimiento, así como l a posibilidad 

no solamente dé escoger a s u antojo a l contratista de turno, sino 

igualmente de suscr ib ir de-acuerdo a sus intereses, ios convenios 

que favorecían a los contratistas que finalmente resultaban 

elegidos pa ta contratar Con dicho ente territorial, dado que 

Jhcftiso t©alteaba maniobras fraudulentas pa ra obtener a través 

4e las relaciones contractuales, beneficios económicos para 

terceros, en desmedro del erario público. 
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Por otxa parte, los comportamientos a que se contrae este 

proceso fuerbn realizados por Pérez Esp ine l a título de dolo, pues 

s in duda alguna conocía lps hechos constitutivos de l a infracción 

penal, esto es, lps requisitos exigidos por l a ley para u n a 

transparente y objetiva contratación, pero no obstante ello 

enrutó s u voluntad a esa realización, vale decir, tramitar y 

celebrar los tres contratos cuestionados, s in el cumplimiento de 

los requisitos legales y celebrar s in verificación de esos 

requisitos. 

Adicionalmente, se advierte que l a conducta de l procesado se 

torna antijurídica, en ía medida en. .que, a partir de las 

atribuciones asignadas a él de manera preferente y privat iva5 1 , 

en s u Calidad de ordeñador del gasto, las que por supuesto no 

podía delegar, no' tuvo en cuenta el cumplimiento de los 

requisitos legales esenciales para l a contratación estatal, 

regulado! en Ía bey 80 de 1993, tanto en faSe de tramitación, 

como de celebración y que privilegia en s u desarrollo, l a 

aplicación ¿e los principio! de transparencia, economía» 

responsabil idad y selección objetiva; los cuales le imponían el 

deber dé acatar frente a los tres (3) contratos Suscritos en favor 

de Karol Emilce Cano Garzón, contrariando con ello el bien 

jurídico de l a administrad.ón pública, s in que se vislumbre 

ninguna causa l de justificación en l a misma. 

Debe Agregarse finalmente en este apartado alusivo a l contrato 

s in cumplimiento de requisitos legales, que e l énfasis referido a 

los dos primeros eventos del artículo 410 del Código Penal, como 

realizados por el procesado Pérez Esp ine l , se hace en 

CSJ, Rad. 21547„feb. 9/05, MP. Marina Pulida 
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consideración ..a que l a aeusaéiónse concréfo a título de aulór, m 

prueba analizada l leva a esa éorielusión y «además,porque l a Sa la 

de Casación Penal de l a Corte Suprema de Just ic ia , h a 

considerado l a posibilidad qué-en» éstos eventos.confluyan dos de 

las modalidades allí pfértstás, esto es, l a tramitación s in 

•cumplimiento de los requisitos lególes, y jp, suscripción sim 

verificar los mismos requisitos en lá fase, precontractual; 

concretamente así se expresó la*G©tptíráeíón: "Pam-elauso,concreto, 

el procesado realizó dos (2) de las*cpndudas0ert)atiyas Contempládas en el tipo 

penal, porque, tramitó y celebró el contrato de obra, y las .modificaciones o 

adiciohes, sin verificar el áumfíbmiento .de los requisitos legales esenciales 

atinentes q los principias de planeqdóny responsabilidad".^' 

¿s . -: 

i -

Y Cn ese caso, también s e pretextaba éqMo< excusa, tanto l a 

delegación» ..eqmó él principio de cohfianza» sóbfe los cuales ya se 

tuvo/la ©poitoMdad de. disertarlo correspondíénte.-
•« ' ? 

4 

Pero, además, j a misma "Cbtpófación ón«otro prónunciamientO que" 

y a se h a mencionado en d-^anscurso^de «esta decisión, cuando se 

prócesó u n ex gobernador del departamento del Htxila por u n cásó 

similar, había concluido que el ordenador del gasto no solamente 

puede'llegar a selecciOnarJosmontmtis:ms,'sm® igualmente- celebrar 

los contratos, s in que ellp riñAcgn lá atribución "del comportamiento 

previsto en el evento dos del artículo 410" del Código Pepal,, sobre el 

párticular indicó: MLas pruebas y, én ello no ftay mrittffyerqiá, penen de 

manifiesto que las fases* p/econtráctual y de ejecución estaban 

desconcentradás en cada una délas Secretarías del Despacho, en este caso 

en la Secretaria.de Vías e Infraestructura por virtud de la naturaleza de los 

bienes adquiridos y de tos servicios, en tanto que el aforado conservaba la 

facultad*de seleccionar los contratistas y celebrar los contratos". 

-*— "r—7.—S—" 
s í q j f t R a d . 42930, Jup . £2/16, M?. Eugenio Férn|nc}ez Carii'er. 
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Á-él le ámespondía verificar lamrrecdónde ¡as tareas realizadas,por ros demos 

jimcionaribs. que él mismo tes asignó, que en todo caso, conocía, qúe entendía 

obrabqpejtel plano de áotaborcuíotés porque ladetísióh final de firmar era la de 

'él,, instante én el que. debía constatar que los requisitos esenciales estuvieran 

satisfechos* Ese proceder hizo que no adoptara los correctivos oportunamente, 

dadas sus facultades dé dirección, coordinación y control, asumiendo corno 

propio el resultado típico que por su omisión voluntaria y consciente se generó33, 

Reiterándose qué en aquella oportunidad, -se "...te atribuye ta 

comisión de los delitos- a titulo de fiólo considerando qué los celebró, 

voluntariamente; sin Verificar él cumplimiento de los requisitos legales 

esenciales"3?. 

E s a aparerde mix tura 4e imputaciones (tramitar; Seleccionar y 

celebrar), como se advierte en l a acusación y 15 justi f ica l a 

jur isprudencia, no obedece tanto a imprecisiones jurídicas como 

a lá, complejidad m i sma del Comportamiento, adoptado por el 

acusado. 

E n efecto; el artículo 410 del Código Penal prevé u n tipo penal 

cOmptíesto o de conducta alternativa, de modo que describe los 

comportamientos de "tramitar" contrato s in el cumplimiento de 

los requisitos legáles. esenciales, o "celebrarlo? 0 "liquidarlo" s in 

yerificár dichas condiciones, cada u n a con l a potencialidad de 

consumar por sí sola u n a descripción típica distinta, de modo 

que tanto da que apenas u n a <fe ellas se concrete, cuanto que se 

desplieguen dos 0 las tfes, .obviamente s in perjuicio de l a 

importancia de esta mixtura,, no para derivar u n concurso de 

hechos punibles por esa sola multiplicidad, pero sí 

eveníKíaímente para l a medición de l a pena. 

1, i i * nmu rfj * ir- ^nnu..»....! ...¿uu n. 

5 3 CSJ, Rad. 29089. Mar. 16/09, MP. Julio Enrique Soeha Salamanca» 
ídem 
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Esto se dice respectó de los Vés verbos rectores dentro de u n 

misrfio contrato, no de l a variedad compórtamehtal relacionada 

con contratos diferentes, en cuyo caso s i es inexorable lá 

imputación del concurso material de. delitos, como lo hizo l a 

«acusación q n este casq. 

E n otras palabras, aunque ías conductas de tramitar, celebrar y 

liquidar u n contrato pueden distinguirse y adjudicarse a 

personas diferentes én l a dinámica contractual del Estado, no por 

eño obedecen a l a figura de comportamientos estancos, pues 

perfectaiíienté pueden focarse cuando u n a persona como el, 

acusado en este caso, decide no sólo intervenir decididamente ero 

fe tramitación del" contrato y l a selección del contratista -

soslayado en u n a fingida delegación-, sino que igualmente lo 

celebra a pesar de las.manifiestas irregularidades que. él mismo 

promovió, patrocinó y no" verificó. 

3, Peí delito dé peculado por apropiación. 

Debe recordarse, en primer lugar, que el delito dé peculado se 

Vefine corpn aquélla conducta del servidor público que se apropia 

en provecho suyo o de un tercero dé bienes del Estado 9 de 

empresas o instituciones, etí que esté tenga parte o de bienes ó 

fondos parafiscales, o de bienes de particulares cuya tenencia o 

administración se lé hayan confiado por razón de sus funciones 

(artículo 397 de l a ley 599 dé 2000). 

E l tipo penal en mención también precisa de sujeto activo 

calificado, lo-que e n el presente caso no ofrece discusión alguna, 

87 



Primera Instancia: 41817. 

* WiIJiam Hernán P«rézXcpin<»i 

dada l a condición de servidor público, Gobernador del 

Departamento del Casanare pafa el período 2001-2003, que 

oi fentaba el hoy acusado para l a época de los hechos 5 5 . 

Precisamente, en v ir tud de» ésta calidad, tenía l a representación 

legal, de diqho ente territorial, siendo pof consiguiente el 

ordenador del gasto, esto es, el funcionario facultado para 

comprometer patrimoñialmente a l a entidad, éqn cargo a s u 

presupuesto. 

E n esa medida } el doctor Pérez Espine l , además de ostentar e sa 

calidad de servidor público, tenía asignada» enetíhsideración a l a 

especial, posición que ocupaba para entonces, Gobernador del 

Departamento del Casanare, l a importante misión de administrar 

fc>s róeürsps:asignados a dicho ente territorial^, en tratándose de 

Actuaciones de índole contractual, estaba, obligado a apKcar 

"...ios reptas sobre administración de bienes ajenos" y "...los mandatos y 

posiüladps que gobiernahuna conducta ajustada cclq.ética y a ¡ajusticia", 

como puntualmente lo establece el artículo 26, numeral 4 o del 

Estatuto General de Contratación Pública (Ley 80 de 1993). 

Justamente, con ñúidameñto en esos mandatos, enmarcados 

dentro de láprincipinlístieay las regías de l a contratación estatal, 

tal como se indicó e n apartados anteriores curado se aludió a l 

©tro-tipo penal por el cua l h a "sido procesado, éra s u deber, desde 

el fiühtó, de v ista de l a función qüe desempeñaba, vigilar y 

controlar l a correcta y adecuada utilización y distribución del 

presupuesto de aque l ente territorial adoptándo los mecanismos 

« s s FIs.30-32 c.a.tf.2 
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necesarios de' previsión» en virtud de los contratos quemón s u 

firma avaló, para establecer no solamente l a necesidad de éstos 

frente a l plan de desarrollo56 , sino igualmente el equilibrio en 

relación cpri l as prestaciones pactadas, en procura de garantizar 

con aquellos el beneficio dé los intereses generales, como u n a de 

l a s características" esenciales de l a -función administrativa, 

confórmelo dispone e l artículo 209 de l a Constitución Política. 

Y frente a ese tópico,, no cabe duda entonces de los evidentes 

sobreeostos reportados en los tres (3) contratos tantas veces 

referfenciados, los cuplés no se desvanecen con l a tesis esgrimida 

por l a defensa, acerca de los mayores valores asumidos por l a 

contratista seleccionada, quién supuestamente debió sufragar 

gastos -adicionales, denominados costos indirectos, que pór 

supuesto no alcanzan a diezmar las ostensibles ganancias 

obtenidas con la, irregular contratación, lo cua l condujo, s in 

bes|tacióp. alguna, a l a pérdida de recursos de l a entidad 

departamental. 

E n efecto, s i l a apropiación, de los jfiaeneiónados recursos fue 

• producto de l a s maniobras torticeras en l a tramitación y 

celebración de los contratos y a réferenciados, respecto de los 

cUáles l a prueba señala de manera inequívoca el compromiso y 

larespoñsábilidad de Férez Espinel , por necesaria consecuencia, 

los mismos presupuestos probatorios, afincados en u n a 

adecuada construcción indiciaría, pernfiteu .enlazarlos de 

5 6 Así.lo indicó el propio anisado en su indagatoria,{fls./183-198.Cuatferno original 1 Fiscalía) y ia propia 
administración departamental de Casante Id consignó expresamente, en los .estudios preliminares de* 
conveniencia frente a cada uno de lostres-cóhtrátos, al indicar queios proyectos resultaban coherentes con 
los lineamlentas, pólfticas y*estrategias planteadas por el Plan de Desarrollo "Con Alma de Pueblo", en la 
•medida en que iban encaminados al mejoramiento dé las calidades de vida de la pdbíación estudiantil, (fls. 
16? cuaderno anpxacopia 6, fí. 390 diad.erno anexo copia ÍA y fl. 138 cuaderno anexo copia 6, en relación 
con fo'scdrttratos'481,53J,y582frespectivarnéhte. 
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mañera lógica con la Inferencia plasmada; qüe en reaSíad %Í 

próeesádo quiso realizar toda esa actividad contractual cón las 

irregularidades advertidas, vale recordar, sin acatar y verificar el 

cumplimiento de los requisitos legales esepciales, para que con 

posterioridad urotercero, en esté caso la contratista seleccionada 

en los, tres evento!, Aé aprovechara de los recursos del Estado. 

E s que resultan evidentes los desfases entre los valores 

contratados y los realmente ejecutados, que ilustran de modo 

pbjétivo l a .desviación de los recursos del erario público a terceros 

y s u consiguiente aproFiaeidn ilícita, porque, se reitera además, 

qpe efe manera extraña, no obstante los disímiles valores dé las 

propuestas, qúe deberían incidir en el proceso de selección, 

fmalmente.se presenta por el valor total .del presupuesto asignado 

para la adquisición de los productos requeridos, de dónete se 

desprende-$§p ánimo de apropiación a como diera lugar, del total 

del presupuesto destacado por la administración departamental 

para esos efectos, independientemente del valor real de los bienes 

adquiridos, Pór eUVes qúe, en este punto, no tienen acogida los 

esfuerzos argumentativos expuestos por la vocera del procesado, 

en relación con j a s cotizaciones y los precios del mercado, porque 

de todas fbrinas,;cualquiera que hubiese sido el valor, finalmente 

lo ajusfabafi al del presupuesto oficial qué tenía asignado cada 

contrato, pára lograr la apropiación total del mismo. 

.Nuevamente, en .esa dirección, importante resulta -traer a 
colación lo ocurrido cón el contrato 582, por cuanto las 
diferencias entre los precios por los cuales la contratista vendió 
los cuatro mil (4000) textos escolares al ente territorial, fuerop 
superiores al doble de sü valor comercial para la época, situación 
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Mjustíficable a u n teniendo en consíderácfión/que debió sufragar 

J a pql im de calidad y cumplimiento o cancelar el impuesto de 

timbre -y l a publicación del .contrato, pues tales erogaciones 

dífícifrpenté alcanzan el 10% del valor final de l a transacción. 

Significa lo anterior que, de acuerdo con esos valores, cancelados, 

Cón cargo a los recursos de l a Gobernación del Casanare, se 

hubiesen podido adquirir otros euatfo m i l textos escolares y aún 

así, hubiese sobrado dinero, lo Cual se" traduce en u n relevante 

desmedro patrimonial1 para el Departamento, que 

irreftitablemefite eonstitnyerapropiación indebida de recursos del 

Estado. 

Recuérdese, además, que los mayores valores fueron 

aumentando de manera progresiva y, por supuesto, en esa 

misma medida las ganancias; que percibía l a contratista, pues en 

el primer contrató que era por $ 29.946.24*0, e l valor real de l a 

compra fue. de $> 19(086.200, generándose u n a diferencia de $ 

10.860.040; en e l contrato 633, sUscjrito por $ 146.763.000, el 

Valor real de l a compra fue de $ 125.662.500» con Una diferencia 

de $ 21.LOO.50% y en el contrato 582, suscrito por .$ 

131.240.000, el precio de l a compra fijó por $ 56.000.000, 

presentándose u n a diferencia de $ 75.240.000 (fls. 6-11 c.a.o.5); 

,esas «cjfrte, as i detalladas, se erigen s i n duda alguna en los 

mayores valores cancelados por el ente territorial con ocasión de 

estos contratos y que. constituyen prueba incontrovertible del 

detrimento del erario público; montos sobre los cuales, después 

de las deducciones correspondientes, se produjo l a apropiación 

por parte de fe contratista ilegahnente seleccionada, como se 

Concretará más adelante. 
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ALzespectó, lio puede olvidarse que el Decreto 855 de 1994, en el 

inciso 2 o del parágrafo del artículo 3 o , establecía que: f 8n todo caso, 

la "entidad tendrá en menta para efectos de la contratación los precios del 

mercado..?, de dohde sedeSprende el cuidado y l a verificación qué 

previamente se tuvo que haber realizado, para constatar que no 

se presentaban desfases come los evidenciados, en l a medida en 

que símplcmeñte se conformaron con los precios presentados por 

l a contratista,, lo que se tradujo en el mayor valor cancelado por 

l a administración departamental del Casanare, cuando 

demostrado quedó, que los suministros contratados realmente 

correspondían a Unos valores muy inferiores, situación indicativa 

qpe no Se quiso Cumplir con dichos postulados de transparencia 

y objetividad^ pues el direccionamiento para favorecer a u n a 

personaron particular era evidente^ 

Y no se diga que l a contratista no recibió esos mayores valores 

como lo insinuaron desde l a defensa, pues en el-siguiente cuadro 

aparecen l a s fechas en que efectivamente se hicieron los giros a 

nombre de Karol Emilce Cano Garzón, por parte de l a 

gobernación del departamento de Casanare, para establecer que 

en efecto recibió-los pagos-y; por Consiguiente, se apropió de esós 

mayores valores (fl. 205 c.á.o.6). 

Contrato N° "Valor girado Fecha de giro Beneficiaría 

533/ 02" Anticipo » $ 73.378.500" Octubre 31/02 Karttl Emilce Cano 

533/02 "Pago final S66.407.Z57 Diciembre 23/02 Karol Emilce Cano 
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481/02 Anticipo $ 14.970.120 Octubre 22/02 Karol Emilce Cano 

481/02 Pago final $ 13.547.674 Ñovitembfe 22/02- Karol Emilce Cano 

582/02, Antipipo $"65.617.000 Novierübre 19/02. Karol Emilce Cano 

58£/02 P$gó final $ 59.383.100 Diciembre 23/02 Karol Emilce Cano 

"Nótese, además, que en esa. liquidación y a se encuentran 

incididas lo atinente á los costos indirectos y que l a misma 

corresponde Con esas deducciones, de donde se desprende que 

frente a l pripíer contrato, el 4 8 1 , relativo a l suministro de víveres 

p a r a l a atención de restaurantes escolares, l a ganancia ilícita 

neta obtenida por ía contratista fué de nueve millones 

cuatrocientos- treinta y u n mi l quinientos noventa y cuatro ($ 

9.431.594) «pesos; en el segundo convenio, el 533, pará el 

suministro dé material didáctico, el mayor valor fue de catorce 

millones ciento veintitrés mi l .doscientos cincuenta y siete ($ 

14. l2a3.25T) pesos y, en.el último de ellos, el 582, cuya finalidad 

e rap l suministro de k i t escolar, l a Utífidád. ilícita obtenida fue de 

sesenta y nUeye millones qien ($ 69,000.100j pesos, para u n gran 

total de beneficio económico realmente cancelado a l a Contratista 

Karol Emücé Cano Garzón, de noventa y ¿Os millones quinientos 

Cincuenta, y cuatrp mi l novecientos cincuenta y uno ($ 

"92:554.951) pesos, s u m a nada despreciable, no sólo por el medio 

lícito s i n o F°r haber sido obtenida en él término escaso de u n 

mes. 
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Sobré este tópico, el punto" e n discusión no es que los 

suministros no se hayan cumplido, por cuanto fue ese otro 

mecanismo?" de distracción que se quiso implementar, para 

bónsidérar ráZdñablfes. las gantoicias de l a contratista 

seleccionada, pues lo «que realmente debe destacarse, es que ello 

ocurrió en condiciones mucho menos benéficas para l a 

administración departamental y para l a propia Comunidad, que 

finalmente, fue l a que se vio privada de tenér más recursos para 

l a satisfacción de otras necesidades, lo que constituyó u n 

detrimento para l a entidad "territorial. 

Y para los efectos de establecer no solamente l a fipicidad sino 

igualmente l a responsabilidad del hoy acusado, frente a l delito de 

peculado, recuérdese quee l propósito que desde u n comienzo lo 

liévó a favorecer a l a contratista con l a adjudicación de los tres 

(3) contratos, como se analizó ampliamente a l estudiar s u 

responsabilidad en -el. delito de contrató s in cumplimiento dé 

requisitos legales, pone de manifiesto a l mismo tiempo que para 

l a escogencia de aquella; previamente oiprtió l a observanciá de 

los requisitosíegales y, luego, l a verificación del Cumplimiento de 

aquéllos pasta e l perfeccionamiento de j o s contratos, vale decir; 

los relacionados con "fe fase precontractaal, por lo que, el aforado 

fue dueño/del proceso causal que aparejó como consecuencia l a 

afectación a l patrimonio de l a entidad pública» según se advirtió 

con acierto desde l a resolución de acusación. 

A I respecto puede concluirse entonces que el procesado Pérez 

Espine l fue consciente de todas las irregularidades verificadas 

en l a tramitación y celebración de los contratos,, a l no constatar 

que en s u trámite, se incumplieron los requisitos legales 
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esenciales y, especialmente, de que lapersona séleccionada pata 

materializar los mismos, no tenía las condiciones y cualidades 

conforme con loa términos de referencia elaborados por el propio 

ente departamental;, y a pesar de ellp,, lé adjudicaron en u n 

tiempo célere de escaso u n mes, tres (3) contratos para 

srtíninistray diférsos-elementos para las instituciones educativas 

deí departamento, posibilitando de esa manera que u n tercero, 

esto es, l a contratista Karol Emilce, obtuviera provecho ilícito en 

perjuicio de l a comunidad que representaba. 

Se desprende-de lo anterior que para este delito en particular, el 

actuar de Will iam Hernán Pérez Espinel fue igualmente doloso, en 

la medida eh que voluntariamente tramitó los tres contratos 

cuestionados, s in observancia de los requisitos legales esenciales, 

y los celebró s i n verificar previamente el acotamiento de aquellos» 

en fase de tramitación, loque implicaba claro' está, constatar que 

l a persona seleccionad^ efectivamente contaba con l a s 

credenciales para contratar cóh e l ente territorial que 

representaba, Actuación que precisamente propició l a 

apropiación de bienes del Estado en provecho de u n tercero, de 

lo cual tenía pleno conocimiento. 

E n este orden de: ideas, estima l a Sa la que se h a acreditado 

suficientemente,, s i n dpda razonable alguna, tanto l a 

materialidád del delito de peculado, en los términos concretados 

en J a resolución de" acusación, en cuantía de noventa y dos 

mil lones quinientos cincuenta y cuatro.mil novecientos cincuenta, 

y u n ($ 92.554.951) pesos, como l a responsabilidad del procesado 

en Calidad de autor material del referido conipértamiento, al 

permitir consciente y voluntariamente que l a contratista escogida 
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se apropiara de los mayores valores determinados en cada rulo 

de los contratos celebrados. E n ese sentido se h a pronunciado l a 

Sa la de Casación Penal .de esta.corporación: "La conducta se entiende 

consumada cuando eh servidor público sustraed bien o las bienes de la órbita 

de custodia del Estado con el ánimo de Hacerlos propios o de "que un tercero 

- lo haga. El acto de sustracción priva át Estado de la facultad dispositiva de 

sus recursos, sin que forzosamente guien cumple la acción entre 

efectivamente a disfrutar o gozar dé aqueílo0, basta conéthecho.de impedir 

que el Estada siga disponiendo, de los recursos confiados al servidor 

[público?7. Por todo ello» se impone proferir en s u contra 

ígUfdhiente, sentencia condenatoria. 

Ahora bien, como quiera que l a acusación especifica.de l a Fiscalía 

sé h a referido a uñ delito único de peculado agravado por l a 

cuantía, en razón de .fe surtía* délos tres (3) válores individuales 

de las pérdidas en cadá contrato, l a conclusión en esta sentencia 

no puede ser diferente,, j rabidk ejjénía que u n a pretensión 

diferente lesionaría gfayemetíte los principios y garantías de 

congruencia, contradicción y defensa. 

*"De oi±o lado* .papa reforzar él anáfisis Trente a feíantfiurfdMdad 

&.<fe j a s éonducfas atribuidiás ¿1 apusadp, debe indicarse que se 

fesiopó efeetivárpénte el bién jurídico de fe administración 

púbficAí..al 'óbríáriel principió de legalidad que se impone proteger 

«éh felbrámite contractual. 

p 

E n él delito 'dé contrato sméumpli'miento de requisitos legales -

en Cóncur^^homogérieo sucesivo- lá vulneración del bien jurídico 

Se verifica edn e l desconocimiento de los" principios rectores, de l a 

ti¡ $jCmé. Uó. 38396 dfeliQ-X-QlZ 
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contratación pública, traducidos e n reglas y exigencias roe 

carácter legal, dado que como lo- h a puntualizado l a Sala de 

Casación Penal de esta Corporación: "...son el alma de los bienes 

jurídicos qjie infióluúrañyyoc et\desoh parte del tipo; su consideración como 

i'aies garemfizgjy délffwte el principia de gntijurídicidad' material Así, par 

ejemplo, la Seteedón.objetiva es-tiñ Metí jurídico en sí mismo, y es un requisito 

esencial de los optítmios de la administración pública, púés propende por lü 

participación democrática en rpttcficmnes de lealtad e igualdad, por la 

moralidad y la transpáréntjm de lá fundón públi&fm$ los «que, 

evidentemente fueron desconocidos en esta oportunidad, cómo 

se h a recalcado e n e l transcurso de .esta decisión; reiterándose 

que es l a legalidad eii .ej trámite impartido én lá cOntrataoión 

estatal lo que se protege, toda vez que no se trata de constatar 

u n detrimento patrimonial* jbadta. l a ! arcas del Estado, y a que ello 

-comporta- otra conducía delictiva; -que en este caso debe 

concursar. 

A s u vez, es acertado destacar, respecto del peculado por 

apropiación, que el comportamiento atribuido a Pérez Espinel es 

igualmente antijurídico, por cuanto implicó el ejercicio indebido 

de l a función pública, a l desconocer l a guarda que sobfe el 

patrimonio departamental se le confió por razón de su cargo, 

vulnerando el interés* general y l a integridad de la administración 

pública mediante ün andamiaje con el cual no solo se defraudó 

el erario, sino lá confianza depositada en el acusado por parte de 

ípk comunidad" del Gasanare, 

"i 

Hítese, qué e l detementopatómoníal analizado defiéne de u n 

aCfo.def ordenador del gasto,, eh cúya cabeza, e s t a l a guarda del 

presúpuésío deuna-región que si bien .recibe ingresos de regalías 

•M CSÍ, Rad. 25149 oct. 5/06 y 25495 May. 6/09. 
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por l a explotación del petróleo, sé espera qüe ese patrimonio sea 

debidamente administrado con hfensparértcia, puesto que 

permitir y/o auspiciar qüe terceros' sé apropien indebidamente * 

del mismo, directamente está- contribuyendo a u n acto -de 

corrupción que repercute nocivamente en. el desarrolló de lá 

región. 
•Á 

E n relación con el. juicio de reproche que le cabe al aquí 

procesado, frente a los dos comportamientos delictivos por los 

cuales fue acusado por la fiscalía, debe indicarse entonces que 

Will iam Hernán Pérez Espinel a l momento de ejecutar esas 

conductas, tenía l a capacidad para comprender l a ilicitud y para 

..determinarse de acuerdo con eéá comprensión» .pttes no'padecía 

de inmadurez psicológica, trastornó mental, diversidad 

socjocultural o estados similares", conformé con las previsiones 

del artículo 33 del Código Sustantivo Penal. 

De l a misma manera, era consciente de l a prohibición,, esto es, 

que tanto el contrato s in cumplimiento de requisitos legales, así 

como el peculado por apropiación, son comportamientos que se 

encuentran tipificados como delitos en el ordenamiento jurídico 

colombiano, lo que se desprende, claro está, de sus especiales 

circunstancias personales, sociales,; culturales y profesionales, 

así como los diferentes cargos públicos que había desempeñado. 
:mp, anterioridad. * 

Y, finalmente, le era éfigibte cómo a l que más, u n 

comportamiento- ajustado a -la nor ina, esto es» no* infringir A. 

ordenamiento júrídico en relación cpn jefe ¿los comportamientos 

que le- fueron .deducidos, porque, además» no -se* v is lumbra qué 
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e n s u caso se Hubiese encontrado frehte a uno de los supuestos 

que excluyáh l a culpabilidad, como lo son los eventos de caso 

fortuito o fuerza mayor o que hubiese obrado bajo insuperable 

coacción ajena o impulsado por miedo insuperable, según las 

previsiones deí articuló 32 ídem. 

Acreditados así. los requisitos contenidos en el artículo 232 de l a 

Ley 600 de 2000 y acogiendo l a solicitud de condena tanto de l a 

Fiscalía como del Ministerio Público, l a Sa la declarará a Will iam 

Hernán Pérez Esp ine l responsable penalmente cómo autor del 

"delito de contrató s in cumplimiento de requisitos legales, en 

concurso homogéhéó y sucesivo, y de peculado por apropiación, 

en concurso heterogéneo, conforme lo prevén los artículos 29, 3L , 

397 inciso 2 ó y 4 1 0 del Código Penal . 

4. Respuesta a los alegatos dé los sujetos procesales. 

"4.1. De l a Fiscalía. 

De acuerdo con el .análisis qüe se acaba de realizar? se están 

acogiendo én s u integridad los planteamientos de l a 

representante del ente acusador { en cüántó solicita l a expedición 

de u n a sentencia de carácter condenatorio eh contra del 

procesado-, porque f h Cu sentir se reúnen Jos requisitos que para 

é l efecto ¿demanda elprecepto 232 del Código Procesal Penal (Ley 

600 de 2000). 

i Y ello es a s i , por cuanto de acuerdo con e! recaudo probatorio .que 

l a S a l a h a tenido l a oportunidad de valorar, efectivamente, 



Wiilíám Hemár> Pér|rJ¿^ei 

permite llegan a esá conclusión, debiéndose emitir sentencia de 

condena en contra de Will iam Hértián Pérez Espinel , por el 

concurso de conductas punibles ide contrate s in cumplimiento-de 

"requisitos legales y peculado por;apropiacÍÓn eft favo'r de terceros,, 

agravado por l a cuantía. 

4,2. .DeTMtalsteido PúMíUo. 

E n igual sentido que frente d las" pretensiones de l a fiscalía, cóse

l a decisión que se adoptará, se acogen los pedimentos del 

representante de l a sociedad, en cúantp aludé a que én este caso 

se configuran las dos certezas a que se refiere el artículo 232 de 

l a Ley 600 de 2000, de ácuerdó con las pruebas obrantes» las que 

él analizó puntualmente. 

t. < 3 v Mé te pa i t e n i y l L 

Como el representante de l a parte efeñ Se Emito a-decir que efi el 

evento de establecerse l a responsabilidad del acusado, debía 

entonces condenársele a l pago de los perjuicios ocasionados en 

desmedro del departamento del Casanare, en el acápite 

correspondiente-,- esto es», ettfe l a pumbiMad» se aludirá a ese 

tema. 

4.4,s Dq l a . yoééra *dél acusado. 
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E l tema de l a delegación, Como se indicó, no fiie Jfejeto de 

discusión, Más sí el tema de l a responsabilidad qñe, -contrario a 

lo indicado por l a , vocera, e ra de l a total incumbencia de Pérez 

Espine l , no Con fundamento en lás sentencias de 

constituciopalidad que fueron citadas ptír l a fiscalía y el 

representante ¡del" Ministerio Público, porqúe en efecto no 

resultaban apl icables.a este caso, en consideración á l a fecha de 

ocurrencia de los hechos, pero sí por otros eventos que fueron 

ampliamente sustentados igualmente en jur isprudencia 

oportunamente reseñada. 

E n péíáqióu cón l a s modalidades contractuales util izadas, para 

sostener que se genero u n a mayor transparencia de l a exigida en 

l a ley» pues que no era necesario realizar publicidad sobre las 

mismas,; debe advertirse que el tema quedó ampliamente 

«dilucidado en e l análisis que se hizo sobre el particular, donde 

quedó demostrado quemas allá de esa-Supuesta "transparencia", 

todo obedeció a u n mero aspecto óe forma, por curato 

finalmente^ no obstante existir unos términos de referencia qu® 

indicaban l a * calidades que debían cumpl i r los oferentes, los 

mismos fueron olímpicamente desconocidos, seleccionando a la-

pefsóna que estaba predestinada para ello, pues no otra cosa 

sugiere lo que se probó dentro de l a actuación. 

Por consiguiente y , contrario a lo planteado por l a vocera del 

¿plisado, en esta oportunidad no se cumplieron los requisitos 

legales para l a elaboración y suscripción de los tres contratos que 

han sido objeto de cuestionamiento, y qute generaron e l inició de 

l a presente actuación. 
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«Rrtpiéntté k lés cpsfQS ándiréptos qqétén s u sentir no fueron 

térñdók en cuenta,? pa ta detérajinar que ért efecto no se 

produjeron' sobrecosas" en la-elaboración de jos tres contratos 

cuestionados,? luego de- "referir algunoss valores que deberían 

descontarse, hapé- saber • que finalménte para l a liquidación de 

los contratos Se "tieííén "en "cuenta las cotizaciones realizadas por 

el profesíonáftié l a "Secretaría dé Educación y no,el valor final de 

l a factura; por lo que en s u criterio resulta razonable l a ganancia 

obtenida por la. contratista. 

Por supuesto» e n apratadós-^anterióres se hizo referencia a'este 

aspee!ó, p a r a 'indicar -que resul ta i tn despropósito, luego de l a s . 
fe 

iriegúlaridádeé, kdvé'rtidks "fen lá fase de, escogencia de la 

contratista -lá misma, para tres contratos de ..suministro de 

elementos, diferentes- e n U n margen de tiempo récórd y de 

manera-creciente -además,, considerar razonable,, unas utilidades 

qüe -desbordan cuálqui'ér criterio- de proporcionalidad* 

Recuérdese aquí, solamente, en relación con el contrato 582, 

referido a l a adquisición de textos escolares qüe con ef solo 

anticipo se adquirieron los-mismos y Se* obtuvo igualmente -tina 

gknrac fe Eso ¡demuestra» n i más: n i menos, desgreño en l a 

junción ádmMstiativay'un interés .inusitado en l a exacción del. 

erario público, en procura de Intereses exclusivamente"* 

persónalés. 

No se percata l a vocera de u n a inconsistencia de s u parte » cuando 

pretende "cuestionar al- testigo Jorge Cortés Colmenares» a qpien 

reprocha haber faltado a l a verdad, cuando indicó que no tenías 
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acceso a l a of icina del Gobernador, como quiera que, según sus 

palabras, existía u n a puerta de seguridad q u e solamente podían 

franquear las personas autorizadas, pues de conformidad con l a 

Circular 55 de diciembre 17 del año 2002» estoba prohibido 

bloquear las puertas8 de atcéso a las diferentes dependencias. 

Recuérdese a l .respecto, que los hechos generadores de l a 

presenté áct ración ocurrieron entre octubre 9 y noviembre 5 del 

año 2002, época para l a cual debe entenderse l a manifestación 

que en ese sentid© realizó él mencionado testimoniante y que M 

otra situación se presento con posterioridad.. Adeifiás de que no 

existe ningúh otro elemento para dudar de esa aseveración. 

Finalmente, no resUlta cierta l a conclusión a l a que arr iba l a 

profesional del derecho en' mención, en cuanto refiere que a 

manera de ejemplo y trayendo como referencia el contrato de los 

textos escolares, documento, en el cua l se evidencia el mayor 

sobrecosió, e n s u sentir se estableció que el valor de los libros fue 

el preció total dé l a ofertó por* ciento treinta y u n millones 

doscientos cuarenta mi l ($ 131,240.000) pesos, sumados los 

eostóstndirectos. 

Lo anterior, ooreuuhto por parte alguna aparecen registrados y 

evidenciados esos denominados costos indirectos deducidos a la 

contratista. A l respecto, mírese solamente el atíta de liquidación 

del referido convenio (fl- 5 c.a.o.3), escrito en el que no se hace 

-relación, a los- famosos "costos indirectos en, l a magnitud qué 

pregona l a ve cera; por el" contrario, lo qUe démuestra es que ante 

l as exorbitantes ganancias para l a contratista, a ésto no le 

.interesaba registrar los .mismos, pues sabia que don el pago 

realizado, reiteramos, se estaba dando por bfen servida, frente a 
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fes jugosas ganancias que obtendría ppf simplemente servir dé 

intermediária, pues quedó claro, además, que directamente el la 

no tenía capacidad para suministrar ninguno de los tres 

productos q qué se referían los Contratos con los cuales ftíé 

por esa administración departamental. Lo que por 

supüfesto gí pera- feúcha más suspicacia, s i Como l a misma 

defensa, tanto material como técnica» fueron insistentes en 

jáfiMiar que t por l a c u r a d a de los contratos^ no se requería de 

Ecitación publica y se podía contratar dé manera directa. L a 
I 

pregunta entonces es, s i ello-es así, como en efecto lo és, por qué 

no se contrató con personas que directamente fueran 

distribuidoras, de dichos productos, s in necesidad de utilizar 

rntermidiarfes? De ésta manera, efectivamente, se hubiese 

obrado Con transparencia, economía, moralidad, privilegiando el 

interés general que se pregona de fe función pública. 

Pero es que, además, como se indicó en apartados anteriores, l a 

audacia mayor está en el hecho que justamente fe vocera trae a 

colación, qüé e l precio f inal de fes libros fue el valor total de l a 

oferta por ciento treinta y u n millones doscientos cuarenta mil {$ 

131.240.000^ pesos, sumados los costos, indirectos. Nada más 

alejado de l a realidad, por cuanto conforme ocurrió* en los tres 

Contratos, independientemente de las cotizaciones y de las 

.ofertas realizadas» siempre se totalizó por el valor del presupuesto 

oficial asigna do pará qádá contrato, s in qué ello "signifique que l a 

compra tuviera que ser concretamente por ese específico valor, 

pqr cuanto b i en pudiera haber ocurrido, de haberse, obrado con 

transparencia y objetividad, que frente a l real valor de los 

elementos, ae hubiese generado u n a compra razonable en 

beneficio tanto para l a contratista, como para fe administración, 

que. a l fin de cuentas repercutía en. beneficio de l a comunidad 
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educativa del Departamento fiel Casanatie, porque, seguramente, 

de Haberse concretado IQS cónvenios por esos factores reales de 

menor valor, esos remanentes hubiesen podido ser utilizados en 

otras* necesidades. 

? 

4.5 . DOtáettsádo. 

Como "ya se indicó, l a excusa manifestada desde u n comienzo 

por el señor Wil l iam Hernán Pérez Espinel , fundada en l a figura 

de l a delegación, no tiene acogida en esta oportunidad, dado que 

era sü obHgaeión/iiQ obstaiite esas fases previas estar en cabeza 

de otros funcionarios,, haber ejercido los controles y vigilancia 

mífiimos antes dé l a suscripción de los contratos, para.évitar las 

consecuencias adversas que hoy debe soportar. 

Que s i bien es cierto, ngmó lo indicó, l a delegación fue 

debidamente soportada constitucional f legalmente, también se 

acreditó adicionalmente, por vía jur isprudencial , sobre las 

obligaciones puntuales que como representante de u n ente 

territorial debía Cumplir, para no incurr i r en infracciones, a l a ley 

penal. 

También se realizó l a respectiva valoración sobre eHestimonio del 

Séñor Cortés Colmenares, a quien tacha de mentiroso y 

sospechoso, pero qüe p a r a los efectos del presente caso, se 

consideró por parte de j a Sa la que hacía Honor a l a verdad y que 

rio había tazones para, dudar de s u s manifestaciones. Así como 

de la- valoración que ep. su momento se hizo de lá declaración del 

Señor Héctor Orlando Piragauta Rodríguez, que pese a sus 
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inconsistencias corticales y no trascendentales, en lo sus 

confirma lo indicado por Cortes Colmenares y Agudeíb Chaparro. 

4.6, D e l defensor del acusado. 

E n relación con l a a&tttáclph tdusiva a que p a r a e l contrato 

481/02 no eran necesarias" varíás ofertas,., por lerque se podía 

invitar directamente y de manera verbal a cualquier persona 

•natural o-jurídica, en consideración* a s u Cúa&tia, precisamente 

eso fue lo qúe hicieron aAifeariamente a l final con l a contratista 

escógida, pués, pese a que estaba inuy por debajo en relación con 

las credenciales presentadas por e l señor Urrego Enriquez, 

curiosamente ella fue l a seleccionada, desconociéndose s in 

ningún rubor los términos de referencia previamente elaborados; 

ello no obstante"la tran^pareUcia jjue "fingieron.«dar a l proceso," 

eoh l a invitación publ ica y médianté ávfáo, de lá manera en que 

v ío confirma el'mencionpdó'Ciudadaho como, aspirante contractual 
5 (fls. 140-143 c.o.2). 

Que lo mismo aconteció en relación 0qn los .contratos 533 y 582, 

pa ra cuya modafidads de acuerdo cpn l a cuantía, requerían por 

lo menos dos ofertas, lo cual se-cujtnjplió} lio obstante qu® se podía 

cursar invitación como míriimo a dos personas y pese a ello se 

hizo invitación pública a través dé aviso en cartelera fijado en las 

instalaciones de la gobernación. Lo que, en s u sentir, demuestra 

qué en ningún momento sé pretendió favorecer a Karol Emilce 

Cano. E s e proceso fue tan transparente -dice e l abogados que no 

se limitó l a participación de oferentes dentro de ese-proceso de 

selección, páralos referidos contratos. 

10* 



5ftr[mera Instancia': 41817. 

William Hernán Pérertsgiqel 

Sobré el particular* resulta extremadamente curioso qüe en los 

tres eventos solamente se presentaron dos oferentes (al menos 

eso enseñan las constancias procesales) y en cada teao de ellos 

siempre estuvo presente Karol Emilce, quien, por demás, se 

reitera, no cumplía con |as exigencias que l a ley establece para 

este tipo de contratación con el Estado y, en todo caso, siempre 

estaba por debajo dé jos demás ofertantes en cuanto a 

experiencia y capacidad económica, así esta última resulte suti l . 

Perp, además, téngase én cuenta.» dé acuerdo con lo manifestado 

por Fanny Yizzeth Niño Vega (fls. 144-147 c.o.3), que en el 

Contrato 582 en el que efla participó hubo más interesados, 

ófeftas qué no»se .Conocieron, porque nunca láe enseñaron, dado 

qúe únicamente mostraron l a de esta ciudadana, qúe se 

encontraba eh similares condiciones a Karól Emilce. Lo anterior 

desdice de l a transparencia que tanto pregona el señor defensor. 

Frente sá aspecto «subjetivo del contrato s i n cumplimiento de 

requisitos legales,» advirtió que no es ta probado el dolo y tampoco 

que s u prohijado haya sido quien determinó a que 

supuestamente se violaran los principios de l a contratación, para 

que se escogiera a l a contratista. Sobre este particular, en el 

análisis que antecede sé estableció por qué motivo se argumenta 

qué el procesado actuó de manera dolosa y , por supuesto, no 

puede pretender ej señor defensor que exista u n documento o 

u n a declaración dé alguien* que afirme cómo el. Señor Pérez 

Espine l fue-quien incidió para l a eácogenoia de l a contratista. L a 

prueba que en su conjunto fue debidamente valorada lleva a esa 

conclusión. 
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feécáéfdéíise a l respecto, además, las afirmaciones df^Jorge 

Cortés Colmenares, Ja i ro Antonio Agudeló Chaparro y, de alguna 

feanera, lo atestiguado por Héctor Orlando Piragauta, 

expresiones de las -cuales se desprende que era. en fe oficina del 

Gobernador dondé se .tomaba fe décísioh de seleccionar a l 

contratiste, p a r a cada casó en particular. Adicionalmente, a l 

retomar los, conocidos indicadores: (i) 1a amañada Selección de l a 

contratista? (ii) el escaso margen de tiempo en que sé celebraron 

lostreseenjxatoS; (iii) l a falsa delegación, que aunque sustentada 

legalmente, era Un- aspecto de simple forma; jiv) ej Conocimiento 

del enjuiciado de l a gestión contractual; (v) l a falta de idoneidad 

de l a contratista seleccionada de acuerdo con los términos de 

referencia; (vi) l a incipiente capacidad financiera, en ¡atención a 

l a certificación., de l a Cámara de Comercio del Casanare, para 

luego descomponer sú fuerza persuasiva, se advertirá que logran 

generar más que simples posibilidades en relación con l a 

inferencia .principal, cua l seá l a tiecésaria anuencia, dirección y 

control de Pérez Esp ine l en el entramado dirigido a esquilmar el 

erario mediante J a elección» amafiada de u n a contratista que no 

reunía los ¡más mínimos, requisitos para contratar con ese ente 

territorial. 

Corete el señor defensor aduce que además del testimonio del 

señor íjragáuta Rodríguez, el tema de l a delegación se encuentra 

acreditado dócumentalmente, entonces st i patrocinado no tiene 

n inguna responsabilidad en l a elaboración de los precitados 

contratos. A l respecto, se rememora que el tema no fue objeto de 

controversia en el análisis que sé hizo por parte de la Sala, sino 

que por e] contrario, se puntualizó que esa delegación -así fuera 

solo aparente- no lóeximía de sus obligaciones, por s u calidad de 
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representante legal del ente territorial" y ordenador del garete, 

fedemás de quéfeüscribio loa" treS convenios. 

E r i relación Con Ta cita jur isprudencial que hace, distinguida con 

el* radicado 26061 de junio 18 de 2008,. por considerar que se-

trata de u n cas© similar aplicable a l a situación "de s u defendido, 

debe indicarse que en ese evento no existieron medios de prueba 

para establecer esa responsabilidad; por el contrario, en el 

presente caso, de acuerdo con l a prueba debidamente 

incorporada ;y anal izada, se infiere razonablemente que sí tuvo 

incidencia directo en l a selección de l a misma contratista para 

los tres contratos, súmadó a tedas las inconsistencias advertidas 

en el desconocimiento de los términos de referencia, para 

seleccionar finalmente a la* implicada, que desde el punto de v ista 

inferencia! llevaron a ésa conclusión. 

Por lo demás, debe advertirse de nuevo que, en esta oportunidad, 

de acuerdo pon l a ácufeeióh dé l a fiscalía, l a delegación no tiené 

trascendencia, pues l a atribución delictiva es l a de autor y, como 

ta l , tenía pleno conocimiento de ese obrar ilícito. 

Erente a l cuestionamienfe que hace & los informes, del CT I , para 

mdicár que én l a evaluación de los contratos no se incluyeron los 

costos directos e Indirectos, pues en s u sentir obedecieron a 

simples operaciones aritméticas, lo mismo que hizo, l a 

Cóhtraloríá, debe puntualizarse que las diferencias -entre los 

valores.reales de los productos adquiridos en los tres contratos y 

lo que finalmente sé pagó, fueron tan evidentes qué el propio ente 

de control lo advirtió s in -mayores esfuerzos, motivo por el cua l 

109 



Primera lnstanaa:41817. 
Williarrr Hernán PérejHafpingl 

levantó el informe de hallazgo, que a l a postre sirvió ^araSár^ 

inicio a l ¡ejercicio de l a acción penal por parte de l a Fiscalía 

General de l a Nación, 

E s qüe, frente a lo evidente y probado, no Se requieren estudios 

profundos cobre e l téma, bastaba como se hizo, realizar u n 

simple cotejo entre las facturas de compra de los bienes 

entregados e n Calidad de suministro y el real-valor pagado por los 

misinoá, para evidenciar el considerable sobrecosió, qúe además 

fiie progresivo;, esto, por supuesto, v a en contraría de l a 

contratación pública y de l a rea l función administrativa, que 

cómo lo establece el artículo 209 superior: "....está. a¡ servicio de 

losintereses generales..?. Por el contrario, ton los contratos aquí 

cuestionados se privilegió vuelca y exclusivamente el intérés 

parfícúlar, en perjuicio de las arcas oficiales. 

No resul ta cierta entonces l a conclusión a l a que llega el señor 

defensor, para indicar que como no hubo sobreeostos, no hay 

peculado, Pero extrañamente 5 a renglón seguido, parece entrar 

eñ eóntradicción, a l advertir que en el evento de que se hubiése 

generado él mismo, esa situación no estuvo bajó el rango de 

donfinio.-de su" defendido, en consideración a que no fue quién 

realizó los términos, de referencia. A l respecto, l a aigumentaeión 

sobre las responsabilidades del procesado en s u calidad de 

ordenador del gasto, y representante légal del ente territorial, 

efectuadas en ¡apartados anteriores, relevan a l a Sa la dé, realizar 

cualquier consideración adicional a l respecto. 
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e realiza el Y, por áuptiésto, no se entiehde el cuestionamiento que realiza el 

citado profesional, relativo a l a aparente inexistencia de prueba 

demostrativa, sobre l a apropiación de noventa y u n millones ($ 

91.000."0Q0,oo) de pesos, por parte de l a contratista Karo l Emilce, 

en tanfó, según s u criterio-, l a uti l idad de los contratos fue 

ajustada a l a realidad de los precios del. mercado, Cuando u n 

ciudadano contrata con él Estado.Desde luego, tal planteamiento 

re&ulta inconcebible f contrarío a l a realidad, pues, por 

mencionar solamente uno de los Contratos^ esto fes, el 582 de 

noviembre 5 de ;2002, cuya ganan®*9- fue de setenta y cinco 

millones trescáeñtós cuarenta mi l ($ 75.340.000) pesos, teniendo, 

en cuenta que. l a factura de compra demuestra qpe los libros 

t costaron cincuenta y seis millones ($" 5ó.0Q0.000,op) de pesos y 

qúe el presupuesto oficial asignado para esa adquisición era de 

ciento treinta y u n millones doscientos cuarenta mi l ($ 

131.240:0001 pesqs, entonces u n a util idad superior a l 100% no 

puede ser n i razonable, n i jus ta , por ofrecerse desproporcionada 

en grado sumo; es que cón el solo anticipo por Valor de sesenta 

y cinco millones seiscientos? diecisiete m i l ($ 65.617.000) pesos, 

sfe adquirieron los textos "y se obtuVo una? gáfemela suficiente; s in 

que" tafepoco sea argtimento válido, por supuesto, el .hecho de 

qúe se trátaba de u n a contratación con el Estado. Precisamente^ 

ese es Uno de los grandes problemas por los que atraviesa esta 

sociedad» dar por sehtado que cuando se encuentra de por medio 

U n a negociación con entidades públicas, se pueden llegar a esos 

despropósito!, que por supuesto riñéh con los principios" de 

igualdad, moralidad, eficaciá» economía, entre otros, propios de 

lá función administrativa. 

Sobre e i temá del dolo y s u demostración, recuérdese que, de 

acuerdo con lo indicado por Piragauta Rodríguez, s i se realiza u n a 
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valoración integral* de s u testimonió, efi- el násmo se encueraran 

aspectos qúe coinciden con las manifestaciones de Cortés 

Colmenares Y Jaíro Antonio Agudelo, motivo por el cual , el 

testimonio de aquél tendido.anteda Sa la de Casación Penal de la 

Corte Suprema de Jus t i c i a el día 13 de noviembre del año 2014, 

en láfeúdiencia de juzgamiento, no púede entenderse como u n a 

retractación, sino como u n complemento no solo a l a restante 

prueba de e s a naturaleza, sino a l a de carácter documental e 

indiciaría referida en apartados anteriores. 

E n cuánto a l reparo de que tampoco se h a demostrado por 

nmgun níedio, que el acúsadó-dentro" de s u fuero inferno supiere 

que debía favorecer a Karol Emi l ce r y que condujo s u voluntad en 

ese sentido, además de saber que obrar de esa específica manera 

era delito, lo primero que debe hacerse íes delimitar los espacios 

dentro de l a estructura dogmática del delito, en los cuales se 

analizan los conceptos de dolo y cónciencia dé l a il icitud. E l 

primero se anal iza en e l tipo (Código Penal, artículos 2 1 y 22) y, 

el segundo como uno de los componentes del juicio de reproche 

{ídem, artículo" 12). Y , por supuesto, no puede,pretenderse, como 
¥ 

lo esboza el señor defensor, que quien comete u n delito deje 

í*ñsúos y huéllas en las condiciones en que lo plantea. L a regla 

general pára l a determinación del dolo, por ser algo intangible, se 

hace de manera inferencial, s in que se precise por consiguiente 

de*prueba directa para ese tópico. Y las inferencias en este caso, 

domo se indicó e n s u momento, condujeron a esa conclusión. 

Precisamente, abí es,cuando se configúra l a irregularidad para 

poder estructurar la tipicidad del delito previsto en el artículo 410 

dé l a Codificación Sustant iva Penal, cuando afrtcfe a l contrato, s in 
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cumplimiento de requisitos legales y se desconocen esas 

preceptivas legales, obviameiite para favorecer a alguien en 

qspeciál. 

Nótese que l a norma en mención, desde el punto de vista de las 

dos primeras modalidades delictivas allí consagradas, que soii 

precisamente las atribuidas a l acuSadó Pérez Esp ine l , alude a 

tramitar uíi contrato, s in observar los requisitos legales esenciales 

o celebrarlo, s i n verificar previamente el cumplimiento de los 

misinos y, por supuesto, a l incumplir tales presupuestos, se 

incurre en dicho comportamiento delictivo, más allá de l a 

readübfepión por parto «de otros funcionarios, delegatorios, de todas 

lá! etapas precontractuales que implican l a preparación del 

contrato atítes de ser suscrito por el ordenador del gasto. 

Sobre el punto, ía Sa la quiere aclarar, que muy seguramente, dé 

acúérdo pon lo establecido probatoriamente, los funcionarios 

encargados de los trámites contractuales incurrierofí en 

ostensibles irregularidades, que en s u momento pudieron haber 

gérierado u n a investigación de carácter penal en s u contra, pero 

de acuerdo con l a fepha de'Ocurrencia ,de los hephos, año 2002, 

rio tendría sentido que se procediera de esa manera, en virtud de 

l a evidente prescripción en relación con las presuntas conductas 

ptmíblés que sedes pudiera atribuir, por el inexorable paso del 

tiempo. Y de otro lado, tampoco" sería posible en este momento, 

derivado de lo inter ior , deducir en contra del acusado, l a 

«circunstancia de mayor punibilidad prevista en. el numeral 10° 

del artíeulo 58 del Código Sustantivo Penal, referida a l a 

coparticipación criminal , como, quiera que l a misma tampoco fue 
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imputada por ía Fiscalía en l a correspondiente resolución 

acusatoria. 

L a s .anteriores consideraciones se estiman más que suficientes, 

pa rpar t e de Ja Sa la , cOfeo quiera que, a l ¿momento de realizar el 

análisis sobre los diversos medios de prueba debidamente 

incorporados a l a actuación, se plantearon igualmente los 

argumento! qué rebaten las pretensiones del acusado y s u 

defensa. 

5. La Puj9ibU!4fbl. 

Por tratarse de u n Concursó de conductas punibles por las que 

"se habrá de condenar a l procesado, resulta necesario, para 

efectos- de lá dosificación de l a pena, acudir a lo. preceptuado 

«Obre e l part icular en el artículo 3 1 del Código penal, para lo 

Cttal, previamente, habrá de dosificarse indíviflualmente cada 

u n a de las sanciones dispuestas en los respectivos tipos penales, 

a efectós de determinar cuál dé los delitos allí descritos comporta 

l a pena'más grave y que, por tanto, seryirá de referente p a r a l a 

Ctiantificacién punit iva. 

5 .1. Del delito de contrato s in cumplimiento de requisitos 
legales. 

P e acuerdo con lo previsto en" el artículo 410 del Código 

Sustantivo Penal-norma aplicable-sin la-reforma de l a Ley 890 de 

20Ü4-, Ja pena sfeñalada pa ra el mencionado delito es de 4 a 12 
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años de prisión,» 50 a 200 Salarios mfeimos légales mensualesroe 

m u l t a y 5 a 12 año! de inhabilitación dé derechos y funciones 

públicas,. Así las cosas, l a individualización de cada uno de esos 

.componentes punitivos, de acuerdo a l (articulo 6 1 ídem, queda de 

l a siguiente mañera: 

5.1.2. Pena de prisión. E l ámbito demovilidad es de 8 años, 

s i se divide entre-4, él faétor diferénciador de lps cuartos será de 

24 meses. 

Cuarto mínimo: 4 8 + 24 = 72 meses 

Primer cuarto medio: 72 + 24 = 96 meses 

Segundo cuarto medio:- 96 + 24 * 120 meses 

Cuarto máximo: 120 + 24 = 144 meses 

5.2. Del delito d<e peculado por apropiación en favor de 

terceros. 

De acuerdo con lo consagrado en el artículo 397 del Código Penal 

-norma aplicable s in l a reforma de l a Ley 890 de 2004-, dicho 

'comportamiento, delictivo tiene prevista u n a pena privativa de l a 

Eheftad dé seis (6) a quince ( l é ) años,-multa equivalente a l Valor 

de lo apropiado, s in superar el equivalente a cincuenta mil 

(50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes e 

inhabilitación pa ra e l ejercicio de derechos y funciones públicas 

por e l mismo término. 
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Pero además, como l a cuantía del mismo supera los 200^fe¿iQá 

mínimos legales mensuales vigentes, a l tenor del inciso 2 o del 

artículo 397- del precepto, mencionado, l a pfeharoe aumenta hasta 

en l a mitad, por lo tanto, la. sanción privativa de; l a libertad 

osMafía éntre 6 y 22 años y medio, o lo qüe es lo mismo, de 72 

a 270 meses. 

5 .2 .1 . i*eaa de prisión. E l ámbito de «movilidad es de 

dieciséis (16) años y seis (06) meses. E l factor diferenciado! de 

cuartos es de 49.5 meses. 

Cuarto mínimo: 72* 49 .5 = 121.5 (10 años, l m e s y 15 días). 

Primer cuarto medio: 121.5 + 49.5 = 171 

Segundo cuarto medio: 171 + 49.5 = 220.5 

Cuarto máximo: 220.5 + 49.5 « 270 

S i Seroonsidera que, de acuerdo con los extremos punitivos de.las 

conducta? punibles concurrentes, el delito sancionado con pena 

má ! grave privativa de l a libertad es éí dé peculado por 

apropiación, será éste el qüe se tomará como basé por l a Sala 

párala concreción de l a sanción a imponer. 

Y en consideración a que no concurren atenuantes n i agravantes, 

l a Sa la se moverá en el cuarto mínimo, esto es, entre 72 y 121 

meses y 15 días de prisión. 

Ahora bien, teniendo en cuenta l a gravedad de los delitos, 

cometido!» eldañp causado a l bien jurídico, l a intensidad del dolo 
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y l a fópción.que l a pena h a de Cumplir en el procesado, roe le 

impondrá u n a pena de setenta y cuatro (74) meses de prisión, 

considerando eñ part icular el cargo que ocupaba como máxima 

autoridad administrativa del departamento' y que defraudó l a 

confianza que l a .comunidad" depositó en él; que lesionó 

consciente y voluntariamente el bien jurídico de* l a 

administración pública, con el fin de favorecer intereses 

particulares, de manera que h a ocasionado grave daño a l a 

imagen de l a administración pública y a l a credibilidad que l a 

ciudadanía debe tener en sus gobernantes. 

Dichó monto Se aumenta en doce (12) meses, por los tres delitos 

de contrato s in Cumplimiento de requisitos légales concurrentes, 

teniepdo en--cuenta s u gravedad, acorde con el análisis hecho 

acerca ,de sus particularidades,, arrojando u n total de 86 meses 

de prisión, e s decir, siete f 7) años y dos (2)-meses de prisión. 

De la* m i s m a manera, se le condenará a l a pena principal de 

mul ta que corresponde a l monto de lo apropiado Según ordena eí 

artículo 397 del Código Penal, esto es, noventa y dos. millones 

quinientos cincuenta y cuatro mi l novecientos cincuenta y u n ($ 

92,554.951) pesos, monto que no supera los Cincuenta mi l 

salarios míhimós legales mensuales vigentes para el año 2002 5 9 . 

Rúbf o a l cua l debe sumarse -la mul ta qué procede imponer por 

los tres delitos de contrato s in cumpEniientó de feqúisitos legajes 

que concurren, acordé con lo dispuesto en el artículo 39-4 de l a 

Ley 509 de 2000, considerándose viable fijar u n a mul ta de 150 

S.M.L.M.V., equivalentes pa ra eí año 2002 a cuarenta y seis 

^9 Qye era cferf$309.000.oo, «egún Decreto 2910 de 2001, 
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ftiíllpneS trescientos cincuenta mi l ($ 46.350.000) pesos» áá 

atención a que con ellos el departamento de Casanare -nó sufrió 

u n mSS grave detrimento patrimonial, fueron cometidos e n favor 

de u n tercero, l a intensidad del dolo con que actuó él acusado, 

quien permaneció privado de l a libertad pqr varios años, 

c i rcunstanc ia qué le impedía contar con ingresos económicos 

(artículo 39-3 íctemj; 

Lo anterior, s i se tiene en cuenta que el ámbito de movilidad para 

cada delito de contrato s in cumplimiento de requisitos legales es 

de i 5 0 , que dividido entre 4 arroja u n factor- de 37.5,* luego el 

primer cuarto oscilaría entre 5,0-87.5 S.M.L.M.V, el -segundo 

entre 87.5-125, él tercera de 125-162.5 y el cuarto entre 162,5-

200, E n este cáso, de nóuerdo con las circunstancias resaltadas, 

se impuso por cada delito de contrato s in cumplimiento de 

requisitos legalés mu l ta por valor de 50 S.M.L.M.V. - e l mínimo-, 

lo cual-arroja uñ resultado final de 150 S.'M.L.M.V. 

E n total, se le impondrá mul ta por valor de ciento, treinta y ocho 

millones novecientos cuatro mil , novecientos cincuenta y u n -($ 

138.904:951) pesos, monto que no eXcedfe los Cincuenta mi i 

sálanos mínímós legales mensuales vigehtes para el año 20020°, 

qúp deberá consignar a nombre del Consejo Superior de l a 

.Judicatura, a l tenor dedo normado por elartíéulo 43 del Código 

Penal. 

L a inhabilitación pa ra él- ejercicio de derechos y funciones 

púbpcas será intemporal con arreglo a l inc iso 5° del original 

articulo' 122 de l a Constitución Política, en cuanto a l delito de 

^iNtííneraJes lt,"3*y 4jdel |rtículo„39 del pódlgb Peftal. 
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peculado por apropiación "a favor de terceros, por afectar el 

patrimonio del Estado» l a cual le impedirá ser inscrito como 

candidato a cargos de elección popular; ser elegido, designado 

copio servidor público, y celebrar personalmente o poñ 

interpuesta persona contratos con el Estado; pero además, a las 

pepas, de esa misma naturaleza, por e i término de setenta y 

cuatro (74) meses, equivalente a l a pena principal privativa dé-la' 

.libertad, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 44 y 51 del 

Código Penal. 

E i * aumento dé l a pena privativa de l a libertad por razón del 

éoríqtirso de los tres (3) delitos de contrato s in cumplimiento de 

requisitos legales, se hizo en proporción de 8.33%, en relación 

con l a p e n a mínima dé 48 meses prevista en e l artículo 410 del 

Código Pépto? porcentaje que se debe mantener para l a medición 

de l a pena de inhabilitación para ejercer derechos y funciones 

públieas,,previstos en el artículo 44, jdem y no incluidos en el 

articulo 12!2 de l a Constitución PoKtíca. Así entonces, como la 

pena mínima de inhabilitación establecida en el mencionado 

artículo 410 ps de cinco (5) años, o sea, (60 meses), l a aplicación 

del*porcentaje indicado (8.33%) arroja como resultado el aumento 

de cinco (5) meses por cada Contrato. Ahorá bien, como pos 

encontramosvfrénte a ur i concurso de conductas punibles, para 

este móipeato resulta aplicable igualmente eí precepto 31 ídem, 

ppr lo que sé teñfirá en cupñta lá pena prevista para el delito más 

grave, esto es, el peculado, que fue de setenta y cuatro (74) meses, 

más quince (15) meses por lós tres contratos, genera como 

resultado ochenta, y nueve (89) -meses, monto en el cua l queda 

ñjáda definitivamente dicha p e n a 

5.3. La suspensión de la ejecución de ta pena.. 
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Con. l a expedición de l a Ley 1709 del 20 de enero de 2014, por 

metfio de l a cual se modificó el artículo 63 del Código Penal, ía 

procedencia de* esté sustituto* penal quedó, condicionada a que l a 

pena de prisión impuesta fío-exceda dé cuatro (4) años, norma que 

a pesár de spr benéfica para el procesada, no es aplicable en el 

présente caso por virtud del principio de favorabilídad, en 

consideración a que Si bien es cierto el anterior precepto exigía 

u n a pena impuesta que no .excediera de tres (3) anos de prisión, 

también io es hue el artículo 23 de l a nuéya normatividad excluyó 

t a posibilidad de conceder .ésé tipo de sustituto en los casos de 

delitos contra ¡a administración pública ( C S J SP , 2 abr. 20 Í4, 

Irad. 43342; 3 0 jüL 2014, rad . 38262; 27 oct. 2Q14, rad. 34282). 

De- conformidad entonces con tó anterior, l a norma que resulta 

aplicable és el original artículo 63 del Código Penal, y como el 

mínimo dé lá peña impuestápor los delitos por los cuales se juzga 

a Wüliam Itemán Pérez* Espinel , supera el requisito objetíy© 

últimamente señalado, eUo es razón suficiente para negar el 

Subrogado déla suspensión condicional de l a ejecución de l a penq, 

s i n que sea necesario entrar a analizar el factor subjetivo; además 

de que, recuérdese» en los actuales momentos descuenta penas 

acumuladas por sentencias impuestas por t a Sala de Casación 

Penal de l a Corté, Btiprema de Just i c ia ; por hechos cometidos 

cuandp se desempeñaba igualmente como gobernador del 

departamento del Casanare, 

5.4. L a prisión domiciliaria del artículo 38 dpi código Penal. 
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L a fiey 1709 de, 20 de eñero de 201,4 ¿modificó el artículo 38 de * 

Código délas Penas y estableció como requisito Objetivo para l a 

concesión de ! Subrogado dé que aquí se trata, que l a pena mínima 

señalada eñ l a l ey sea de ocho (8) años de'prisión o menos, lo que 

traducé u n trato más favorable comparado con el que surgía de 

aplicar el original artículo 38 que viabilizaba el sustituto para 

'penas cuyo" mínimo fuera de 5 años o menos; pero también es 

» cierto que ep el numeral Segundo del artípulp 2 3 4 e l a Ley 1709, 

que adicionó el artículo 3 8 B a l Código Penal -Ley 599 de 2000-, se 

eXdpyó l a posibilidad de cónceder prisión domiciliaria a los delitos 

incluidos en el- incisa 2° dél artículo 68A del Código Penal, entre 

otros, los cometidos contra l a administración pública, que son 

precisamente por los que se imparte condena contra William 

Hernán Pérez Espinel . 

Como consecuencia de lo anterior, resulta más favorable a los 

intereses del acusado, el Original articulo $8 del Código Penal, por 

cuanto j a Concesión de l a prisión domiciliaria refería a u n monto 

de pena mínima señalada por ,el legislador de cinco (S) años de

prisión, y nó contemplaba exclusión por l a cualificácíón del delito. 

No obstante, como* l a sentencia se impone, entré-otros, por el delito 

de peculado» por apropiación, que tiene fijada como mínima u n a 

p e n a de. seis (6f. años tie prisión, el incumplimieñto del factor 

objetivo impide qué se otorgue el subrogado en comento. 

E n relación precisamente con los dos Sustitutos penales afees 

mencionados, ía Sala dé Casación Penal de l a Corte Suprema de 

Justició h a determinado que no prqpede la, mixtura favorable -lex 
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tertia- .entre las5 normas que consagran esas figuras jurídicas éfi 

m Leyes §99 de 2000 y 1709 de 20 f e ( C B J SP, SP14623-2014, 

sentencia, 27 oct. 2014, r a d . 34282). 

L o anteriori confirma l a imposibilidad legal para otorgar los 

Sustitutos qüe ae vierten de mencionar a favor de Will iam Hernán 

Pérez Espine l -

E n consideración a qüe Pérez Espinel se encuentra destentando 

pena en l a Colonia Peqal y Agrícola del Oriente en Acacias-Meta, 

se ofibiaráal,Director de:ese centro penitenciario a efectos de que, 

en él evento de-que obtenga s u libertad, s e a puesto a disposición 

de, este proceso para hacer efectiva l a pena impuesta. 

5.5- De las consecuencias civiles derivadas de l delito. 

De conformidad non lo previsto en el artículo 56 de l a Ley 600 de 

2000, en, tod» proceso penal en. que se haya demostrado l a 

existencia de perjuicios provenientes de lá conducta punible 

investigada, e l juez condenará a l responsable a l pago de los daños 

ocasionados eon e l delito. 

De l a misma, manera, señala l a citada disposición que no hay 

lugar a conderta de t a l naturaleza cuando se establezca que el 

perjudicado h a promovido en forma independiente del procesó 

pena l l a respectiva acción civil. También se dispdne, que él fallo 

debe contener prommciamiento sobre l a s expensas, las costas 

judiciales y las agencias en derecho, s i a ello hubieré lugar. 
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S i n duda alguna, en ek presente caso, el comportamiento 

deMetual de pécülado por apropiación ocasionó menoscabo 

económico a l a administración departamental de Casanare, 

motivo por e l cua l l a Gala* condenará a l procesado a pagar a l a 

Tesoreríá dé l a Gobernación del citado ente territorial, l a suma 

ilícitamente apropiada, es decir, noventa y dos millones 

quinientos cincuenta y cuatro M I novecientos cincuenta y u n ($ 

§2.55,4.95H pesos, debidamente indexada desdé l a fecha en qué 

se: efectuaron los desembolses, hasta cuando se verifiqué e l pago 

correspondiente", de acuerdo pon l a certificación expedida por el 

DAÑE. 

"No se atenderá e n esta oportunidad el dictamen pericial 

elaborado sobre eí part icular (fls. 202-212 c.o. 1)» comp quiera que 

el mismo tuvo como punto dé referencia, el valor de ciento siete 

miU,ones trescientos mü quinientos cuarenta mi l ($ 107.300.540) 

pesos, que en efecto se corresponde con l a «umatoria de l a 

diferencia entre Ips pontrafos «suscritos ydos reales valores de los 

préducfos finalmente adquiridos; péro debe recordarse, que 

conforme a l a motivación antecedente, se establecieron los 

verdaderos conceptos que finalmente le fueron cancelados a l a 

contratista Cano Garzón, y de ahí l a razón por l a cua l Se 

estimaron los perjuicios en el monto anteriormente reseñado, 

fen» relación con perjuicios de contenido moral? no habrá lugar a 

*su condenación, pues que no aparece en el proceso constancia 

alguna de s t l posible causación. 

6. Otras decisiones. 
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Lá Sa la de Casación. Penal de l a Corte Suprema de Jus t i c i a h a 

venido sosteniendo que no obstante tratarse de u n asunto 

tramitado bajo fe Ley 600 de 2000, l a Ley 906 de 2004 ¡(articulo 

38, parágrafo I o ) asignó a los Jueces dé Ejecución de Penas y 

MedÍdás/de,Seguhtiadí l a competencia para conocer de l a fase de 

ejecución del fallo cuando se trate de condenados que gozan dé 

fuero constitucional. Por esta razón, se dispondrá remitir el 

proceso a l reparto de loa Juzgados de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad correspondiente, uña vez en firme este falló. 

De acuerdó con; lo previsto en l a Ley 1708 de enero 20 de 2014, 

que a s u vez derogó l a Ley 793 de 2002, se compulsarán eopias de 

esto sentencia,, cón destino a fe Unidad Nacional contra el lavado 

dferocfivos y para l a Extinción del Derecho de Dominio de l a Fiscalía 

General 4® lá Nación, con e l objeto de que adelante el trámite 

correspondiente a efectos de lograr l a extinción del derecho de 

dominio, respecto de aquellos bienes que, de llegarse a comprobar, 

pueda decíararse qüe son producto de las condjictos delictivas por 

las qué aquí se condena a l ex gobernador William* Hernán Pérez* 

Espinel . 

E n mérito de lo expuesto, fe S a l a Especial de Primera Instancia de 

fe* ¿Corte Suprema de Just i c ia , administrando just ic ia en nombre 

de fe República y por autoridad de l a Ley, 

R E S U E L V E : 

Primero: Declarar a WilHamHérnán Pérez Espinel,, de condiciones 

personales y civiles conocidas, exgobferñador del departamento del 
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"CáSanpre, como autor penalmente responsable del dentó de 

contrato S in cumplimiento de requisitos legales, en concurso 

homogéneo y sucesivo (artículos 29, 31 y 410 del Código Penal), en 

concurso heterogéneo y sucesivo con peculado por apropiación en 

favor de terceros (artículo 397 inciso 2 4 ídem), por los cuales fue 

acusado por laFíácalía. 

Segundo: Condenar a William Hernán Pérez Espinel, en 

consecuencia, a. las siguientes penas principales: ochenta y seis 

(86) meses de pñsióh", multa por yalor de ciento treinta y ocho 

millones novecientos cuatro mil,, novecientos cineuenta y u n ($ 

133.904.951) pé§os, inhabilitación intemporal para el ejercicio de 

derechos y fiinciories públicas á que se refiere el inciso 5 o del 

artículo 122 de l a Constitución Política, y suspensión de los demás 

déreehos poéticos prfevistos, en el artículo 44 del Código Penal, 

referidos á l a prohibición de elegir y ser elegido, así como a l a 

imposibilidad de ejercer cualquier otro derecho político, función 

pública o dignidades ^ honores que confieran las entidades 

oficiales, ppr el término de 89 meses» con fundamento en las 

consideraciones, de este fallo. 

Tercero: Negar ¿1 sentenciado Pérez. Espinel, lá suspensión 

condicional de- l a ejecución de l a pena, como también fe prisión 

doMcil iai ia, acorde, con lo expuesto en l a parte "motiva de esta 

decisión. 

Cuarto: Condenar a Will iam Hernán Pérez Espinel a l pago de l a 

suma de noventa y dos millones quinientos, cincuenta y cuatro mi l 

novecientos eiiicUenta y u n ($ 92.554.951). pesos, como 

indemnización de peijuicios a favor de lá Gobernación del 

Casanare, débidamehte indexada desde* lá fecha en que se 

efeCtuaroii los desembolsos h a s t a cuando s e verifique el pago 
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éorrespOtidieiite, de acuerdo con l a certificación expedida por di 

DAÑE, 

Quinto: pdr Secretaria, remítase copia del présente fallo a l a 

Unidad Nadoñal cóhtra el Lavado de Activos y l a Extinción de 

Dominio, de l a Fiscalía Génerql de l a Nación, para los efectos 

señalados en l a "parte motiva. 

Séxto: E n firme esta providencia, enrióse l a actuación a los 

Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de 

Aeabíás-Metá para lo de s u competencia, haciéndoles saber que 

el méncionado descuenta penas acumuladas, en l a Colonia Penal 

de esa población, impiiestáqpor l a Sa l a de Casación Penal de l a 

Corte Suprema de Jus t i c i a . 

Séptimo: Comuniqúese esta decisión a l a Sálá Administrativa del 

Consejo Superior de l a Jud ica tura , para efecto del recaudo de l a 

mul ta impuesta. 

Octavo: Contra esta sentencia procede el reburso de apelación, 

ante l a Sa l a deCasación Penal de l a Corte Suprema de Justfeiá. 

Noveno: L a Secretaría de l a Sa l a enviará las copias del fallo a las 

que.álddó el árüfeülo 4 7 2 del Código Penal (Ley 600 de 2000). 

Décimo: Solicitar a l Director del Centro, Penitenciario y 

Carcelario de Acacias-Meta, qüe p n a vez cesen los motivos por 

los cuales se encuentra privado de .la libertad eí condénado, sea 

puesto a disposición-de ..este proceso. 
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NOTEFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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